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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA
I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Von Baer Jahn, Ena

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Obras Públicas, señor Laurence Golborne Riveros, y de Salud, señor Jaime Mañalich Muxi.

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:15, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 37ª, ordinaria; 38ª y 39ª especiales, y 40ª, ordinaria, en 2 y 3 de agosto del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “suma”, en relación con las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6.747-12).



2.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Desarrollo Social (boletín N° 7.196-06).



3.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que aprobó el proyecto de ley que fomenta el mercado de cruceros turísticos (boletines N°s 7.528-06 y 7.285-06, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.


Con los dos últimos informa que prestó su aprobación, con las enmiendas que indica, a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6.747-12) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas.


2.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Desarrollo Social (boletín N° 7.196-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Queda para tabla.


Nueve del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización (boletín N° 5.083-04).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.


Con el siguiente envía copia autorizada de la resolución dictada respecto de la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38, inciso quinto, de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015, y 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con los siete últimos envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015, y 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos. 


Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Remite el informe final del proceso de zonificación del borde costero de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, en respuesta a petición formulada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto.



Atiende petición de información, enviada en nombre del Senador señor Frei, relativa a financiamiento del proyecto “Reposición Planta de Tratamiento Aguas Servidas Los Pellines”, presentado por la Municipalidad de Llanquihue.



Da respuesta a solicitud, cursada en nombre del Senador señor Bianchi, para otorgar una tarde de asueto a funcionarios del sector público en la comuna de Puerto Natales con ocasión de su centenario.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:



Atiende petición de información, remitida en nombre del Senador señor Navarro, en materia de bombas lacrimógenas utilizadas por Carabineros de Chile.



Del señor Ministro de Salud:



Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre avance del proceso de reconstrucción de la torre del hospital de Concepción, así como del plazo estimado para reconstruir el hospital de Angol.



Da respuesta a información, requerida en nombre del Senador señor Navarro, en materia de fiscalizaciones efectuadas en la planta Pudahuel de Hidronor S. A.



Del señor Ministro (s) del Medio Ambiente:



Responde a acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Chahuán, Coloma, García, Quintana y Sabag, respecto de la declaración del 17 de mayo como “Día Nacional del Reciclaje” (boletín Nº S 1.362-12).



Contesta solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Quintana, sobre proyectos de generación eléctrica y piscicultura en la comuna de Melipeuco.



Se pronuncia acerca de consulta de plazos para promulgación de reglamentos de la ley N° 20.380, sobre Protección de Animales, enviada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:



Atiende solicitud de antecedentes sobre condición de barcazas que realizan el servicio de transbordadores a la zona austral, requerida en nombre del Senador señor Horvath.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Informa el curso dado a petición de antecedentes sobre Convenio de Zonas Contiguas entre la Región de Los Lagos y la Región de Aysén, remitida en nombre del Senador señor Horvath.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda:



Responde petición, cursada en nombre del Senador señor Escalona, sobre factibilidad de un proyecto de ley relativo al otorgamiento de un bono extraordinario de invierno focalizado en las familias más vulnerables del país.



Contesta petición, enviada en nombre del Senador señor Horvath, sobre factibilidad de una iniciativa legal que prorrogue la vigencia de la ley N° 20.460, que faculta al Servicio de Tesorerías para otorgar facilidades de pago a contribuyentes por impuestos morosos.



De la señora Directora del Trabajo:



Remite información estadística relativa a actividades de inspección realizadas en el período 2007-2010, solicitada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Gómez, Escalona, Frei, Lagos y Navarro, en primer trámite constitucional, sobre información al Congreso Nacional en materia presupuestaria (boletín N° 7.414-05) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede permiso a las madres de hijos discapacitados para ausentarse del trabajo (boletín N° 6.725-13) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Quedan para tabla.
Mociones



De los Senadores señores Quintana, Gómez, Lagos, Navarro y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de reforma constitucional sobre tutela del derecho a la educación pública, gratuita y de calidad (boletín N° 7.851-04) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


De los Senadores señoras Allende y Rincón y señores Escalona, Quintana y Rossi, con la que dan inicio a un proyecto de ley que regula los contratos de adhesión para fortalecer los derechos de los consumidores (boletín N° 7.852-03) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Economía.


De los Senadores señor Espina, señora Alvear y señores Gómez, Larraín Fernández y Walker (don Patricio), con la que inician un proyecto de ley sobre derecho a defensa de los imputados (boletín N° 7.854-07) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

RESULTADO DE INVESTIGACIÓN SOBRE HECHOS PRODUCIDOS DURANTE ÚLTIMA CUENTA PRESIDENCIAL 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el 31 de mayo recién pasado solicité a la Mesa iniciar una investigación para determinar si las personas que ocasionaron disturbios al interior del Salón Plenario durante la cuenta presidencial del 21 de mayo último efectivamente ocuparon invitaciones entregadas al señor Vicepresidente del Senado, tal como se indicó por la prensa.



Además, pedí que se me informara si el Presidente de la Corporación cumplió con su obligación de “poner a disposición de la justicia al individuo que promueva desórdenes en cualquier lugar del recinto”.



Han pasado casi 90 días, y hasta la fecha no he tenido respuesta sobre el particular.



Por consiguiente, solicito, si es factible, que se me informe cuál ha sido el resultado de esa investigación y si los hechos que aparecieron publicados en los medios de comunicación son reales.

)--------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, le solicito a la Mesa recabar autorización para que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento pueda sesionar simultáneamente con la Sala a partir de las 18, a fin de ocuparse en el proyecto de ley sobre derecho a defensa de los imputados, del que se acaba de dar cuenta.



Se trata de una iniciativa de artículo único, en la cual hemos concordado los diferentes Senadores de la Comisión y también uno de sus ex miembros.

El señor GIRARDI (Presidente).- La Mesa ha recibido igualmente otras peticiones para funcionar en paralelo con el Hemiciclo: de la Comisión de Economía, a partir de las 18; de la de Transportes y Telecomunicaciones, desde las 17, y de la de Educación, después de las 19.



¿Habría acuerdo?



--Se conceden las autorizaciones.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, pido que se abra un nuevo plazo para presentar indicaciones, solo por diez minutos, al proyecto que modifica la ley sobre protección de los derechos de los consumidores para dotar de atribuciones en materia financiera, entre otros, al Servicio Nacional del Consumidor.



--Se acoge la solicitud.
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

PETICIÓN DE INVESTIGACIÓN POR CARABINERO REFUGIADO EN DEPENDENCIAS DEL CONGRESO NACIONAL

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quiero pedir a la Mesa tomar cartas en el asunto, ojalá muy seriamente -imagino que puede recabar toda la información sobre el particular, pues la noticia incluso ya ha aparecido en los diarios- respecto del carabinero infiltrado en la protesta estudiantil que se refugió en la Guardia del Congreso. 



Considero muy grave que debamos vivir una situación como la descrita. Es más que lamentable. Me gustaría que hubiera -lo digo sinceramente- el máximo de transparencia, y que este Parlamento deslindara responsabilidades. 



No sé bien lo que pasó. Pero que un carabinero infiltrado, denunciado por los estudiantes, se refugie en la garita del Congreso; que sea protegido por los carabineros de acá, reconociendo en él a un par, y que se diga que se encontraba realizando una operación de inteligencia, por lo que se lo llevan y se niegan a identificarlo, no es algo frente a lo cual podamos permanecer indiferentes. 



Yo solo pido a la Mesa preocuparse de investigar a fondo lo que ocurrió, para deslindar responsabilidades. No podemos quedarnos tranquilos ante la ocurrencia de hechos de esta naturaleza, mientras se manifiestan los estudiantes afuera del Congreso. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Así se hará, señora Senadora. 

)-----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en la Cuenta figura el proyecto que fomenta el mercado de cruceros turísticos, respecto del cual pido a la Mesa y, por su intermedio, a la Sala, que pase a la Comisión de Gobierno, si es posible.  

El señor GIRARDI (Presidente).- Ya se decidió su envío a la de Hacienda, señor Senador. 

El señor BIANCHI.- Entonces, que además vaya a la de Gobierno. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Lo que sucede es que el Ejecutivo nos solicitó que, para un trámite más expedito, solo fuera analizado por la primera. Pero si el señor Senador pide que además pase a otra Comisión...

El señor BIANCHI.- A la de Gobierno, señor Presidente, que ya ha visto con anterioridad proyectos sobre casinos y otros de la misma línea. La idea solamente es colaborar. 



Ahora, si lo pueden ver ambas Comisiones, fantástico. 

El señor GIRARDI (Presidente).- El punto es que el trámite sea lo más expedito posible. 



Además, que la iniciativa pasara únicamente por Hacienda obedece a un acuerdo de los Comités. 



Tal vez la mejor solución sería la conformación de Comisiones unidas. 



¿Habría acuerdo en ese sentido? 

El señor LARRAÍN.- Si el trámite es rápido, no hay inconveniente. 



--El proyecto pasa a las Comisiones de Gobierno y de Hacienda, unidas. 

)------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Quería solicitar autorización para que la Comisión de Transportes funcionara paralelamente con la Sala, pero veo que usted ya se me adelantó. Así que muchas gracias.

VINDICACIÓN FRENTE A EXPRESIONES DE SENADOR SEÑOR CARLOS LARRAÍN

El señor GIRARDI (Presidente).-
 Ha pedido la palabra el Honorable señor Quintana. 



¿Para referirse a la Cuenta, señor Senador?

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, quiero hacer uso del derecho de vindicación que me confiere el artículo 114 del Reglamento, por cuanto ha sido dañado el buen nombre de las personas a que hace alusión su artículo 109. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Adelante, señor Senador. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, es por todos conocido que el país mira a la clase política con desgano, desdén y desconfianza. Las últimas encuestas no solamente hacen un juicio lapidario del Gobierno, la Alianza y la Concertación, sino que también ponen un manto de duda sobre el quehacer del Congreso Nacional, cuestionando su representatividad y sintonía con la ciudadanía. Hoy el Bicentenario de nuestro cuerpo legislativo se ha visto empañado por las bajas cifras de aprobación y el amplio rechazo ciudadano. 



Se trata de un escenario complejo y preocupante. 



Por eso, resulta difícil entender una frase proferida por el Senador Carlos Larraín en el último Consejo de Renovación Nacional. Ese desagradable episodio solo viene a aumentar el desprestigio de instituciones fundamentales de la República, yendo a un camino completamente antagónico al que la ciudadanía espera de nosotros. 



A algunos, quizás, ese tipo de expresiones podrá provocar risa. A mí, sin embargo, me produce inquietud. Decir “No nos va a doblar la mano una manga de inútiles subversivos, que están instalados muchos de ellos, desgraciadamente, en un Parlamento que no supimos ganar”, es, a todas luces, una frase de la dictadura, de un pasado que tiñó de sangre la historia de Chile, y que hoy hemos podido ver a través de las pantallas de Televisión Nacional en la serie Los archivos del Cardenal, producción también cuestionada por el Senador Carlos Larraín. 



El Senado siempre ha mantenido el respeto entre sus pares, quizás porque llegar aquí no ha sido para nadie fácil y requiere un tránsito largo de aprendizaje, donde el respeto a quienes piensan distinto es un requisito democrático.



Probablemente, para el Senador Carlos Larraín este fair play no sea relevante. Su salto al Senado fue casi una pirueta digna del gimnasta Tomás González. Por eso tal vez lanza a diestra y siniestra expresiones de ese tipo contra sus pares. 



Miro a mis colegas Senadores y me pregunto, como muchos de los ciudadanos de la patria, ¿dónde están los inútiles subversivos en el Parlamento? ¿El Senador Carlos Larraín habrá dirigido esas bochornosas palabras quizás al Senador Ruiz-Esquide, a la Senadora Alvear, al Senador Bianchi, al Senador Muñoz Aburto, al Senador Rossi? ¿Es acaso motivo de esa rabia verbal tener una postura de adhesión y simpatía al movimiento estudiantil?



Nadie sobra en Chile. Es a lo mejor esta premisa democrática la que debemos recuperar. Nadie es inútil en esta Sala, y el término subversivo no habita en el Senado de la República, espacio dedicado por naturaleza a la palabra, el debate y la tradición republicana. 



Durante mucho tiempo los chilenos tuvimos que soportar un estilo de autoridades que escondían el abuso, el racismo y la tortura en el uso de un estilo de humor casi patológico. Me refiero a los por todos conocidos “martes del Almirante Merino”, quien fue Presidente de la Junta Militar de Gobierno. En sus frases encontramos la calificación de “humanoides” a los militantes comunistas; de “auquénidos metamorfoseados”, para referirse a los hermanos bolivianos, y de “Chapulín Colorado”, para denominar el ex Cardenal Francisco Fresno. 



¡Vaya similitud entre las expresiones del ex Presidente de la Junta Militar y las del Senador Carlos Larraín! 



El gran poeta Vicente Huidobro escribió, con notable claridad, que “cuando la palabra no da vida, mata”. Es quizás lo que ha ocurrido con este desagradable episodio, al dejar a nuestro Senado dando una pésima señal pública. 



Esperemos, por el bien de Chile, que el Senador Carlos Larraín siga usando exitosamente el humor, pero no para esconder el odio hacia quienes piensan distinto. 



Gracias. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Muchas gracias, señor Presidente. 



También quiero hacer uso del derecho de vindicación consagrado en el artículo 114 del Reglamento, en relación con las expresiones vertidas por el Senador designado Carlos Larraín el día sábado recién pasado. 



Textualmente declaró: “No nos va a doblar la mano una manga de inútiles subversivos”, agregando, a continuación, que “están instalados, muchos de ellos, desgraciadamente, en un Parlamento que no supimos ganar”. 



Por su intermedio, señor Presidente, quiero pedirle al Senador designado Carlos Larraín que especifique a quiénes se refiere. Porque imputaciones al voleo, como “muchos de ellos”, responden a la construcción clásica de la Derecha chilena para no sufrir querellas. 

El señor CHAHUÁN.- ¡Más respeto!

El señor LAGOS.- Senador Chahuán, no estoy hablando con usted.  

El señor PROKURICA.- ¡Respete igual!

El señor LAGOS.- ¡Yo no le he faltado el respeto a nadie, Senador Prokurica!



Si quieren, me tomo todo el tiempo del mundo en esta vindicación.



Interrumpan nomás, porque esta sesión está siendo transmitida por televisión. Escuchen atentamente, y solidaricen con palabras poco felices, que vienen a polarizar aún más el clima político en Chile. 



Fueron expresiones tristes, malas. Y aunque el Senador Carlos Larraín señaló después que no se refería a gente del Parlamento, sino a los violentistas, la verdad es que la frase completa no deja lugar a duda. 



Entonces, lo que yo espero, más allá de que el asunto vaya o no a la Comisión de Ética, es que el Senador designado Carlos Larraín especifique a quiénes se refiere. 



Estoy acostumbrado a escucharle expresiones propias, simpáticas, chistosas, hirientes y machistas, pero estas se pasaron de la raya. 



Por lo tanto, al Senador Carlos Larraín le corresponde individualizar a aquellos parlamentarios que son inútiles subversivos, entendiendo, por supuesto, cuál es el juego político que se hace al calor de una masa de militantes de un partido. Pero me parece que hay que conservar al menos cierta dignidad a la hora de expresarse respecto de personas que desempeñan su mismo cargo, la gran mayoría de ellas, ciertamente, elegidas. Solo un 11 por ciento, que no es poco, son “designados” en este Congreso. 



Creo que con expresiones como esas se está caro para ser Senador. ¡Hasta para designado! 



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no pretendo contestar por el Senador Carlos Larraín. Pero creo que el ambiente de la Cámara Alta debiera tratar de alumbrar una discusión poco feliz respecto de varias opiniones.



Me parece que la frase con la que termina el Senador Lagos tampoco es de respeto para nuestra Corporación.



Cuando uno escucha declaraciones como las del Diputado Teillier, que dicen: “Maquiavelo Hinzpeter quiere muertos a toda costa para culpar a los estudiantes”, no sé si eso es propio de un parlamentario.



Aquí se hacen cargos contra un Senador, quien integra legítimamente esta Corporación de acuerdo a la Carta Fundamental, los que resultan muy descalificadores en las declaraciones vertidas acá también.



Y hay otras, como la del Senador Navarro, quien señala: “Oposición no debe tramitar ningún proyecto de ley del gobierno hasta que éste ingrese Ley de Educación pactada”. Bloqueo legislativo total.



Esto es francamente un lenguaje que no aporta.



Además de esas, leo otras al azar, como las del Diputado Aguiló, quien se refiere de manera específica al Senador Carlos Larraín, y que a mi juicio son graves no solo porque descalifican sino porque producen un verdadero asesinato de imagen. Y son riesgosas, pues hay muchas personas que parecieran gozar con esto. 



Daré lectura a una de ellas: “Lo que quiere el gobierno autoritario es que discutamos sobre J. Gajardo”. 



¿Este es un Gobierno autoritario? Yo entiendo que es una democracia. 



Hoy leía a un articulista de un medio de comunicación que sostenía que cuando la Izquierda se encontraba en el Gobierno la democracia era intocable. Y ahora que hay uno que no es de esa corriente política, se le saca el piso a como dé lugar. En estos momentos en el Parlamento no se puede debatir: el debate se hace en la calle. Y hay que desestabilizar a full al Gobierno de turno.



Creo que esto no ayuda en nada.



Termino con otra frase del Diputado Aguiló: “Criminal noruego de extrema derecha dice que tiene familia en Chile... En una de esas es Carlos Larraín”. 



¿Les parece bien eso?



Sinceramente, pienso que es preciso leer los medios de comunicación para saber interpretar las cosas.



Por supuesto tiene que existir un nivel de lenguaje entre nosotros. Sin embargo no veo una actitud de los señores Senadores para poder representar realmente lo que es nuestra Corporación. Y digo derechamente que uno a veces va más lejos de lo que debiera. Pero el ambiente de nuestra Cámara, el ambiente democrático tendría que significar también un respeto entre todos, y no que cuando un Senador contesta producto de las agresiones mencionadas -no son menores- se incendie la pradera al escuchar solo a uno de los lados.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, he sido aludido por los Senadores Quintana y Lagos. Por su intermedio, trataré de responder.



Desde luego, a raíz de lo que sostuve en esa reunión, ofrecí toda clase de desarrollos acerca del significado de mi expresión. Dejé muy en claro que me refería efectivamente a quienes salen a las calles a romper; que se enmascaran; que tiran bombas molotov; que golpean a la policía; que impiden la vida ciudadana, que, en definitiva, se han apropiado de las calles principales, no solo en Santiago, sino también en Valparaíso. Yo no he visto a Senador alguno en esos trajines, afortunadamente.



Ahora bien, en ningún caso mencioné a un Senador, porque, aunque son muy jóvenes y muy ágiles, no los veo tirando piedras en las esquinas. Me admira, sí, que alguno se sienta aludido. En ese evento es posible aplicar el dicho de que se ponga el sayo quien quiera ponérselo.



No puedo dejar de expresar que existe mucha evidencia -y hoy se amplió, por si hiciera falta- en cuanto a que hay personas de inclinación violenta que quieren efectivamente romper el orden, o el poco orden que queda ya en las calles. Y si no podemos comentar tal circunstancia y hacer alcances sobre ella, entonces significa que nos encontramos en una situación de capitis diminutio.



Eso sí, existe una hipersensibilidad en esta materia. Porque francamente era muy difícil que algún Senador, por pobre idea que posea de sí mismo -a veces puede ser justificada-, se sintiera aludido. En realidad no me pasó por la cabeza.



Sin embargo, yo he sido objeto de comentarios muy agudos, entre comillas. Como uno que citó especialmente aquí el Senador Prokurica, de un Diputado -la Cámara Baja también forma parte del Parlamento, Senador señor Lagos- que me acusa de ser pariente del asesino en serie noruego.



Supongo que la Mesa, donde se cultiva la protección corporativa, también pudo haber hecho algo al respecto, ¿o no?



Asimismo, debo señalar que a veces compruebo en esta Sala, con gran admiración, que quienes piden un trato muy sereno y ponderado asisten impertérritos a verdaderas diatribas que se intercambian. El miércoles pasado vi cómo un Senador acusó al señor Ministro de Hacienda de ser parte -no hizo la calificación legal- en la gestión financiera de una empresa que había quebrado con gran estrépito y con daños cuantiosísimos en el mercado chileno y en el extranjero. Y nadie dice nada sobre la propiedad del lenguaje. Nos remontamos al almirante Merino, en circunstancias de que contamos aquí con ejemplos bastante más directos. Porque lo de los auquénidos fue una tontera de marca mayor no más, pero por lo menos no estaba referido a una persona determinada...

El señor LAGOS.- ¡A todo el pueblo boliviano!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Y aquí se hacen cargos muy graves.



Por otra parte, don Guillermo Teillier, miembro del Parlamento también, me acusa de ser un “viejo fascista”. Yo viejo soy, pero fascista no he sido nunca. Al contrario, soy un antifascista convencido. Y una de las razones por las cuales soy anticomunista es porque el gran socio que tuvieron el fascismo y el nacionalsocialismo en Europa fue precisamente el comunismo: 1939-1941, pacto Von Ribbentrop-Molotov; y se siguió con la repartición de Polonia, y luego con la distribución del centro de Europa, etcétera.



Si produje alguna incomodidad en alguien que se identificó con quienes andan haciendo destrozos en la calle, pido excusas si es necesario. Pero nunca pensé en algún colega. No son los trámites en los que se ve a los Senadores habitualmente.



Eso sí, solicito a la Mesa, que ha sido tan activa en la defensa de personas innominadas, que se les solicite también a los Senadores de enfrente que no me digan que soy un brazo de la Dictadura, que encarno el odio, que soy machista...

El señor LAGOS.- Homofóbico.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Y don Ricardo Lagos me llama “designado” varias veces.

El señor LAGOS.- Ahí no cometo injusticia.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Yo no efectué esa designación. Responde a una norma de una Constitución en la cual el padre del Senador Lagos tuvo mucho que ver. Así que eso lo entiendo: es entretenido, pero no lo considero muy grave.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, solo confirmo, por su intermedio, que el Senador Carlos Larraín no tuvo la capacidad para señalar a quién se refería.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- ¿Sobre el proyecto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Sobre lo que Su Señoría estime...

El señor ROSSI.- Quería referirme a la iniciativa que se encuentra en el primer lugar de la tabla, porque me están esperando unas personas afuera...

El señor GIRARDI (Presidente).- Primero tenemos que...

El señor CANTERO.- Terminemos y empecemos a tratar la tabla.

El señor ROSSI.- Si quiere, señor Presidente, también puedo ejercer el derecho de vindicación. No tengo problema...

El señor GIRARDI (Presidente).- Si Su Señoría lo estima necesario...

El señor ROSSI.- Porque acabo de sostener un altercado con el Ministro de Salud. Pero para qué vamos a profundizar en eso.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GIRARDI (Presidente).- Para dar cuenta de los acuerdos de Comités, tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea juzgados de policía local en las comunas que indica, hasta el martes 16 de agosto, a las 13.



2.- Citar a sesión especial de la Corporación para el martes 16 de agosto, de 15:30 a 16 horas, con motivo de la celebración de un nuevo aniversario de la Convención sobre los Derechos del Niño en Chile.



3.- Someter nuevamente a votación el proyecto de acuerdo referido a las consultas indígenas en el marco del Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo, en la sesión ordinaria del próximo martes 16 de agosto.



4.- Colocar en la tabla de la sesión ordinaria de ese mismo día el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal.

V. ORDEN DEL DÍA

OTORGAMIENTO A MATRONAS DE FACULTAD PARA PRESCRIPCIÓN DE MÉTODOS ANTICONCEPTIVOS

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario con el objeto de facultar a las matronas para recetar anticonceptivos, con segundo informe de la Comisión de Salud.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7245-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 91ª, en 2 de marzo de 2011.


Informes de Comisión:


Salud: sesión 15ª, en 4 de mayo de 2011.


Salud (segundo): sesión 37ª, en 2 de agosto de 2011.


Discusión:

Sesiones 22ª, en 1 de junio de 2011 (se aprueba en general); 40ª, en 3 de agosto de 2011 (queda pendiente su discusión en particular).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa identificada precedentemente fue aprobada en general en sesión de 1 de junio de 2011 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Salud.



El órgano técnico deja constancia en el informe respectivo de que las letras b) y c) del artículo único no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones y mantienen el mismo texto que se aprobó en general. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se darán por aprobadas.



--Se aprueban.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Salud realizó una sola modificación al proyecto aprobado en general, la que consiste en agregar, dentro de los servicios profesionales de la matrona, actividades con la salud sexual y reproductiva.



Esta enmienda se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Salud (Honorables señores Gómez, Rossi y Uriarte), de manera que debe ser votada sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión.

El señor GIRARDI (Presidente).- En la discusión en particular, tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa es muy importante, aunque, a grandes rasgos, parece ser bastante sencillo, simple, casi obvio y evidente.



Felicito a los autores de la iniciativa. Dos de ellos se encuentran presentes en la Sala, los Diputados señores Víctor Torres y Matías Walker.



Lo ocurrido en la Cuarta Región y que motivó la presentación de la moción es, sin duda alguna, un hecho con pocos precedentes y que constituye un atropello a los derechos laborales de las matronas de Chile.



Aprovecho la oportunidad para saludar a la Presidenta del Colegio de Matronas, señora Ana Román, quien nos acompaña en las tribunas, y al resto de la directiva -que me imagino pronto llegará-. Ellas han contribuido en la Comisión a subsanar y reparar ese enorme agravio sufrido.



Todo el mundo sabe cuál ha sido la colaboración que las matronas han exhibido a lo largo de la historia del país, especialmente a partir de la década de los 60. Desde entonces, gracias a la planificación familiar impulsada por el Gobierno del Presidente Frei Montalva, se logró, entre otras cosas, reducir de manera significativa los índices de mortalidad por aborto y materna en general. Ello debido a las políticas de control de la fertilidad y de la natalidad.



A nadie se le habría ocurrido pensar que una matrona                  -profesional por excelencia a cargo de la planificación familiar y del control de la natalidad- no pudiese prescribir un anticonceptivo. Sin embargo, en pleno siglo XXI, el Seremi de Salud de la Cuarta Región puso en duda esa facultad, que es parte de las atribuciones obvias de una matrona.



Por eso estamos aquí hoy día: para reparar ese profundo error.



El proyecto tiene por objeto introducir una enmienda al Código Sanitario, a fin de que las matronas -valga la obviedad- puedan prescribir medicamentos relacionados con el control de la fertilidad y, evidentemente, desarrollar procedimientos en la esfera de sus facultades respecto a los derechos sexuales y reproductivos.



Así que, desde esa perspectiva, considero muy importante aprobar la iniciativa, que en la Cámara de Diputados contó con el apoyo       -según el listado de que dispongo- de parlamentarios de la Unión Demócrata Independiente (Eluchans, Sandoval, Vilches, Nogueira, Silva, Baltolu, Ulloa, Uriarte, Mónica Zalaquet, Ward, Salaberry y Macaya) y de Renovación Nacional (Cardemil, Rubilar, Morales, Godoy, Sauerbaum, Santana, Edwards y Sabat).



Quiero señalar que estuve bastante preocupado, porque algunos Senadores pretendían pedir votación separada para lograr que las matronas pudiesen prescribir anticonceptivos, pero no anticonceptivos de emergencia. Y considero que es casi un despropósito volver a reponer, en virtud de la tramitación de esta iniciativa, la discusión relativa a la “píldora del día después”.



Cabe recordar que, en 2008, el Tribunal Constitucional emitió un fallo respecto de dicha píldora, y no dijo que tuviese algún efecto abortivo, pero sí que el Estado no podía entregarla gratuitamente. Ello, a mi juicio, constituye una tremenda aberración, porque, entonces, solo puede comprarla la gente que tiene plata y no los pobres.



En realidad, ese fue un fallo curioso.



Por último, un punto a favor del Tribunal Constitucional es el hecho de que no señaló en su resolución que esa píldora tuviese algún efecto microabortivo o abortivo.



Recuerdo que el requerimiento a dicho Tribunal fue firmado por más de 30 parlamentarios del oficialismo. Y es interesante traer a la memoria también que allí se hablaba en contra del dispositivo intrauterino. Es decir, se esperaba que, a más de 2 millones de mujeres, el Estado -no sé quién sería, si el Presidente de la República o el Ministro de Salud- retirara ese dispositivo.



Comento lo anterior para que sepamos de qué estamos hablando.



Me acuerdo que, en ese tiempo, el casi Senador Kast -hoy día, Diputado y jefe de bancada-, andaba con un dispositivo intrauterino y en las conferencias de prensa lo mostraba y apuntaba con el dedo a las mujeres que lo usaban para controlar la natalidad, acusándolas de inmorales.



De ese tipo de situaciones estamos hablando.



Yo lamento que el Ministro de Salud me diga, hoy día, que le da lo mismo -¡me hizo, además, una seña en ese sentido!- participar en la discusión del aborto terapéutico que se lleva a cabo en la Comisión de Salud, porque no lo han invitado. Me dijo que cuando yo tenga una opinión formada va a asistir. Y agregó: “Me da lo mismo”.



Tengo que aclarar al Secretario de Estado que él debe tomar parte en el debate, pues necesitamos conocer la opinión del Ejecutivo acerca de esa materia. Por lo tanto, no puede decirme que le da lo mismo y hacer un gesto de ese tipo, como el que hizo hoy día en la Comisión de Medio Ambiente, cuando tratábamos el proyecto sobre los polimetales.



Además, ya tengo la opinión formada sobre el particular, porque incluso soy autor de una moción en ese sentido.



Me llama la atención la actitud de la autoridad, porque al frente tenemos un Gobierno que habla de un nuevo trato con la Oposición, de los puentes de entendimiento, del diálogo, de la democracia y todas estas cosas. Y, de pronto, uno recibe ese tratamiento que va un poco en la misma línea de lo que planteaban los Honorables señores Lagos y Quintana, referentes a las desafortunadas declaraciones del Senador señor Carlos Larraín y apoyadas con mucho entusiasmo por el Honorable señor Prokurica. Porque si alguien “mete la pata”, uno espera, por último, que le digan: “La embarraste”, pero no que lo feliciten y los ensalcen.



Pero, bueno, así son las cosas hoy por hoy.

El señor PROKURICA.- ¡Y usted avala las palabras de Teillier!

El señor ROSSI.- ¡Le encanta interrumpir a Su Señoría!



¡Estaba preocupado porque no lo había hecho!



¡Ahora me siento más tranquilo y puedo continuar en paz!

El señor PROKURICA.- ¡Es que la memoria es un poco frágil!

El señor ROSSI.- En verdad, señor Presidente, espero que aprobemos el proyecto de ley.



Felicito a los Senadores de las bancadas de enfrente que retiraron la solicitud de votación separada. Afortunadamente, han recapacitado y entienden que las mujeres tienen derecho a tomar sus propias decisiones sobre temas tan relevantes como la planificación familiar.



Dejo fuera a la Senadora señora Lily Pérez -para ser justos-, porque Su Señoría ha apoyado esas materias.



Por consiguiente, sugiero que aprobemos la iniciativa, a fin de reivindicar la tan importante labor que realizan nuestras amigas matronas, y que gracias a ellas, desde Arica hasta Magallanes, tenemos índices de mortalidad materna que envidiaría cualquier país desarrollado.



He dicho. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, me quiero referir a dos puntos.



En primer lugar, nuestro Gobierno, el del Presidente Sebastián Piñera, está rompiendo un paradigma con respecto al ámbito de la salud: el trato médico-paciente.



Deseo saludar y felicitar a los autores de esta moción. Dos de ellos -Diputados de la Oposición- nos acompañan esta tarde. Y les digo que el Gobierno, a través del Ministro de Salud, don Jaime Mañalich -presente asimismo hoy-, se ha hecho parte del proyecto y lo ha apoyado con entusiasmo. 



A su respecto, voy a comentar tres puntos.



En primer lugar, el rol de las personas asociadas a la impartición de salud es muy relevante. Recordemos que meses atrás aprobamos la iniciativa destinada a permitir que también las tecnólogas y los tecnólogos médicos de oftalmología realizaran pruebas de optometría; es decir, logramos que se involucrara en el área oftalmológica a otros profesionales del ámbito de la salud. 



Algo similar se está realizando mediante distintos proyectos. Por ejemplo, al comprometer a los químico farmacéuticos en los recetarios médicos, y en el caso del que ahora debatimos, al facultar a las matronas para cumplir un papel muy importante para nuestras mujeres.



Debo destacar que estamos ante una conquista de las mujeres, señor Presidente.



En efecto, desde la década de los 60 el mundo ha experimentado cambios, y uno de los más profundos tiene que ver tal vez con la irrupción de los métodos anticonceptivos y la planificación familiar, que transformaron positivamente la vida de innumerables mujeres que han podido salir al mercado laboral; que han podido realizarse como madres y, de manera simultánea,  como trabajadoras, profesionales y técnicas fuera del espacio de su hogar. 



Lo anterior envuelve una conquista significativa e irreversible: decidir el número de hijos y cuándo y cómo tenerlos. 



Entonces, el hecho de que hoy día el Senado esté legislando para que las matronas prescriban en forma directa, sin paso previo por un ginecólogo, el uso de anticonceptivos orales universalmente aceptados y que se venden en todas partes; de dispositivos intrauterinos, existentes en Chile desde hace más de 30 años, y de diferentes métodos artificiales y naturales que ayudan al control de la natalidad es para las mujeres un extraordinario avance, sobre todo en comunas rurales.



Señor Presidente, con el colega Ignacio Walker representamos aquí a la Quinta Región Cordillera, conformada por 26 comunas, muchas de ellas rurales, donde nuestras mujeres con frecuencia no tienen la posibilidad de consultar a un médico especialista y deben ser atendidas por matronas.



Yo, como mujer, quiero decirles con muchas ganas a los autores del proyecto -me da gusto, además, que sean hombres- algo que hemos conversado en múltiples oportunidades con el Ministro Mañalich -¡me encanta tener un Secretario de Salud que se preocupe de estos temas, los cultive y los empuje!-: estas son las cosas que hacen la diferencia. Porque es una cuestión de confianza: en quién confía una mujer ante algo tan preponderante como la decisión acerca de su vida y la planificación del número de hijos que desea tener.



Por las razones expuestas, creo que esta es una estupenda iniciativa, y la respaldo definitivamente. Además, pienso que relevará el rol de las matronas en Chile, donde muchas mujeres estudian la carrera pertinente -también hombres, pero en menor número-, lo cual es muy trascendente.



Por último, señor Presidente, debo manifestar que el Ministro Mañalich nos ha pedido -y en la reunión de Comités de hoy, que presidió Su Señoría, yo también lo solicité, en mi calidad de jefa de la bancada de Senadores de Renovación Nacional- imprimirle mayor celeridad a la tramitación de dos proyectos que se encuentran en la Comisión técnica: el que elimina a los jubilados el 7 por ciento de cotización para salud -de gran interés para todos ellos- y el que regula los derechos y deberes de los pacientes.



Por consiguiente, el Ministro Mañalich no se está rehusando a discutir tal o cual iniciativa; la idea es priorizar el estudio de las que mencioné. La Cámara de Diputados ya aprobó la primera, dos semanas atrás, y los jubilados esperan con ansiedad su despacho definitivo. 



Eso es lo que el Ministro de Salud quiere sacar adelante. Y nosotros lo estamos apoyando.



Por supuesto, después seguiremos con el análisis de los demás asuntos que se hallan en tabla en la Comisión de Salud, porque nos interesa discutir todas las materias, sin prejuicios ni tabúes.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Solicito autorización para abrir la votación.



--Así se acuerda.
El señor GIRARDI (Presidente).- En votación particular.



--(Durante la votación).
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, quiero referirme a lo último que señaló  la Senadora Lily Pérez, en orden a que en nuestro país es necesario generar un nuevo clima.



Obviamente, la generación de un nuevo clima pasa por bajar los decibeles. Porque palabras sacan palabras.



Hoy día, por ejemplo, en la Comisión Especial de Zonas Extremas hubo un encontrón entre el Presidente de la Comisión de Salud, Senador Fulvio Rossi, y el Ministro del ramo. El problema derivó de que hay dos proyectos con “suma” urgencia: el que elimina la cotización de 7 por ciento para salud a los jubilados y el relativo al otorgamiento y uso de licencias médicas. En ambos casos, la urgencia vence el 17 de agosto; sin embargo, se citó a sesión para el jueves 18.



Por tanto, pienso que debe haber buena voluntad. Y tenemos que poner cuanto esté de nuestra parte.



La Mesa del Senado ha mostrado buena voluntad a ese respecto. Y yo les pido a la Comisión de Salud y a su Presidente exhibir igual disposición, a los efectos de cumplir los plazos correspondientes. Porque si el Ejecutivo les coloca urgencia a los proyectos y finalmente estos no se ponen en tabla, se generan una situación compleja y un problema de conducción en su despacho.



Yo estoy convencido de que el Ministro de Salud no quiso faltarle el respeto al Senador Rossi. Entonces, en estos momentos de ofuscación, llamo a la calma, a bajar los decibeles, a ser capaces de reencontrarnos y de focalizarnos en analizar con ánimo constructivo proyectos de ley largamente esperados por la ciudadanía.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en atención a que las razones para votar a favor de esta iniciativa ya fueron expuestas por los demás colegas, solo deseo abordar tres o cuatro puntos.



Primero, el texto que nos ocupa da cuenta de algo que se mencionó en las distintas argumentaciones: en materia de salud, desde hace 30 a 40 años se ha venido ampliando a otros profesionales el trabajo médico, o la prevención, o la rehabilitación.



Eso ha sido ratificado por el Congreso Nacional en varias ocasiones, como se indicó aquí. La más reciente, cuando se trató el proyecto que autorizó a los tecnólogos médicos de oftalmología para diagnosticar algunas patologías; ahora, al momento de facultar a las matronas para recetar anticonceptivos; antes, en el instante en que se amplió la capacidad resolutiva de las enfermeras. 



El segundo punto que quiero tocar -hemos luchado bastante, pero sin obtener resultados- se refiere a la atención odontológica. Al respecto, deberíamos llegar pronto al establecimiento de una suerte de sistema de FONASA.



Categóricamente, estamos en falencia en ese punto. El problema odontológico es muy grave en el país, y la verdad es que la atención actual no da abasto.



Ahora, en la Comisión de Salud había un solo punto de discrepancia. Entiendo que los colegas que objetaban la letra c) del artículo único cambiaron -según me dice el señor Ministro- su opinión y aceptaron el reemplazo del inciso tercero del artículo 117 del Código Sanitario por el que se consigna en el informe, que es lo que les permite a las matronas proporcionar una atención integral.



Y el cuarto punto que me parece relevante poner de manifiesto se refiere a una cuestión global: la calidad de la atención médica y de la salud en Chile.



Hay ahí dos expresiones o puntos de vista que deberíamos cotejar: primero, soy consciente de la calidad de la atención de salud que prestan los profesionales chilenos (es bueno ponerlo de manifiesto, porque de repente se hacen aseveraciones inadecuadas); y segundo, la enseñanza de la medicina adolece de insuficiencias o carencias en el ámbito de la ética, a pesar de que muchas universidades -la mayoría- imparten clases sobre el particular.



Pero debemos cambiar. Y lo digo a propósito de lo planteado aquí respecto a las licencias médicas.



Definitivamente, tenemos una divergencia con el señor Ministro -lo hemos discutido; vamos a negociar o discutir de nuevo el punto el 18 de agosto, según las citaciones que me llegaron- en cuanto a cómo debemos modificar, mejorar, ampliar, profundizar, dar una mirada más holística en el caso de las licencias médicas. Porque no solo se trata de un problema derivado de profesionales que faltan a su deber o que derechamente cometen delito: también hay en el sistema de salud fallas estructurales que hemos de corregir.



Por eso, señor Presidente, los Senadores democratacristianos votaremos favorablemente en esta oportunidad.



Entiendo -lamento que no se halle en la Sala el Presidente de la Comisión de Salud- que vamos a discutir lo concerniente a las licencias médicas y al 7 por ciento para salud de los jubilados -al menos en la Comisión no se ha tomado un acuerdo distinto- sin ninguna contraparte.



Es decir, aquí no vamos a aprobar un proyecto mientras no se apruebe otro.



Estamos tratando una materia conflictiva: el aborto terapéutico. Pero eso va por su propia línea, y ya llegamos al acuerdo de no votarlo antes de 15 a 20 días.



Todo eso lleva en definitiva, mezclando las cosas que vengo señalando, a tres efectos fundamentales.



Primero, a ampliar la cobertura al máximo posible. Hoy tenemos una carencia. Y se ha planteado la falta de especialistas, que es otro matiz. 



El segundo efecto es la calidad. Nadie en Chile está contento con la insolvencia de algunas universidades y hospitales para preparar buenos médicos, matronas, etcétera.



Y, por último, sigo insistiendo en que debemos mejorar el nivel de inversión en salud. Todos los parámetros señalan que sobre el particular nos encontramos en déficit. 



Entonces, espero que al final del Gobierno del señor Piñera hayamos resuelto de la mejor manera posible las situaciones que hoy afectan al país.



Es sabido que quienes militamos en la Democracia Cristiana tenemos opciones distintas sobre la forma de organizar la salud. Pero, por ahora, lo primero es mejorar lo existente y lograr que el sistema público esté permanentemente afinado, financiado y en buen funcionamiento, para que el sistema privado sea sometido asimismo a las restricciones que hemos planteado en reiteradas ocasiones.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, me llama profundamente la atención que hoy día estemos discutiendo un proyecto destinado a facultar a las matronas para que receten anticonceptivos.



¿Y por qué digo que me llama profundamente la atención?



Lo explicaré.



La carrera de matrona tiene 178 años de existencia formal en Chile. En la década de los 60 las matronas recetaban anticonceptivos orales; aplicaban procedimientos no quirúrgicos de anticoncepción, como la instalación de dispositivos intrauterinos, y tenían un rol fundamental en materia de planificación familiar.



¿Qué ha ocurrido en estos últimos años? ¿Por qué se está dotando a esas profesionales de una facultad que siempre tuvieron, que jamás debieron perder o que nunca hubo de ser objeto de interpretación?



La historia, lamentablemente, tiene que decirnos que vivimos una época de conservadurismo en que se trató de relegar el papel que cumplía la matrona en nuestro sistema de salud.



Las matronas son profesionales universitarias vinculadas directamente con las mujeres de los sectores más pobres del país: las aconsejan, les entregan los anticonceptivos y les hacen más llevadero el hecho de ser madres.



Por eso voy a apoyar este proyecto, pero reiterando lo que dije anteriormente: acá estamos legislando porque hubo un período oscuro de nuestra historia institucional en que se trató de ignorar a profesionales importantes de Chile: las matronas.



Respaldaré esta iniciativa porque releva el rol de la matrona y coloca a esta profesional en la función que siempre ha cumplido en la historia sanitaria de nuestro país.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, estimados colegas, el proyecto de ley que estamos discutiendo busca modificar el Código Sanitario por la vía de facultar a las matronas para recetar anticonceptivos.



Mediante esta iniciativa estamos normalizando una situación existente en Chile desde hace 30 a 40 años.



Si leemos el Código Sanitario, veremos que dispone con claridad que las matronas son las funcionarias del sistema de salud que se hacen cargo de la planificación familiar y del control de la natalidad. Entonces, siempre han sido ellas quienes han prescrito los anticonceptivos orales, e incluso, otras formas de control de la natalidad.



Con este proyecto de ley estamos regularizando una situación suscitada por un oficio de una autoridad de la Cuarta Región -ella incluso fue criticada por el mismo Ejecutivo- que prohibió que las matronas recetaran dichos anticonceptivos.



Durante la discusión general, muchos Senadores oficialistas preguntaron si el proyecto contaba con el apoyo del Gobierno.



De acuerdo a la historia de la iniciativa -y aun a lo dicho por algunos colegas, incluida la Senadora Lily Pérez-, el Ministro de Salud la respaldó con bastante entusiasmo.



Ahora bien, los médicos asistieron a las Comisiones de Salud de ambas Cámaras, y en reiteradas ocasiones dijeron estar a favor del proyecto en cuestión. 



Se trata, en mi opinión, de una iniciativa de sentido común destinada a legalizar una situación que en los hechos se viene dando desde hace largo tiempo.



Si alguien, por su visión conservadora de la vida, de la sexualidad, estima que no se deben prescribir anticonceptivos orales y que solo el método sintotérmico u otro sistema natural de control de la natalidad es válido o legítimamente permitido, esa es una discusión distinta, que ya se verificó en el Tribunal Constitucional a propósito de la “píldora del día después”.



Pero hoy nos encontramos ante una materia diferente. No nos estamos refiriendo a dispositivos intrauterinos, anticonceptivos orales, “píldora del día después” y otros métodos: estamos hablando de que las matronas puedan cumplir la función que les atribuye el propio Código Sanitario, que no es otra que la de preocuparse del control de la natalidad y de la planificación familiar.



Conforme a lo que hemos debatido, creo que todos estamos de acuerdo en que no se halla en juego en el Senado el uso de anticonceptivos. Esa es una discusión que cerramos hace muchos años y que no motiva el proyecto que nos ocupa esta tarde.



Hoy, después de 20 a 30 años, se ha consolidado una concepción diferente de la del rol único del médico en materia de salud. 



En la actualidad hay muchas profesiones que tienen que ver con las realidades objetivas de los últimos 20 años y de las que, como Parlamento, debemos hacernos cargo (mi colega la Senadora Lily Pérez ha dado varios ejemplos en esta materia). Y una de ellas es el aumento de las funciones que pueden llevar adelante las matronas dentro de la estructura pública, e incluso, dentro de la privada.



En el fondo, la matrona se encuentra desempeñando hoy en estas materias un rol que antes debía cumplir exclusivamente el médico, lo que generaba una dificultad bastante significativa en el ámbito de los actores de salud debido a la evidente falta de profesionales médicos en nuestros hospitales y a la baja cantidad de médicos por habitante que afecta a este país.



Para qué hablar, señor Presidente -y Su Señoría lo sabe-, de la realidad existente en nuestras Regiones rurales, donde las matronas desempeñan un rol fundamental.



Las matronas chilenas exhiben, desde hace muchos años, una capacidad como la de pocas profesionales. De hecho, durante la discusión del proyecto sobre el posnatal, pudimos escuchar las interesantes opiniones del Colegio de la Orden en el sentido de hacernos ver, con su experiencia práctica, los graves problemas que presentaba -y sigue presentando- el texto enviado por el Ejecutivo. Por consiguiente, la confianza en el papel que ellas cumplen es absoluta y me parece que no se encuentra en discusión.



En consideración a lo anterior, deseo manifestar mi entusiasta apoyo a la iniciativa en debate, y, al mismo tiempo, felicitar a mis camaradas los Diputados señores Víctor Torres y Matías Walker, quienes se hallan en la Sala, por presentarla, ya que me parece un aporte sustantivo para avanzar en la planificación familiar y la prevención del embarazo adolescente y no deseado.



Gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Salud.

El señor MAÑALICH (Ministro de Salud).- Señor Presidente, quisiera ratificar lo expresado por varios señores Senadores en cuanto a que, como titular de la Cartera, avalo completamente el proyecto. Este me parece justo y, también, necesario.



Como Ministerio, hemos elaborado una normativa bastante eficaz para ampliar el quehacer de los profesionales de obstetricia y puericultura, como se llama hasta ahora la carrera, de manera tal de darles una amplitud mucho mayor que la actual en su campo de desarrollo. Me refiero a la Norma General Administrativa N° 21.



Sin embargo, deseo aclarar que se requiere la aprobación de la iniciativa en debate para que las matronas cuenten con la potestad legal de prescribir medicamentos anticonceptivos hormonales, lo que nosotros no pudimos regular en una fórmula administrativa al limitar el Código Sanitario ese aspecto hasta el día de hoy.



Como ya lo expuso la Senadora señora Lily Pérez, lo anterior se inscribe en un esfuerzo sostenido del Ministerio por dar a profesionales que no son médicos cirujanos atribuciones para ejercer acciones muy relevantes en el manejo de listas de espera con entera satisfacción de la ciudadanía, como es el caso de los optómetras u otros que estamos regulando por la vía más bien administrativa.



Por lo tanto, avalamos la idea, insisto, de aprobar el proyecto, de sancionarlo a la brevedad posible.



Y quisiera puntualizar, asimismo, que este abre una potencialidad nueva, por cuanto, como se ha señalado acá, las matronas han ejercido hasta ahora tareas de planificación familiar y prescripción de medicamentos anticonceptivos en el mundo privado. Sin embargo, a la luz del mismo Código Sanitario, tal potestad les está muy limitada -por no decir prohibida de hecho- en el ámbito de la salud privada. De manera que se hace un acto de justicia al darles también a los profesionales de obstetricia y ginecología la posibilidad de ejercer estas labores, no solo en el sector de la salud pública o los hospitales públicos, sino también en el del quehacer privado: en clínicas, hospitales, consultas o lo que se quiera indicar.



Gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quisiera partir por dirigir un saludo a la señora Anita Román, Presidenta Nacional del Colegio de Matronas, y extenderlo, por su intermedio, a quienes ejercen tan noble profesión.



Son 178 años de historia, y es algo difícil, quizás, encontrar un récord igual en cualquier país, por el nivel de formación, por la rigurosidad, pero, además, por algo muy importante. Aquí se ha planteado la injusticia de la restricción que se ha mencionado, y comparto plenamente, en ese sentido, las palabras que acaba de expresar el señor Ministro, así como las de apoyo provenientes de aquellos cuyas intervenciones han precedido a la mía.



Por cierto, felicito a los dos señores Diputados presentes que se incluyen entre los autores de la moción y les doy la bienvenida.



Sin embargo, más allá de coincidir con lo que se ha manifestado, deseo también destacar lo que quizás se dice menos. Ello, cuando se ve la videoconferencia “Taller Logística de Anticonceptivos”, de junio de 2010; cuando se advierte la importancia de que, en el ciento por ciento de los casos, la primera consulta de las mujeres pertenecientes a los tres niveles de menores ingresos es a una matrona o un matrón; cuando todas las consultas de urgencia en una maternidad pública o privada son atendidas antes que todo por una matrona o matrón, y solo si estos lo estiman necesario la paciente es derivada a un médico; cuando las consejerías de salud sexual son realizadas por matronas. Ello se refiere a toda la población entre los 15 y los 35 años.



Quería subrayar otro detalle más, señor Presidente, que me parece que la Sala no puede ignorar y que se relaciona con la Sexta Encuesta Nacional de Juventud, efectuada por el Instituto Nacional de la Juventud, sobre el porcentaje de adolescentes que usa protección en su primera relación sexual, según el nivel socioeconómico. ¿Y qué encontramos? En el nivel ABC 1, la cifra es de 76,1 por ciento, después de lo cual se puede descender al C 2; al C 3; al D, 43 por ciento, y al E -el peor-, 39,3 por ciento. Ello permite darse cuenta de la enorme desigualdad e injusticia entre nuestras adolescentes, quienes no solo carecen, a veces, de la orientación adecuada, del acceso adecuado.



Se dijo que no estábamos discutiendo sobre la pastilla del día después. Por suerte, ese asunto ya quedó zanjado. ¡Pero vaya que fue difícil lograr una reflexión con altura de miras! Me acuerdo perfectamente de que en esa época señalé el ejemplo de la diferencia que se observaba, en el embarazo adolescente, entre una joven de La Pintana y otra de Vitacura, en la medida en que esta última acudía, obviamente, a una consulta privada, obtenía una receta y estaba lista para poder conseguir, eventualmente, la pastilla de emergencia.



Lo que estamos haciendo hoy día, entonces, es devolverles a las matronas, en amplitud, algo que nunca debieron perder. Pero, junto con volver a felicitarlas por su trabajo, lo que quiero destacar es su relevancia en el rol, no solo de atención, sino también de consejería en los aspectos de salud y reproducción. ¡Cuántos embarazos no deseados podemos evitar, evidentemente, si ellas siguen cumpliendo tan importantísimo papel! ¡Cuántas adolescentes carecen de esa posibilidad de diálogo en sus familias, así como también de la información y los métodos adecuados! Gracias a la medida que nos ocupa vamos a facilitar la labor de estas profesionales, la cual, entre otras cosas, no solo es de orientación, de atención, de consejería, sino que también cumple, como es obvio, un objetivo muy importante. No queremos embarazos no deseados, que significan probablemente, además, un mayor riesgo de mortalidad.



Y esperamos seguir manteniendo, como país, el mismo orgullo que hasta ahora por exhibir una de las tasas quizás más bajas de muerte materna por parto, pero ojalá podamos disminuir aún más los factores de riesgo que acompañan claramente, muchas veces, a una adolescente.



Por lo tanto, señor Presidente, anuncio que con mucho gusto voy a votar a favor. Creo que toda la bancada del Partido Socialista lo hará.



Y reitero, una vez más, que celebro la iniciativa y felicito a los señores Diputados presentes. Me alegro de que hoy día podamos reparar algo que no debió acontecer.



Gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, también quiero manifestar mi reconocimiento a los Diputados señores Víctor Torres y Matías Walker por el proyecto de ley que presentaron y que ha surgido, coyunturalmente, ante la decisión absurda de una autoridad de la Región de Coquimbo de prohibir que las matronas recetaran anticonceptivos. En ese sentido, la reacción fue muy oportuna y, de paso, permite solucionar un asunto de fondo para todo el país.



A mi juicio, nadie cuestiona que los métodos de regulación de la fertilidad han logrado objetivos sanitarios importantes. Lo decía la Senadora señora Allende: la mortalidad materna es bajísima en Chile. Y, obviamente, la disminución de los embarazos no deseados, en especial de alto riesgo, ayuda a que la cantidad sea hoy reducida.



Por cierto, deseo rendir un homenaje al Presidente Eduardo Frei Montalva, quien partió con las políticas de planificación familiar de los anticonceptivos. En su momento fue criticado, probablemente, por algunos grupos de una religiosidad conservadora, y la verdad es que el tiempo le dio razón. Tenemos que brindarle un reconocimiento, porque fue visionario al proponer este tipo de medidas, las cuales, entre otras cosas, contribuyeron a reducir de manera sustantiva los abortos. Es preciso asignarle ese mérito.



Como lo decía el Senador señor Ruiz-Esquide, al faltar especialistas: ginecólogos, obstetras, es fundamental, obviamente, contar con personas preparadas, capacitadas, como las profesionales de la obstetricia y la ginecología, como las matronas, para recetar anticonceptivos.



Todos los que representamos zonas aisladas, rurales -soy Senador por la Región de Aysén, donde existen diez comunas, algunas de ellas muy apartadas, y localidades muy recónditas-, sabemos que dicha posibilidad aportará mucho a la planificación familiar y a evitar embarazos no deseados, con todo lo que ello lleva asociado.



Por eso, me pronunciaré a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (25 votos contra 1), y queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Gómez, Kuschel, Lagos, Letelier, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


Votó por la negativa el señor Larraín (don Carlos).
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Creo que este es un buen día para las matronas, pero, sobre todo, para la salud pública de nuestro país. Estamos muy contentos.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Aprovechamos para agradecer la presencia de la señora Presidenta del Colegio de Matronas, quien nos ha acompañado desde las tribunas.

NORMAS CONTRA VIOLENCIA ESCOLAR

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En seguida, corresponde ocuparse del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre violencia escolar, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7123-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Chadwick, Allamand, Cantero, Lagos y Walker, don Ignacio).


En primer trámite, sesión 41ª, en 10 de agosto de 2010.


En tercer trámite constitucional, sesión 18ª, en 17 de mayo de 2011.


Informes de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, sesión 53ª, en 15 de septiembre de 2010.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (segundo), sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (tercer trámite): sesión 37ª, en 2 de agosto de 2011.


Discusión:



Sesiones 55ª, en 28 de septiembre de 2010 (se aprueba en general); 79ª, en 22 de diciembre de 2010 (se aprueba en particular).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Sala debe abocarse a la discusión de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados a la iniciativa legal en examen, la cual se originó en moción de los Honorables señores Cantero, Lagos y Walker (don Ignacio) y de los entonces Senadores señores Allamand y Chadwick.



Dichas modificaciones, incorporadas en el segundo trámite constitucional, fueron aprobadas por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado, tal como se consigna en el informe que Sus Señorías tienen en sus escritorios, conforme a una decisión adoptada por la unanimidad de sus miembros presentes: Honorables señores Cantero, Larraín (don Hernán), Quintana y Walker (don Ignacio).



Cabe consignar que todas las enmiendas requieren para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión las modificaciones.



Tiene la palabra al Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, el proyecto en análisis obedece a una antiquísima necesidad, ante lo que se ha ido observando en educación, y tiende a evitar el maltrato y la forma grosera en que, de repente, un alumno es atacado por superiores, incluso por profesores o administrativos, o por niños con mayor fuerza, lo que ha obligado, en algunos casos, hasta al retiro en determinados colegios.



Entiendo que en este debate nos pronunciaremos en general y en particular, y solo deseo formular algunas observaciones sobre la materia.



La primera de ellas apunta a preguntarse, independientemente de que la situación se registre en los colegios, por qué tiene lugar de tal modo y por qué han aumentado tanto la dureza entre los escolares y la forma brutal en que las personas mayores se relacionan en ciertas oportunidades.



Mi sensación -y lo he dicho muchas veces- es que hoy día impera en toda la sociedad una violencia que ha surgido más fuertemente dentro de lo que representa el modelo capitalista, el cual ordena que la regla de oro, en definitiva, es la competitividad. Y esta última se exagera en determinados momentos, al punto de que se transmite con una fuerza increíble, obviamente, a través de los medios de comunicación. Está probado que, en Chile, cualquier niño, hasta los 13 años, ha visto alrededor de 10 mil a 12 mil actos de violencia en programas de televisión.



Ello obliga a pensar en el efecto que se provoca. En España se llegó a algo que parece bastante curioso, dadas las condiciones de plenísima libertad en la televisión que ese país ha exhibido en los últimos años. Se concluyó que era necesario aplicar lo que se llamó, en su tiempo, “autocensura” o una suerte de precaución frente a la programación chatarra.



¿Qué significó lo anterior? Que los canales, el Colegio de Periodistas y las instituciones gubernamentales, tanto nacionales como regionales o provinciales, celebraron un pacto en orden a evitar al máximo la violencia, ya que es una de las consecuencias más graves en la medida en que los niños, al menos hasta los 13 o 14 años, por mucho que cuenten con un discernimiento adecuado, carecen de una noción exacta -y ello se ha probado en estudios bastante exhaustivos- acerca de cuál es la verdad entre lo que ven y la realidad objetiva, o la concordancia de ambas cosas. Y eso ha llevado a que exista una especie de violencia inducida.



Es algo que también se aprecia en la situación que se presenta en nuestra sociedad. Y lo estamos viendo en estos días de una manera bastante clara. La violencia es parte de la comunidad internacional, y en Chile no escapamos al fenómeno.



La cuestión se traduce, entonces, en que es necesario formar de un modo distinto a los jóvenes, quienes pueden llegar, con una orientación adecuada, a una suerte de precaución, de prevención del maltrato.



Hace muchos años -entre 1993 y 2000- presentamos, junto con otros Senadores, un proyecto sobre maltrato infantil. Y una de las cosas que logramos fue que se contemplaran todas las situaciones conocidas en ese momento acerca de la manera de evaluar o estudiar tal conducta.



Sin embargo, no conseguimos que se dispusieran clases sobre derechos humanos, que se determinara una formación sobre el respeto por la gente en los estudiantes y los colegios.



Entiendo que todavía anda circulando otra iniciativa que también ayuda en la materia.



Pero, para acortar el debate, basta señalar que, al parecer, todos votaremos a favor de las enmiendas propuestas. 



La iniciativa constituye un avance importante, porque lo que no se hace de niño... 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Termino en seguida, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene un minuto adicional.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Gracias.



Como digo, lo que no se hace de niño guarda relación con lo que sucede en el período posnatal. La esencia del proyecto sobre tal materia es dar a los menores durante su primer semestre de vida -y ojalá más tiempo, hasta dos o tres años, en otros aspectos- la suficiente capacidad para variar su forma de vida y su correlación endocrinológica, lo que puede cambiar las conductas de los niños.



Por eso, vamos a votar favorablemente.



En todo caso, señor Presidente, si no se hacen sonar los timbres desde ya, no alcanzaremos el quórum requerido.

El señor WALKER (don Patricio).- ¡Que se abra la votación!

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Así es!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¡Sí, abrámosla!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Dado que hay dos Comisiones sesionando en paralelo con la Sala, tenemos dos opciones: suspender la votación hasta más tarde -habría que fijar una hora para votar y pasar al próximo proyecto- o abrirla.

El señor WALKER (don Ignacio).- Votemos ahora.

El señor LARRAÍN.- Y que se avise a las Comisiones.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Entonces, abriremos la votación y se pedirá a los miembros de las Comisiones que vengan a emitir su pronunciamiento.



En votación las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.



--(Durante la votación).
El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo hacer una consulta a la Secretaría.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESPINA.- ¿Existe un texto comparado de esta iniciativa? Porque lo que tengo en mi escritorio es solo el informe del proyecto, en tercer trámite constitucional, sobre violencia escolar.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Vamos a formular la consulta.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Secretaría solo tiene el informe.

El señor ESPINA.- En ese caso, para una mejor comprensión de los proyectos, sería de mucha utilidad hacia el futuro contar con un texto comparado donde apareciera la legislación vigente, el proyecto despachado por el Senado y las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados. 



Esa es la manera más fácil de darse cuenta de los cambios experimentados por la iniciativa.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Mesa comparte plenamente su juicio, señor Senador. Por eso estamos solicitando una explicación al Secretario de la Comisión de Educación.



Me acaban de precisar la información: el comparado existe y se encuentra en el sistema electrónico. Ello obedece a una de las medidas que se han tomado para “salvar los árboles”; es decir, para consumir menos papel.



De ser necesario, se puede imprimir. Pero está disponible en el sistema computacional.



Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker, para fundar su voto.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, solo quiero reiterar la importancia del proyecto que nos ocupa. 



Soy coautor de la moción respectiva, la que debe mucho a la labor desarrollada en esta Corporación por el ex Senador señor Allamand. 



La tramitación de la iniciativa ha tenido una trayectoria, a mi parecer, bastante virtuosa. Empezamos con una mentalidad, como suele ocurrir en estos casos, sancionatoria (cómo castigar el bullying, el matonaje, el hostigamiento, de ocurrencia diaria en los 11 mil establecimientos educacionales -o en la mayoría de ellos- y que afectan especialmente a los niños), y pasamos a una lógica que, aunque tiene algo de punitivo, aspira a instaurar una nueva cultura al interior de los colegios del país.



Hay mucha conciencia de nuestra cultura y, en materia educacional, de los derechos, pero poca conciencia de los deberes y las obligaciones.



Este proyecto de ley plantea un conjunto de deberes y obligaciones -además de los derechos garantizados a nivel constitucional y legal- a los distintos estamentos que componen la comunidad escolar: a los directores, a los órganos directivos, a los profesores, a los padres y apoderados, y en especial, a los alumnos y las alumnas, quienes suelen ser sujetos tanto activos como pasivos de una ignominia que sufren a diario -en forma anónima, por lo general- miles de niños y niñas en Chile.



Entonces, el primer aporte de la iniciativa es llamar la atención sobre la necesidad de reforzar los deberes y las obligaciones, junto con los derechos, al interior de los 11 mil establecimientos educativos.



En segundo lugar, se dispone que cada uno de ellos cuente con un reglamento que vele por la convivencia escolar y que contenga los derechos y, sobre todo, los deberes y las obligaciones de los distintos actores. Además, se requieren protocolos de actuación: ¿Qué hacer cuando alguien tiene información acerca de un caso de hostigamiento, de matonaje, de bullying? ¿Cuáles derechos y deberes operan en tal situación? ¿Ante quién se debe reportar el hecho?



Esos son algunos de los aspectos que el proyecto propone incluir en los reglamentos.



Y en tercer término, aunque no es lo medular, también se consideran sanciones -especialmente, multas-, para cuando los derechos y las obligaciones consagradas en esta futura ley sean infringidos al interior de un establecimiento educacional.



Por lo tanto, por primera vez en la historia de Chile se legisla en esta materia, más que para sancionar -reitero: la propuesta es un texto bastante preventivo y disuasivo-, para formar una nueva cultura que rija la convivencia escolar en los colegios.



Por ello, celebro que la iniciativa se haya aprobado en el primer trámite constitucional en el Senado.



Insisto: este proyecto se inició en una moción. No todos los días aprobamos propuestas legislativas con este origen.



Creo que la Cámara de Diputados, que actuó en este caso como Cámara revisora, hizo aportes muy significativos en el segundo trámite constitucional, especialmente en la dirección, más que de sancionar, de prevenir, introduciendo incentivos que apunten a desarrollar buenas prácticas en los establecimientos educacionales.



En este tercer trámite, estamos concluyendo el debate de una iniciativa muy esperada por la comunidad escolar. 



A diario vemos reportajes, sobre todo en televisión, acerca de cómo se pasa a llevar la integridad sicológica de los niños; cómo se les inhibe y humilla a través de diversas formas de matonaje, hostigamiento o bullying al interior de los recintos educacionales.



Por lo tanto, llamo a la Corporación a aprobar el proyecto para que se convierta en ley, normativa que será muy bienvenida por la sociedad, en general, y no solo por la comunidad educativa, y que apunta a sentar las bases y a incentivar el surgimiento de una nueva cultura de sana convivencia escolar tendiente a evitar -erradicar, en lo posible- la violencia escolar.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo formularles una consulta a los autores de la moción. Entiendo que el único presente en la Sala es el Senador señor Ignacio Walker.



La Cámara de Diputados eliminó varias disposiciones aprobadas por el Senado. Quiero que alguien me explique el fundamento de ello, porque no queda claro en el informe.



Si revisamos el comparado, veremos que la Cámara Baja -salvo que esté leyendo muy mal el texto- rechazó íntegramente los números 1, 2 y 3. Es decir, quedaron fuera las seis primeras páginas de dicho documento.



Y el primer precepto que se modifica es el número 4, letra a): se propone intercalar, en el inciso segundo del artículo 15 de la ley, a continuación de la expresión “proyecto educativo”, la oración “promover la buena convivencia escolar y prevenir toda forma de violencia física o psicológica, agresiones u hostigamientos, conforme a lo establecido en el párrafo tercero de este título".



Aprovecho, señor Presidente, de hacer una sugerencia respecto de la elaboración de los comparados.



Pienso que nuestros informes son muy difíciles de entender. De verdad. He tratado, durante todos estos años, sin ningún éxito, de que los comparados en tercer trámite contengan una columna donde aparezca el texto final propuesto.



A cualquier persona que lea la tercera columna del comparado del presente proyecto (“Modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados”) le costará comprender cómo quedará el articulado en definitiva. Y muchos de estos textos llegan a manos de la prensa, de terceras personas, de estudiantes interesados, en fin. 



¡Resulta muy difícil entender las leyes!



Por lo tanto, señor Presidente, como tema aparte, sugiero que en los comparados se agregue una columna que contenga el texto final, incluidas las enmiendas propuestas por la Cámara Baja. Así, cualquier persona (joven, profesor) que analice la iniciativa podrá entender lo que se plantea. Si no, le resultará muy difícil comprenderlo.



Sin perjuicio de ello, solicito que alguien me clarifique las razones que tuvo la Cámara de Diputados para modificar sustancialmente lo aprobado por el Senado y agregar el párrafo 3° “Convivencia Escolar”. 



De los autores del proyecto, al único que veo en la Sala es al Senador señor Ignacio Walker. No sé si él, o la Secretaría en subsidio, pudiera explicar el punto.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana, Presidente de la Comisión de Educación.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, por supuesto, voy a respaldar el proyecto, que la Comisión de Educación estudió en profundidad.



Son varios los autores de la moción pertinente: Senadores señores Ignacio Walker y Cantero, y el ex Senador señor Allamand, entre otros.



La iniciativa efectivamente experimentó muchas modificaciones, y no solo en la Cámara de Diputados, sino también en el Senado.



El texto original estaba planteado más bien en términos punitivos, lo que es importante por cuanto hay que ver cómo limitar los comportamientos de maltratos producidos entre pares. Y recalco: es entre pares; no se trata de cualquier tipo de violencia, de abuso sistemático, reiterado, psicológico.



En un primer momento -insisto-, sobre la base de la premisa de que había que ponerle atajo a esto de una vez por todas, se pensó en medidas más bien persecutorias. 



Sin embargo, como estamos hablando de escolares, el carácter preventivo que se le fue dando a la iniciativa mejoró su texto.



Ahora ingresa a la Sala uno de los autores de la moción, el Senador señor Cantero, quien podrá responder con mayor propiedad las preguntas del Honorable señor Espina.



Señor Presidente, simplemente quiero señalar que el proyecto, tal como quedó redactado, permitirá cautelar el bien protegido que nos interesa: la integridad física y psicológica de los estudiantes.



Además, pienso que es muy importante haber mantenido intactas en la discusión las cuatro áreas a las que se les pueden asignar recursos. Me refiero a las que contempla la iniciativa sobre subvención escolar preferencial, que la Comisión de Educación despachó hace tan solo seis días. 



El Gobierno quería modificar precisamente la concerniente a la convivencia escolar y quedarse solo con una de las áreas. Naturalmente todos los municipios, los sostenedores educacionales iban a optar, entre las cuatro categorías, por aquella que les garantizara mayor flexibilidad presupuestaria, que es la de gestión de recursos, pues esta les permitiría contratar profesores, en fin.



Pues bien, junto con el Senador señor Ignacio Walker, insistimos mucho en la necesidad de mantener firme el área de convivencia escolar, lo cual posibilita que el proyecto tenga una expresión en términos de recursos; es decir, habrá fondos para que el Consejo Escolar en cada recinto educacional no sea letra muerta. Me refiero al órgano que estará integrado, entre otros, por el director del establecimiento, por un profesor designado entre sus pares, por el presidente del centro de padres y apoderados y por el presidente del centro de alumnos.



Señor Presidente, la iniciativa que nos ocupa apunta en la dirección de frenar la agresión escolar, conocida como “bullying”. 



Encuestas recientes de la Organización Mundial de la Salud sitúan a Chile entre los países donde más está creciendo tal fenómeno. Se habla de que el bullying, especialmente hacia los más chicos, bordea el 40 por ciento. Esta cifra es muy alta para una nación como la nuestra.



Esta materia forma parte también de los asuntos que la sociedad chilena está debatiendo como uno de los graves problemas que tenemos en educación. Es probable que la convivencia escolar sea un asunto no medible, distinto de lo que sucede con las asignaturas y las calificaciones, pero igual es relevante para la promoción de valores y para lo que recibe finalmente el estudiante en su proceso formativo.



En consecuencia, que el menor lleve adelante su proceso educacional sin la amenaza de tener en forma permanente un compañero que lo hostigue, golpee o dañe psicológicamente constituye un bien jurídico importante y una garantía que debe otorgar nuestro sistema escolar.



En tal sentido, señor Presidente, el proyecto es tremendamente necesario. 



Por eso, con todo gusto, voto a favor las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, también deseo manifestar mi aprobación a la iniciativa y felicitar a los autores de la moción, todos miembros de la Comisión de Educación en su momento. 



Además, el proyecto contó con el apoyo del Ministerio de Educación.



Me tocó participar en algunas reuniones donde se discutió el asunto, por lo que puedo decir que se ha hecho un trabajo bastante serio.



El bullying -desgraciadamente, no hemos castellanizado la palabra- es una especie de maltrato particular.

El señor WALKER (don Ignacio).- De matonaje.

El señor LARRAÍN.- Exactamente, constituye una suerte de matonaje, que revela conductas de agresión física o psicológica que se repiten en el tiempo y que, como tales, son un atentado al sentido de la dimensión formativa que tienen los establecimientos educacionales por definición.



Y, por lo tanto, no podemos como sociedad permanecer indiferentes a una situación que se ha ido intensificando y multiplicando.



Al final, no nos es factible dejar de pensar que la convivencia escolar es en sí misma una forma de aprendizaje progresivo y permanente.



En el caso particular que nos ocupa, debemos entender que el bullying constituye una forma de discriminación. Es un grupo el que discrimina en contra de otros por distintas razones: por su aspecto físico, por sus habilidades intelectuales, etcétera, que lamentablemente terminan por implicar una cadena de complicidad, de silencio de los partícipes, sobre hechos que afectan a otros alumnos. Y a veces, incluso, ante la mirada de un profesor que los tolera o no es capaz de tomar medidas al respecto.



Por cierto, al no hacer nada y al callar, se convierten en cómplices.



Debemos asumir esta situación y sancionarla por un camino efectivo.



El proyecto en análisis permite al Ministerio de Educación intervenir y multar a los colegios que no tomen en serio el bullying, pero también deja a estos la capacidad de reglamentar y sancionar de distintas maneras tales conductas.



Resulta interesante constatar que efectivamente el bullying ya no es, por desgracia, un fenómeno episódico, sino que se ha convertido en una conducta mucho más extendida de lo que uno pudiera imaginar.



De acuerdo a una encuesta hecha por el Ministerio de Educación en 2010 -la primera que se aplica para conocer cifras reales de este fenómeno- el 86 por ciento de los alumnos encuestados declararon haber presenciado frecuentemente insultos y burlas; el 71 por ciento ha visto peleas; el 69 por ciento dice que se cometen robos o hurtos en la sala de clases; el 60 por ciento señaló que sus compañeros rompen o dañan infraestructura del colegio en que estudian; el 50 por ciento reconoció haber recibido amenazas y hostigamiento.



Es decir, no hablamos de situaciones menores, sino de hechos bastante más extendidos y generalizados.



Por ese mismo motivo, considero muy necesario y urgente asumir esta realidad y buscar caminos que permitan abordarla. Es parte del proceso educativo.



Ello no se ha hecho, y por eso esta iniciativa y el apoyo que ha recibido del Gobierno nos llevan a pensar que se está trabajando como corresponde: parlamentarios que se hacen responsables de esta situación y una autoridad que apoya y da más fundamentos a un proyecto que estoy seguro contribuirá a reducir este fenómeno que, desgraciadamente, se ha instalado entre los estudiantes chilenos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, es muy grato ver cómo una iniciativa de esta naturaleza llega al término de su tramitación.



Quiero recordar que los principales impulsores de ella fueron dos parlamentarios que hoy se desempeñan como Ministros: los entonces Senadores señores Chadwick y Allamand. Ellos fueron los primeros que levantaron una iniciativa concreta y que buscaron respaldo en esta línea.



Vaya para estos, entonces, el reconocimiento. Porque el proyecto en debate -como digo, llega ya a su fase final de tramitación- constituye un valioso aporte, pues permite entender el enfoque de la violencia escolar dentro de la comunidad educativa; establece responsabilidades; incorpora definiciones que me parecen oportunas y positivas, toda vez que, como se señaló, hay un ambiente de violencia escolar exacerbado, que por lo demás parece ser un fenómeno creciente y al cual de una vez por todas debemos regular y ponerle coto.



Lo que busca esta normativa es que toda acción violenta física o psicológica, agresión u hostigamiento que involucre a un miembro de la comunidad educativa sea sancionado. También establece que revestirá particular gravedad cuando aquella sea realizada por personas que cumplan algún rol de autoridad dentro del establecimiento. Asimismo, dispone que se sancionará al colegio que no tome debida nota ni adopte las medidas pertinentes y correctivas. También se crea un Comité de Buena Convivencia Escolar, el cual debe estar inserto dentro del marco del proyecto educativo y que tiene por objeto promover la buena convivencia escolar y prevenir toda forma de violencia física o psicológica, agresión u hostigamiento.



Me parece que las definiciones sobre convivencia escolar contenidas en el artículo 16 son muy pertinentes; colaboran mucho al entendimiento y la comprensión.



Seguramente, en el ejercicio de estas normas iremos observando alguna necesidad de corrección. Y eso será siempre útil.



Entonces, señor Presidente, quiero expresar mi alegría por observar que en un plazo bastante breve esta iniciativa va a terminar su tramitación.



Con todo -lo deseo manifestar-, como desafío hacia delante hay una cuestión que no está siendo considerada con la atención requerida: la violencia que observamos en los programas de televisión fundamentalmente. Son por lo menos tres las horas en que las pantallas interactúan con nuestros niños.



En esa línea, me parece que tendremos que hacer esfuerzos para volver a cautelar el tiempo que los menores pasan frente a la televisión en el horario familiar, en particular el espacio infantil.



Desde esa perspectiva, quizás el desafío mayor tiene que ver -y esto es simplemente prospectivo, porque no se halla contenido en el proyecto de ley en discusión, pero pienso que constituye una cuestión interesante de considerar- con lo que especialistas en estas materias califican como “el manejo de emociones en el ámbito escolar”.



Nuestros niños no son educados respecto a cómo manejar las emociones.



Hemos visto precisamente en estos días incluso a toda la estructura educacional actuando en la calle. Y observamos violencia. Por cierto, acción y reacción, pues aquí tampoco se trata de caricaturizar a ningún sector.



Lo concreto es que hemos observado el enfoque dual: el esfuerzo claramente intencionado de determinados miembros de la comunidad educativa por mantener un espacio de expresión ciudadana en paz, en armonía, con simpatía, con empatía respecto de las ideas que buscan defender; y el accionar de otros, que pueden ser minoritarios, pero causan un efecto tremendamente violento en la comunidad nacional, que expresan sus sentimientos con una virulencia y violencia inusitadas.



Lo que resulta más paradójico es que estos últimos son los que claman al cielo por sus derechos; pero no están dispuestos a respetar los de los demás.



Esa cuestión me parece muy interesante.



Especialistas del ámbito educativo y también del área de salud mental del Ministerio de Salud nos recomendaban considerar hacia el futuro el introducir en el ámbito de la sala de clases lo que se ha denominado como “una instrucción para el manejo de las emociones”, que permita mejorar la interacción social entre los miembros de la comunidad educativa.



Voto a favor, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra para fundamentar el voto el Senador señor Orpis

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en mi opinión, este proyecto es tremendamente oportuno. Y al aprobarlo, quiero plantear una reflexión: estamos abordando lo relativo a la violencia a nivel escolar. Pero esto es la expresión de algo mucho más profundo.



La pregunta que uno debería hacerse es: ¿La violencia se está generando solo a nivel escolar?



Yo creo que no.



Me explico: cuando uno ve a través de distintas imágenes a niños resolver los conflictos por la vía de la violencia, debe comprender que ello ocurre porque al final estamos viviendo en una sociedad profundamente violenta, que ha llegado incluso al nivel escolar. 



Yo, simplemente, quiero llamar la atención sobre el particular. 



Hoy día, si uno observa lo que ocurre en ciertos barrios a lo largo del país, se da cuenta de que los problemas allí se resuelven y se imponen territorios a través de la violencia. El código es la amenaza, el chantaje. 



Esa es la conducta normal que se expresa en las relaciones personales. Y cuando la violencia pasa a ser el método habitual para solucionar las diferencias de la vida en comunidad, tiene distintas expresiones en los diversos ámbitos, siendo uno de ellos el escolar. 



A mi juicio, el asunto va mucho más allá de la esfera educacional, porque se ha instalado en amplios sectores de la comunidad, que definitivamente han decido desarrollar su vida en común utilizando la violencia. Y lo que vemos en el nivel escolar no es nada más que el efecto de ello. Ahora, si esa violencia se expresa en tal plano, es porque normalmente también la hay en la casa, en la familia, en el barrio. 



Por lo tanto, esta reflexión deberíamos extenderla mucho más allá de abordar el bullying en este proyecto. Resulta evidente la importancia de analizar tal problema a nivel escolar, porque allí es precisamente donde se forman las personas. Y, en consecuencia, al colocarlo en el terreno legislativo, se le está dando una prioridad significativa. 



Sin embargo, se deben abrir los ojos, porque la violencia trasciende el ámbito estudiantil, como expresión de algo mucho más profundo que se está viviendo en la comunidad y en la sociedad toda. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín. 

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, quiero fundamentar mi voto favorable a las enmiendas introducidas al proyecto con algunas reflexiones, que se añaden a las ya realizadas. 



Lo de la violencia escolar, efectivamente, viene a ser como un espejo de ciertos patrones culturales que se están desarrollando en la vida social. 



Yo durante muchos años hice clases, alrededor de 18 o 19 años. Y la verdad es que el ambiente en las escuelas, cuando decidí no continuar, se veía muy deteriorado comparado con el de hace 16 o 18 años, cuando empecé a notar un cambio en el modelo de conducta que había hasta ese momento. 



Por eso, a mi juicio, el énfasis debe estar hoy día puesto en lo que ocurre en la sala de clases. 



No cabe duda de que el rol de la escuela contemporánea se ha visto acrecentado por la ocurrencia -así lo hemos presenciado- de un fenómeno muy doloroso: la virtual desaparición de la estructura familiar. Entonces, en la medida en que ella disminuía, o -mejor dicho- se filtraba, el papel de la escuela se agrandaba. 



En consecuencia, todo lo que pueda conducir a una mejor convivencia en los establecimientos educacionales se debe tratar de apuntalar. 



Por eso también duele que, a veces, el propio gremio de los profesores no entienda que debe sustentar y acentuar el valor de la ley. La conducta individual, por supuesto, puede asociarse al recto uso de la razón, pudiendo esta ir sola, acompañada de la religión o combinada con otros factores como familia-escuela-profesor. Pero el rol del educador es determinante. 



De ahí, entonces, que los profesores deben respetar y proteger la legislación vigente, lo que resulta muy importante. 



Hemos visto estos días algunos episodios que nos hacen dudar acerca de la convicción del propio profesorado acerca de lo necesario que es contar con un marco legal dentro del cual desarrollar su tarea. 



Solo me resta agregar que votaré a favor de las enmiendas, con mucho gusto. Y confío en que ellas conduzcan a un mejor desarrollo de la labor de los profesores en el aula. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones de la Cámara de Diputados (31 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido, y el proyecto queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 
NULIDAD DE DESPIDOS PARA RECONTRATACIÓN DE TRABAJADORES POR UNA REMUNERACIÓN INFERIOR

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Escalona y Muñoz Aburto, en primer trámite constitucional, sobre nulidad de despidos realizados para recontratar a trabajadores por una remuneración inferior, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (7633-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Escalona y Muñoz Aburto):


En primer trámite, sesión 16ª, en 10 de mayo de 2011.


Informe de Comisión:


Trabajo y Previsión Social: sesión 37ª, en 2 de agosto de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es establecer la nulidad del despido de un trabajador cuando se realice con el fin de contratarlo nuevamente, ya sea en forma inmediata o en un período próximo, con una remuneración inferior a la pactada anteriormente.



La Comisión discutió el proyecto solo en general y le dio aprobación a la idea de legislar con los votos a favor de los Senadores señora Rincón y señores Bianchi y Muñoz Aburto y el voto en contra del Honorable señor Kuschel.



El texto del proyecto que se propone aprobar en general se transcribe en el informe de la Comisión. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general. 



Tiene la palabra el Senador señor Escalona. 

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, presentamos esta iniciativa motivados por la situación que afectaba a los trabajadores de la industria del salmón en la Región de Los Lagos, particularmente en la provincia de Llanquihue, comuna de Puerto Montt, pero también en la provincia de Chiloé, en las comunas de Ancud, Castro y Quellón, en las cuales se ha estado utilizando el mecanismo de despido de trabajadores para luego recontratarlos en condiciones inferiores a las originales. 



Se trata de una situación grave. 



En el caso de la comuna de Puerto Montt, en el mes de marzo, una empresa del salmón despidió a 400 personas e inmediatamente después, a través de avisos difundidos de manera amplia, procedió a la recontratación de un número similar de trabajadores en condiciones claramente desventajosas y muy lejanas a las originales, es decir, a las que tenían al momento del despido. 



En consecuencia, resulta evidente la presencia de una práctica antilaboral, profundamente antipopular, que afecta de manera severa a los asalariados, en este caso del sector de la salmonicultura. 



Debo hacer presente que en el curso del 2009 el Senado procedió a estudiar, debatir y aprobar el proyecto de ley que permitió renegociar las deudas de las empresas salmoneras -compromisos de elevado volumen contraídos con la banca-, generadas a partir de la epidemia del virus ISA, que significó el quiebre de la capacidad productiva de un número muy importante de aquellas; el despido de cerca de 30 mil trabajadores, y un impacto laboral que afectó a cerca de 50 o 60 mil personas, provocando en la Región de Los Lagos una situación social y económica sumamente compleja, precaria  y angustiosa para decenas de miles de familias. 



Entonces, la Administración de la Presidenta Bachelet solicitó a los parlamentarios en ese momento de Gobierno que respaldáramos dicha iniciativa vinculada a la salmonicultura, con el argumento principal de que era indispensable introducir modificaciones legales que permitiesen renegociar los endeudamientos de la industria, lo cual les permitiría seguir adelante y evitar el colapso completo, con pérdida de otras decenas de miles de puestos de trabajo. 



En consecuencia, a pesar de públicas discrepancias entre los parlamentarios de la Concertación en el Senado, nos empeñamos en sacar adelante ese proyecto de ley. Durante el debate del mismo los representantes de la industria del salmón asumieron un compromiso. Señalaron con claridad que aceptaban la necesidad de un nuevo trato laboral que posibilitara efectivamente relaciones de cooperación entre trabajadores e industriales y que condujese a una mejor situación.



Debo decir que en la discusión de la Comisión de Pesca eso fue reconocido, porque los representantes del sector estuvieron contestes en que había abusos y reiteradas prácticas antisindicales. Ello se reflejó incluso en que la “ley del salmón” incluyera un artículo transitorio que obligaba al Ministerio del Trabajo a formular un estatuto especial para los trabajadores del rubro, dada la coyuntura de serio menoscabo y atropello que se registró en el curso de los debates legislativos de aquella ley.



Sin embargo, he de señalar, con mucho pesar, que el espíritu que se comprometió en el Senado, en el sentido de iniciar un nuevo trato, no se respetó. En la actualidad, en numerosas comunas de la Región de Los Lagos, en las provincias de Chiloé, de Palena, de Llanquihue, se lleva a cabo una extensa implementación de trabajo precario, sobre la base de la masificación del sistema llamado “part time”, con jornadas que no son completas y donde no existe contrato indefinido. Se trata de empleos que se hacen precarios intencionalmente, con el propósito de abaratar el costo de la fuerza laboral.



Estas jornadas part time han empujado a un sector de la fuerza laboral de la Región de Los Lagos a remuneraciones que se encuentran bastante distantes de alcanzar siquiera el salario mínimo, sobre el cual se legisló hace no muchas semanas en el Congreso Nacional. Una parte muy importante de trabajadores y trabajadoras retornaron a sus hogares. La mayoría desarrolla economías de subsistencia. Muchos son recolectores de leña en los bosques o se dedican a otras labores que apenas les permiten sobrevivir.



Tenía razón la ex Presidenta Bachelet cuando solicitó a quienes éramos parlamentarios de Gobierno en aquel entonces que concurriéramos con nuestro voto favorable para sacar adelante la industria del salmón, en ese momento en serios aprietos. Pero esa actitud no ha recibido la respuesta que aquí se comprometió, en orden a establecer un nuevo trato con los trabajadores y trabajadoras del sector de la salmonicultura.



El hecho más notorio de las prácticas antilaborales es el que mencioné al comienzo de mi intervención: despidos masivos, para después recontratar en condiciones enteramente alejadas de las originales, por cierto ya sin contrato indefinido y sin las garantías ni el resguardo de la protección social que, se supone, nuestra nación hoy está en condiciones de brindar a todos quienes viven de su trabajo.



Por esos motivos, con el Senador Muñoz Aburto hemos presentado este proyecto, a fin de que dicha práctica antilaboral no se extienda, no se masifique, no se repita y, en lo posible, se termine, con el propósito de ir estableciendo efectivamente las bases de una relación laboral constructiva, de cooperación y no de abusos, que busque sacar adelante la tarea común y no aplastar al sector laboral.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero formular algunas consultas a quienes participaron en la Comisión de Trabajo aprobando la moción en análisis.



Entendiendo perfectamente bien su sentido, que ha explicado el Honorable colega que me antecedió en el uso de la palabra, me pregunto si una reacción a un hecho puntual no nos podría dejar con las manos amarradas en forma permanente.



Por ejemplo, es posible que se produzca una situación crítica que efectivamente afecte a una industria o a una empresa determinada de cualquier rubro. Hemos visto en estos días que la volatilidad de los mercados es una realidad que de pronto deja en condición compleja a más de una empresa. 



¿Qué pasa si eso finalmente ocurre? Una fórmula de solución es que reduzca sus costos en remuneraciones. Y ahí puede darse el escenario de que ponga fin a la contratación de sus empleados y los recontrate, pero con un sueldo inferior. Esa es una alternativa. La otra es pactar con los propios trabajadores una reducción de sus salarios porque, de lo contrario, la empresa tiene que cerrarse o quebrar.



Yo entiendo que alguien puede aprovecharse de tal circunstancia. Pero también es cierto que hay situaciones objetivas donde se registran los problemas descritos. 



¿Cómo los enfrentamos, si se dan?



Otro caso es el de una persona contratada para desarrollar una obra determinada. Cuando esta termina, se la contrata para otra, pero con un sueldo diferente, pues la ocupación tiene una naturaleza distinta. 



¿Qué ocurre ahí? ¿No se la podría contratar?



Yo entiendo la defensa de los derechos y comparto el espíritu de la iniciativa. Pero me gustaría tener claridad respecto de estas inquietudes, que surgen a primera vista de la lectura del texto.



Finalmente, también deseo preguntar sobre el tenor de la norma que señala: “Será nulo el despido de un trabajador realizado con el propósito de volver a contratarlo, inmediatamente o en un período próximo, por una remuneración inferior”. 



¿Qué se entiende por “período próximo”? ¿Cómo se debe interpretar la disposición? Porque, si una empresa quiere hacer trampa, la letra del precepto lo permitiría. ¿Período próximo son tres semanas, tres meses, un año? No lo sé.



Señor Presidente, encuentro loable el espíritu de la moción, que, por lo que pude entender, responde a abusos concretos cometidos en una situación determinada. Por supuesto, resulta razonable una reacción para evitarlos hacia el futuro, pero la norma propuesta, tal como está, a lo mejor trae consecuencias negativas para los propios trabajadores en ciertas hipótesis. 



Yo pregunto: ¿eso no es algo que se quisiera evitar?



Por lo tanto, señor Presidente, me gustaría que alguien se hiciera cargo de las inquietudes planteadas, ya sea uno de los autores de la moción o un miembro de la Comisión, como medida para mejor resolver.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas, espero aclarar algunas de las legítimas aprensiones formuladas por el Senador Hernán Larraín.



En efecto, el proyecto busca impedir aquellas prácticas abusivas que realizan algunos empleadores que, al no poder modificar de común acuerdo con el trabajador condiciones impuestas en el respectivo contrato, le ponen fin a la relación laboral y lo recontratan por una remuneración inferior. Esta es una práctica contraria a los trabajadores, que los obliga a aceptar un sueldo inferior por la misma labor que han estado desarrollando durante mucho tiempo.



Sin embargo, la normativa no afectaría, por ejemplo, a los contratos por obra, que son de distinta naturaleza y tienen diferentes condiciones, las que pueden variar según cómo se los adjudiquen los empleadores.



Nuestro Código del Trabajo consagra una serie de instituciones que protegen a una de las partes de la relación laboral entre empleador y trabajador. Una de ellas es el salario mínimo, y otra, el establecimiento de condiciones que deben ser respaldadas por el primero, pero también por el segundo.



Lamentablemente, como dije denantes, cuando el empleador no puede cambiar unilateralmente las condiciones del contrato, recurre a lo expresado por el Senador Escalona: finiquitar al trabajador y recontratarlo por una remuneración bastante inferior.



Lo que nosotros queremos es que se apruebe la idea de legislar, a fin de que, durante el plazo para la presentación de indicaciones, se puedan recoger todas las inquietudes que aquí se han planteado.



Justamente el término para declarar la nulidad del contrato no se menciona en el texto porque esperamos que sea fruto de alguna indicación de los Honorables colegas. En lo personal, me parece que no debiera ser superior a 60 días, pero eso habrá que determinarlo en la discusión particular de la iniciativa.



Algunas inquietudes ya fueron analizadas en la Comisión de Trabajo, estando presente en ella la Ministra del ramo, oportunidad en la cual se concordó con el Ejecutivo la aprobación general del proyecto para precisar sus alcances durante el debate de su articulado, de manera de transformarlo en un instrumento realmente efectivo, que proteja a los trabajadores cuando sean despedidos y recontratados con salarios más bajos.



Estimo que la normativa salva abusos y prácticas contrarias a los trabajadores, las cuales, desafortunadamente, se han convertido en normales y corrientes en algunas actividades, donde se los presiona para poner término a sus contratos y después suscribir una nueva convención.



Espero que en la discusión particular podamos perfeccionar el proyecto y resolver allí las inquietudes que aquí se han hecho presentes y que también planteó la Ministra del Trabajo. Están vinculadas principalmente con la longitud del plazo (60 días o más) para declarar la nulidad del contrato.



Quiero destacar que en la legislación comparada hay referencias de protección a los trabajadores cuando estos son despedidos y recontratados. En Brasil, por ejemplo, se declara nulo el nuevo contrato cuando estipula remuneraciones más bajas que el anterior por la prestación de servicios similares. En Argentina esta situación no se halla regulada en el Código Laboral, pero sí a propósito de un organismo parecido a nuestra Dirección del Trabajo, donde también se sanciona con nulidad o invalidez a los contratos suscritos después del finiquito y por remuneraciones inferiores, en claro perjuicio para los trabajadores.



Por lo expuesto, señor Presidente, solicito la aprobación general del proyecto, confiando en que durante la discusión particular será mejorado con las indicaciones que los Honorables colegas formulen en la Comisión del ramo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, no tengo ninguna duda de la sana intención con que actuaron los Honorables señores Escalona y Muñoz Aburto al proponer al Senado esta iniciativa de ley.



Uno los escucha y, obviamente, no puede sino reconocer que se cometen abusos. Pero ninguno de nosotros está por mantenerlos, protegerlos, ni tampoco por aceptarlos.



Sin embargo, siento que la propuesta finalmente puede resultar dañina para los propios trabajadores. 



Y esto, por dos razones.



La primera, porque una empresa, frente a una situación económica difícil o que esté comenzando a perder mercados, puede tener que recurrir a ofrecer a un trabajador su despido, pero, al mismo tiempo, para que no quede desempleado -en muchas comunas las fuentes de ocupación son muy escasas- y porque son necesarios sus servicios, decirle: “Mire, yo en realidad lo puedo recontratar, o contratar de nuevo, pero por una remuneración más baja”. 



Eso ocurre en el sector agrícola; en las pequeñas empresas, principalmente,  y en las comunas más distantes y con mayor ruralidad de nuestro país.



Aquí, de aprobarse una normativa para impedir tal circunstancia, la única opción posible sería despedir al trabajador y contratar a otro de afuera por un salario inferior.



Claro, lo contrario significa forzar a la persona a aceptar un sueldo menor, porque la contrapartida de ello es, en definitiva, su cesantía. Y, frente a esa disyuntiva, pienso que la propuesta es una mala solución.



Yo prefiero que el trabajador mantenga su fuente laboral, si está dispuesto, obviamente, a aceptar una remuneración más baja.



Asimismo, es mejor que sea recontratado porque, al ser despedido, tendrá derecho a recibir la indemnización correspondiente. Y recordemos que nadie se entiende legalmente exonerado de su empleo si no están sus imposiciones al día. Por tanto, al momento de producirse el finiquito, se deberá verificar el cumplimiento de todas las disposiciones laborales y previsionales vigentes. Y luego de ello vendrá, en consecuencia, el nuevo contrato, protegiéndose y respetándose siempre, siempre, los derechos remuneracionales y previsionales de los trabajadores.



Por eso, señor Presidente, a pesar de que entiendo perfectamente la intención de los autores de la iniciativa, voy a votar en contra, pues considero que nuestra función es castigar y sancionar los abusos, pero no impedir que un trabajador, en el momento de verse enfrentado a la disyuntiva del desempleo o de mantener su ocupación, aunque con una remuneración menor, opte, legítimamente, por esta última alternativa.

El señor GIRARDI (Presidente).- Informo a Sus Señorías que el Senador señor Muñoz Aburto ha pedido segunda discusión para el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Dado que se solicitó segunda discusión, hasta aquí llegamos, señor Presidente.



No tiene sentido comenzar ahora el debate. 

El señor GIRARDI (Presidente).- A continuación se halla inscrito el Senador señor Kuschel. 



¿Su Señoría desea intervenir de todas maneras o en la próxima sesión?

El señor KUSCHEL.- No sé si vale la pena participar en esta ocasión o más adelante.

El señor LARRAÍN.- Más adelante.

El señor KUSCHEL.- Bueno, al igual que el colega Espina, hasta aquí no más llegamos, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Hago presente que la segunda discusión se efectuará mañana, no más adelante.

El señor LARRAÍN.- Quiero plantear una proposición, señor Presidente. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, más que dejar la iniciativa para segunda discusión, a lo mejor sería conveniente -se lo sugiero a sus autores- volverla a Comisión, para que se discuta en general y en particular. 



Ello, con el fin de que el órgano técnico despeje las inquietudes surgidas aquí; perfeccione el texto para sancionar las prácticas abusivas a que pueden dar lugar sus disposiciones,  y clarifique las circunstancias en las cuales ha de restringirse la modalidad propuesta. Porque tal vez una buena intención puede acarrear consecuencias negativas para los propios trabajadores.



Eso es lo que propongo como alternativa a la segunda discusión, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Habría acuerdo para proceder en la forma señalada?

El señor MUÑOZ ABURTO.- No, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Hay oposición.



Los oradores inscritos podrán intervenir en la sesión ordinaria de mañana. 



--El proyecto queda para segunda discusión.
)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Ha llegado a la Mesa un informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Espina, señora Alvear y señores Gómez, Larraín (don Hernán) y Walker (don Patricio), sobre derecho a defensa de los imputados (7854-07) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Queda para tabla.
CONVENCIÓN CONJUNTA SOBRE SEGURIDAD EN GESTIÓN DE COMBUSTIBLE GASTADO Y DE DESECHOS RADIOACTIVOS

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la “Convención Conjunta sobre Seguridad en la Gestión del Combustible Gastado y sobre Seguridad en la Gestión de Desechos Radioactivos”, aprobada el 5 de septiembre de 1997 en la Conferencia Diplomática convocada por el Organismo Internacional de Energía Atómica, con informes de las Comisiones de Relaciones  Exteriores y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7097-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 58ª, en 6 de octubre de 2010.


Informes de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 24ª, en 8 de junio de 2011.


Medio Ambiente y Bienes Nacionales: sesión 37ª, en 2 agosto de 2011.


 Discusión:



Sesión 26ª, en 15 de junio de 2011 (queda pendiente su discusión en 

 general).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de esta Convención es mantener un alto grado de seguridad en la gestión del combustible gastado y de los desechos radioactivos; asegurar que en todas las etapas de la gestión del combustible y de desechos haya medidas eficaces contra los riesgos radiológicos potenciales, y prevenir los accidentes con consecuencias radiológicas y mitigar estas en caso de que se produjesen.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó en general y en particular el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Larraín (don Hernán), Kuschel, Letelier y Tuma.



Por su parte, la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales adoptó igual decisión, también unánimemente por sus integrantes presentes, Senadoras señoras Allende y Alvear y el ex Senador señor Longueira.



Cabe destacar que la iniciativa requiere para su aprobación los votos conformes de 20 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor KUSCHEL.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Hay que dejar constancia del quórum, señor Senador. 



Les solicito a Sus Señorías ejercer el derecho a voto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (22 votos a favor), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Coloma, Escalona, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).
PROHIBICIÓN Y ELIMINACIÓN DE VACUNAS MULTIDOSIS CON TIMEROSAL O COMPUESTOS ORGANOMERCÚRICOS

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prohíbe y elimina las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos, con informe de la Comisión de Salud.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7036-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 16ª, en 10 de mayo de 2011.


Informe de Comisión:


Salud: sesión 40ª, en 3 de agosto de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La finalidad principal de la iniciativa es prohibir la fabricación, importación, comercialización o distribución, a cualquier título, de todo tipo de vacunas que contengan timerosal o compuestos organomercúricos.



Asimismo, se ordena la destrucción de las vacunas con  los compuestos antes mencionados en el plazo de seis meses, contado desde la publicación de la ley.



La Comisión de Salud discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte), en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados. 



Su texto se transcribe en la parte pertinente del primer informe.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación general la iniciativa.



--(Durante la votación).
El señor GIRARDI (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Honorable señor  Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, con relación a este proyecto de ley, referente a una materia fundamental de salud pública como el programa de vacunación, puedo manifestar que después de las interesantes exposiciones habidas en la Comisión de Salud del Senado tanto por dos de los autores de la moción aprobada en la Cámara de Diputados como de expertos médicos, científicos y asimismo de la Directora de la Corporación Bioautismo, quien nos relató su vivencia personal en cuanto a la enfermedad que afecta a su hijo, no nos cabe sino dar nuestra aprobación a la idea de legislar, sin perjuicio de continuar con su debate durante su tramitación en particular.



En efecto, las vacunas que se emplean en todos los países desde 1930 contienen timerosal, compuesto orgánico-mercúrico que se utiliza como preservante de aquellas. El timerosal presenta un alto porcentaje de mercurio, metal que es muy peligroso para la salud.



Durante bastante tiempo se sostuvo que el timerosal tenía incidencia en la prevalencia del autismo en los niños, pero estudios científicos más recientes han demostrado que dicho compuesto no constituye la causa basal, pero sí puede significar un determinante en la generación de dicha enfermedad.



Por otra parte, se sabe que la concentración de timerosal en las vacunas que se aplican en Chile excede los límites recomendados por la Organización Mundial de la Salud.



En todo caso, y concordando con la opinión de los expertos y autoridades sectoriales que concurrieron a la Comisión de Salud, estimo que en la administración de vacunas que no contienen timerosal debe aplicarse el denominado “principio precautorio”, ya que cuando no hay conclusiones categóricas sobre los beneficios o perjuicios que un fármaco o compuesto orgánico pueda producir, es preciso abstenerse de suministrarlo, justamente en atención a normas elementales de precaución y prudencia.



Entonces, es menester que se vaya efectuando una sustitución racional de las vacunas que actualmente contienen timerosal o trazas de este compuesto por aquellas que no lo incluyen, lo cual demandará un costo adicional para el presupuesto del Ministerio de Salud, hecho que me lleva a sostener que el proyecto habrá de ser conocido también por la Comisión de Hacienda.



Asimismo, deberán contemplarse los recursos necesarios para ese objetivo en la próxima Ley de Presupuestos.



De igual modo, y tal como lo sostuve en la Comisión, tiene que proporcionarse información suficiente respecto de la existencia de este compuesto en las vacunas, a fin de que la población pueda adoptar la decisión de vacunarse con pleno conocimiento de sus componentes y los efectos que estos producen.



Finalmente, durante la discusión particular de la iniciativa, deberemos abocarnos a definir el plazo que se otorgará para el reemplazo de las vacunas que contengan timerosal y si esta sustitución ha de ser absoluta o si será necesario mantener algunas de ellas con solo trazas de dicho compuesto, con muy bajo riesgo, dado que se requiere su permanencia por los beneficios que pueda reportar a la salud de la población.



Por estas consideraciones, doy mi voto favorable a este interesante proyecto de ley en su discusión general.



Efectivamente, acá debatimos -y para ello concurrimos a una reunión con el Subsecretario de Salud Pública- la posibilidad de llevar a cabo un estudio acerca del programa regular de vacunación que hoy rige en nuestro país, particularmente en lo que dice relación con la llamada “vacuna pentavalente”. En la actualidad existe una escasa disposición de ella en el mercado y, por otra parte, es la que contiene trazas de timerosal o mercurio.



En ese contexto, después de escuchar incluso a expertos internacionales que vinieron a la Comisión, nos asistió la convicción de que debe imperar un principio precautorio. Este mismo principio lo llevó a la práctica el propio Ministerio de Salud e inició el reemplazo de aquellas vacunas que contenían timerosal o trazas de mercurio. Y el  compromiso es de que en el corto plazo -habrá que definirlo en la discusión particular; se habló de un año y medio- se implemente un programa de vacunación libre de timerosal o trazas de mercurio que permita dar garantías a la población de que no corre peligro de adquirir un autismo regresivo.



Este es, a mi juicio, un tema fundamental.



Felicito a los Diputados autores de la moción y, por las razones dadas, llamo a los señores Senadores a votar favorablemente la idea de legislar.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, desde hace mucho tiempo familias agrupadas y organizadas, con jóvenes o niños que padecen de autismo, venían denunciando esta situación y, más bien, un completo abandono de parte del Estado.



Está claro que la prevalencia del autismo en Chile ha aumentado de manera progresiva, así como también el consumo de timerosal, en particular su contenido en las vacunas.



Hace treinta años se presentaba un caso de autismo por cada diez mil niños, asociado a causas congénitas. Hoy se constata que esa cifra se mantiene, pero que en Estados Unidos de Norteamérica uno de cada ciento diez niños sufre dicho trastorno.



En Chile no hay registro estadístico de la enfermedad.



La primera pregunta es: ¿Vamos a contar con un registro de esa naturaleza a fin de configurar medidas de política pública sobre la base de nuestra propia experiencia y no de la existente en el exterior?



Los países que producen esta vacuna no la pueden emplear en niños, pero su fabricación es permitida y la exportan a naciones del tercer mundo. Chile no se halla entre estas últimas. Pero su uso es admitido.



Existe una controversia al respecto.



Algunos estudios científicos afirman que el timerosal no es la causa del autismo. Sin embargo, es importante destacar que este compuesto ha sido proscrito de la medicina veterinaria en todo el mundo. En los años 50 del siglo anterior se eliminó el timerosal en las vacunas que empleaban los países que conformaban la ex Unión Soviética y allí se encuentran las tasas de autismo más bajas del planeta.



A partir de 1999, muchas naciones comenzaron a excluir el mercurio de la composición de las vacunas, siguiendo las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud y la FDA de los Estados Unidos.



El autismo por intoxicación con mercurio se presenta en niños que nacen completamente sanos. Los programas de vacunación en Chile utilizan productos que contienen timerosal en concentraciones que exceden, con mucho, los límites recomendados por la OMS, pero en algunas clínicas privadas se hallan disponibles vacunas sin dicho componente.



Entonces, ¿cuál es la acción preventiva del Ministerio de Salud frente a un hecho comprobado?



Se dice que el timerosal no causa daño. Sin embargo, debo recordarles a los Senadores presentes en la Sala que en la década de los sesenta mi padre, quien fumaba mucho, nos relataba el debate que se originó en esa época en torno a si el tabaco producía o no cáncer. Y las tabacaleras gastaron millones y millones en desvirtuar los estudios científicos y en afirmar que no lo ocasionaba. Es más, esas industrias invirtieron centenares, miles de millones de dólares en fomentar el consumo del tabaco.



Yo siento que este debate, cuando se hallan involucrados cuantiosos recursos económicos, en particular de la industria farmacéutica, nos debe llevar a aplicar el principio preventivo recomendado por la OMS, por las Naciones Unidas toda vez que existan dudas. Y hoy día hay no solo dudas, sino hechos relevantes, pruebas y experiencias significativas que demuestran que el timerosal debe ser proscrito de las vacunas y no utilizarse en nuestro país.



Si existen vacunas en el sistema privado de salud que no lo contienen, mi pregunta es por qué ellas no están disponibles también en el sector público para que sean el padre y la madre, junto con su médico, los que decidan qué tipo de vacuna se coloca a su hijo. 



¿Será más cara la que no contiene timerosal? Veremos cómo enfrentamos ese problema.



La Corporación Bioautismo ha planteado esta situación desde hace mucho tiempo con antecedentes que son meritorios.



En 1981 la vacuna fue removida del mercado de Japón y en 1996, del de los Estados Unidos. ¡En 1996 y estamos en el 2011! O sea, llegamos con más de 15 años de retraso a tener la certeza médica para impulsar una política de salud pública en torno a las vacunas.



Señor Presidente, espero que el proyecto sea aprobado por el Senado. Desde ya cuenta con mi voto a favor.



Agradezco la persistente campaña, la tenacidad de las familias con niños que padecen autismo, las que han sostenido que esta es una enfermedad provocada. 



En la política a menudo tenemos la desviación de llamar “autistas” a aquellos que no quieren escuchar y esas agrupaciones, con toda razón, se sienten ofendidas. En todo caso, debo manifestar que sí es posible prevenir el autismo -tal vez el “autismo” político no lo podamos remediar nunca- de manera eficaz, pero solo si media una política de Estado, una política de salud pública.



En ese sentido, me gustaría no tener que esperar el trámite de esta iniciativa. Porque en el proyecto de ley de Presupuestos para el ejercicio fiscal del año 2012...

El señor GIRARDI (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más.

El señor NAVARRO.- Decía que para la ejecución presupuestaria del año 2012 debiera estar considerado el mayor costo que irrogará al Ministerio de Salud el proyecto en debate, esto es, la prohibición de fabricación, importación, comercialización o distribución a cualquier título, de todo tipo de vacunas que, dentro de sus compuestos, contengan en cualquier nivel de concentración, timerosal o compuestos organomercúricos.



Señor Presidente, voto a favor de la iniciativa que nos ocupa, anhelando que el Ministerio de Salud pueda asumir, desde ya, todas las acciones posibles tendientes a mitigar, reparar, atender a las familias afectadas, pero particularmente a impedir que la vacuna en comento se siga aplicando en Chile.



¡Nueva Constitución, ahora!



¡Patagonia sin represas!

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, seré muy breve. Simplemente, deseo señalar que voto a favor y que lo hago con mucho entusiasmo, toda vez que me parece que esta iniciativa contribuye a dar respuesta a la inquietud de madres y padres y de familiares de personas que hoy día sufren la enfermedad en comento y que, con absoluta razón, sospechan que la provocó la aplicación inadecuada de vacunas.



En el caso del norte, la situación se agrava en Antofagasta y Arica a raíz de la presencia excesiva de plomo debido a malas operaciones industriales de minerales que llegaban, principalmente desde Bolivia, con una manipulación francamente criminal, lo cual hoy día, por fortuna, se ha remediado en forma muy importante, para el beneplácito y la tranquilidad de los ciudadanos de la zona.



Voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).-  Terminada la votación. 


--Se aprueba en general el proyecto (27 votos afirmativos).



Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GIRARDI (Presidente).-  Corresponde fijar plazo para la presentación de indicaciones.



Propongo el lunes 29 de agosto, a las 12.



¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.
El señor GIRARDI (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

EXTENSIÓN A TODAS LAS JUBILADAS DE BONO POR HIJO NACIDO VIVO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).-  Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Bianchi, señora Allende y señores Cantero, Chahuán, Escalona, Horvath, Prokurica, Sabag y Tuma. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1383-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 37ª, en 2 de agosto de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitarle a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto que incorpore a todas las mujeres jubiladas en el otorgamiento del bono por hijo nacido vivo, con independencia de si tal requisito se cumplió con anterioridad al año 2009.

El señor GIRARDI (Presidente).-  En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).-  Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos a favor). 



Votaron los señores Cantero, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

ANULACIÓN DE CONVOCATORIA PÚBLICA PARA PROYECTOS TURÍSTICOS EN ÁREAS SILVESTRES PROTEGIDAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Bianchi, señora Allende y señores Cantero, Escalona, Girardi, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto y Sabag. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1384-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 37ª, en 2 de agosto de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El texto propone solicitar al Ejecutivo la anulación de la convocatoria pública para proyectos de desarrollo turístico en 12 áreas protegidas del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado y el establecimiento de requisitos para los proyectos que se pretenda ejecutar en el Parque Nacional Torres del Paine ante un eventual llamado a una nueva convocatoria pública.

El señor GIRARDI (Presidente).-  En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).-  Terminada la votación. 


--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos a favor, 1 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Cantero, Escalona, Girardi, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Orpis.


Se abstuvo el señor Kuschel.
APOYO A ACCIONES INTERNACIONALES CONTRA HAMBRUNA EN SOMALIA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Muñoz Aburto, Quintana y Sabag. 
--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1385-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 37ª, en 2 de agosto de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto de acuerdo tiene por finalidad solicitarle a Su Excelencia el Presidente de la República proponer y apoyar en la ONU y en otros foros internacionales acciones en ayuda de los millones de seres humanos, especialmente niños, de Somalia que están sufriendo un estado de hambruna declarado como tal por las Naciones Unidas.

El señor GIRARDI (Presidente).-  En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).-  Terminada la votación. 


--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos afirmativos).



Votaron la señora Allende y los señores Cantero, Escalona, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Quintana y Walker (don Patricio).

ELIMINACIÓN DE DESCUENTO DE 4 POR CIENTO A AFILIADOS DE EX CAJA DE PREVISIÓN DE MARINA MERCANTE. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).-  Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Muñoz Aburto y Bianchi, señora Allende y señores Gómez, Letelier, Quintana, Rossi y Tuma. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1388-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 40ª, en 3 de agosto de 2011. 
El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es solicitarle al Ejecutivo que se elimine el descuento de 4 por ciento que, con fines previsionales, se aplica a los afiliados de la ex Caja de Previsión de la Marina Mercante.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no  ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).-  Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos a favor).



Votaron la señora Allende y los señores Cantero, Escalona, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Quintana y Walker (don Patricio).

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).-  Habiéndose cumplido su objetivo, se levantará la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes: 


De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Salud, solicitándole INSTRUCCIONES A DIRECTOR DEL SERVICIO DE SALUD DEL MAULE PARA EMISIÓN DE INFORME SOBRE DOS CESFAM DE COMUNA DE LINARES, y al señor Intendente de la Región del Maule, para que entregue ANTECEDENTES ACERCA DE CESFAM LUIS NAVARRETE Y ÓSCAR BONILLA (comuna de Linares).
)---------------(

El señor GIRARDI (Presidente).-  Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:4.







Manuel Ocaña Vergara,







Jefe de la Redacción
A N E X O S
D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE FOMENTA EL MERCADO DE CRUCEROS TURÍSTICOS 

(7528-06 y 7285-06)


Con motivo de la Moción, Mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones a la ley N°19.995, que Establece las Bases Generales para la Autorización, Funcionamiento y Fiscalización de Casinos de Juego:

"1) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 38, la expresión "Director Nacional del Servicio Nacional" por "Subsecretario".

2) Modifícase el artículo 63 en los siguientes términos:

a) Reemplázase, en el inciso primero, el guarismo "120" por "80". 

b) Sustitúyese, en el mismo inciso, la expresión "tener por función principal el transporte nacional o internacional de pasajeros con fines turísticos" por "y tener entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos".

c) Reemplázase el encabezado del inciso segundo por el siguiente: "La explotación de juegos de azar en las naves se someterá a las siguientes disposiciones sobre autorización y operación:".

d) Sustitúyese, en la letra a), el guarismo "500" por "300".

e) 
Sustitúyese la letra b) por la siguiente: 

"b) 
Sólo podrá autorizarse una cantidad de juegos de azar proporcional a la capacidad de pasajeros de la nave, a razón de una máquina de azar por cada 10 pasajeros; una mesa de juego por cada 50 pasajeros; y un juego de bingo por nave.".

f) Reemplázase la letra c) por la siguiente:

"c) El titular del permiso de operación para la explotación de los juegos de azar autorizados podrá ser el propietario, armador, operador, arrendatario o tenedor, a cualquier título, de la nave o una sociedad distinta de aquéllos que cuente con su autorización, según corresponda. En este último caso, tal sociedad deberá cumplir, en lo que fuere pertinente, con lo dispuesto en los artículos 17 y 18.".

g) Incorpórase el siguiente inciso tercero:

"La autorización de operación y explotación de juegos de azar otorgada por aplicación del presente artículo, tendrá una duración de cinco años, renovables por períodos iguales. La autorización podrá ser denegada, revocada o no renovada, según corresponda, por incumplimiento de las disposiciones del presente artículo y en caso que el operador de juegos de azar o sus representantes legales hayan sido sancionados por delito que merezca pena aflictiva o de aquéllos señalados en la ley N° 20.393, en virtud de una sentencia condenatoria penal en un proceso nacional, o que merezca una pena privativa de libertad de 3 años y 1 día o superior en un proceso extranjero, que se encuentren ejecutoriadas. La forma de la solicitud de operación será determinada en un reglamento expedido a través de decreto supremo del Ministerio de Hacienda.".

3) Agréganse, a continuación del artículo 63, los siguientes artículos 63 bis y 63 ter:

"Artículo 63 bis.- Las naves mercantes mayores extranjeras, con capacidad de pernoctación a bordo, entendiendo por tal el disponer de servicios de hotelería, restaurante, camareros y de atención de público, y que tengan entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos, sólo podrán operar y explotar juegos de azar en aguas sometidas a la jurisdicción nacional, siempre que:

a) Cuenten con la autorización para navegar en aguas sometidas a la jurisdicción nacional, otorgada por la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante;

b)
 Se encuentren navegando y no detenidas en puertos chilenos, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32 del decreto ley N°2.222, de 1978, Ley de Navegación;

c) El circuito turístico en el que operen y exploten tales juegos de azar, no tenga una duración inferior a tres días y su cobertura comprenda, a lo menos, un recorrido de 500 millas náuticas, y

d) Estén incorporadas en el registro que, para este efecto, llevará la Superintendencia, en el que, además, deberá inscribirse el operador de juegos de azar si es una sociedad distinta del propietario de la nave. Para ingresar al registro, la Superintendencia sólo podrá exigir al operador de juegos de azar de la nave acreditar una antigüedad de, a lo menos, tres años; antecedentes que comprueben la existencia y vigencia del operador; y sus tres últimos balances y estados financieros. Estos documentos deberán presentarse junto a la solicitud de autorización, debidamente traducidos al idioma español, en los casos en que sea necesario.

A la autorización de operación y explotación de juegos de azar otorgada por aplicación del presente artículo, le será aplicable lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.

Artículo 63 ter.- Los operadores nacionales y extranjeros autorizados de acuerdo a los artículos 63 y 63 bis, estarán exentos del pago de los impuestos especiales establecidos en los artículos 58 y 59 de la presente ley.

Los operadores nacionales y extranjeros autorizados a explotar juegos de azar en aguas sometidas a la jurisdicción nacional deberán suspender la operación de tales juegos de azar durante el atraque de la nave en puertos nacionales y mientras se encuentre a una distancia inferior a tres millas de tales puertos.

Asimismo, las normas sobre fiscalización y sanciones de esta ley no se aplicarán a la explotación de los juegos de azar regulados en los artículos 63 y 63 bis, aplicándoseles, para estos efectos, sólo las disposiciones de la ley N°19.913.

Sin perjuicio de lo indicado en el inciso anterior, los operadores nacionales autorizados deberán cumplir los procedimientos para la homologación de las máquinas y los implementos de juegos de azar necesarios para la operación y práctica de tales juegos. Asimismo, dichos operadores sólo podrán desarrollar los juegos incorporados oficialmente en el catálogo de juegos y de acuerdo a la regulación prevista en aquél. 

La Superintendencia de Casinos de Juego inspeccionará los juegos de azar que se estén explotando dentro de naves mercantes mayores nacionales cuando estén atracadas en puertos o dentro de las tres millas náuticas a que hace referencia el inciso segundo del presente artículo, en todo lo que diga relación con el cumplimiento de su catálogo de juegos, y verificará los implementos de juego homologados.".

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 36 del decreto ley Nº 825, de 1974, Ley Sobre Impuesto a las Ventas y Servicios:

a) 
Reemplázase, en el inciso noveno, la frase "las regiones I, XI o XII", por "las Regiones de Tarapacá, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, de Magallanes y la Antártica Chilena o de Arica y Parinacota" e insértese, después de la expresión "Igual beneficio tendrán las referidas empresas", la siguiente frase: ", incluso aquéllas constituidas en Chile,".

b)
 Intercálase en el inciso décimo, a continuación de la expresión "de este texto legal", las siguientes oraciones: 

", y a las empresas navieras chilenas a que se refiere el número 3 del artículo 13 de esta ley, que exploten naves mercantes mayores, con capacidad de pernoctación a bordo, y que tengan entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos, en cuanto corresponda a servicios prestados a turistas extranjeros sin domicilio ni residencia en Chile".

Artículo 3°.- Agrégase en el inciso primero del artículo 3º de la ley N°19.913, que Crea la Unidad de Análisis Financiero y Modifica Diversas Disposiciones en Materia de Lavado y Blanqueo de Activos, a continuación de la frase "los casinos, salas de juego e hipódromos;" la siguiente: "los titulares de permisos de operación de juegos de azar en naves mercantes mayores, con capacidad de pernoctación a bordo, y que tengan entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos;".

Artículo Transitorio.- El reglamento que se debe dictar en conformidad a esta ley, deberá expedirse en el plazo de tres meses contado desde la fecha de publicación de la presente ley.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados

2
PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL TRIBUNAL AMBIENTAL

(6747-12)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6747-12), con las siguientes enmiendas:

Ha antepuesto al epígrafe “1.- De la organización y funcionamiento”, la expresión “Título I”.

***

Artículo 2°.-

Lo ha rechazado.

Artículo 3°.-

Inciso nuevo

Ha incorporado el siguiente inciso primero, pasando el actual a ser segundo, y así sucesivamente:

"Artículo 3°.- Incompatibilidades. No podrá ser elegido ministro titular o suplente quien en los dos años anteriores a su nombramiento se haya desempeñado como Ministro del Medio Ambiente, Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Educación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquiera que hubiese desempeñado un cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período.".

Incisos segundo y tercero, que pasan a ser tercero y cuarto.

Los ha sustituido por los siguientes:

"Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta un límite máximo de doce horas semanales. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere esta norma. En todo caso, los ministros deberán prolongar su jornada para compensar el tiempo que hayan restado a su trabajo con ocasión del desempeño de actividades compatibles.





Los ministros no podrán ejercer la abogacía, pudiendo solamente defender causas personales o de sus cónyuges, ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos. 





Tampoco podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado ni actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatarios en cualquier clase de juicios contra el Fisco, o como procuradores o agentes en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades.”.

Artículo 4°.-

Inciso primero.

Ha reemplazado la expresión final “de la Corte Suprema” por “de dicha Corte”.

Artículo 7°.-

Lo ha reemplazado por el siguiente:

"Artículo 7°.- Declaración de patrimonio e intereses. Los ministros titulares y suplentes, los relatores y el secretario de los Tribunales Ambientales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los mismos términos de los artículos 57, 60 B, 60 C y 60 D del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.





La declaración de patrimonio e intereses deberá efectuarse por los ministros y relatores ante el secretario del tribunal, quien dispondrá su inmediata publicación en el sitio electrónico del respectivo tribunal. El secretario, a su vez, efectuará su declaración ante el Contralor General de la República o ante el Contralor Regional, según corresponda, con igual obligación en cuanto a su publicación.





La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio e intereses y la falta de actualización de las mismas, se sancionará respecto de los ministros con la inhabilidad para integrar el Tribunal Ambiental correspondiente, la que se mantendrá hasta que se  presente dicha declaración, lo que deberá certificar el secretario del Tribunal. En el caso de este último y de los relatores se estará a lo dispuesto en el artículo 65 de la ley orgánica constitucional señalada en el inciso primero.”.

Artículo 8°.-

Inciso final.

Lo ha suprimido.

Artículo 9°.-

Lo ha sustituido por el  siguiente:

"Artículo 9°.- Inhabilidades. Serán aplicables a los ministros de los Tribunales Ambientales las causales de inhabilidad contempladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales.





Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, se entenderá que el ministro titular o suplente, según corresponda, estará especialmente inhabilitado cuando:





a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad; o de personas que estén ligadas al mismo por vínculos de adopción, o de las empresas o sociedades en las cuales estas mismas personas sean sus representantes legales, mandatarios, directores, gerentes o desempeñen otros cargos directivos, posean directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas un porcentaje del capital de la sociedad superior al cinco por ciento, o que les permita elegir o hacer elegir uno o más de sus administradores, o ejerzan una influencia decisiva en la administración o gestión de la sociedad, según lo dispuesto por el artículo 99 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, y 





b) Haya asesorado o prestado servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en esa causa, en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de aquélla  o durante el procedimiento sancionador por parte de la Superintendencia del Medio Ambiente que lo haya originado, así como en el procedimiento de evaluación ante el Servicio de Evaluación Ambiental.

Será causal de inhabilidad que el ministro haya asesorado o prestado servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan o hayan tenido, en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de la causa en cuestión, la calidad de contraparte de las personas a que se refiere la letra b) del inciso segundo de este artículo, en algún proceso judicial o de negociación comercial que pueda afectar la imparcialidad del ministro.

La causal invocada podrá ser aceptada por el ministro afectado. En caso contrario, será fallada de plano por el Tribunal, con exclusión de aquél, aplicándose una multa a beneficio fiscal de hasta veinte unidades tributarias mensuales al incidentista si la implicancia o la recusación fuere desestimada, por manifiesta falta de fundamento, en forma unánime.".


Artículo nuevo.

Ha intercalado el siguiente artículo 10, nuevo:

"Artículo 10.- Subrogación. Si por cualquier impedimento un Tribunal careciere de ministros titulares o suplentes para formar quórum, se procederá a la subrogación de éstos por ministros suplentes de otros Tribunales Ambientales, debiendo, aplicarse, al efecto, las siguientes reglas:





1.- En el Primer Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental.





2.- En el Segundo Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Primer Tribunal Ambiental.





3.- En el Tercer Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental.






La subrogación deberá efectuarse por ministros suplentes que provengan de la misma área profesional que el ministro subrogado.





Si un Tribunal Ambiental careciere de la totalidad de sus miembros titulares y suplentes, será subrogado por otro Tribunal Ambiental, de conformidad a las siguientes reglas:





1.- El Primer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.





2.- El Segundo Tribunal Ambiental por el Primer Tribunal Ambiental.





3.- El Tercer
 Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.”.

Artículo 10.-

Que ha pasado a ser artículo 11.

Lo ha reemplazado por el siguiente:





“Artículo 11.- Prohibiciones. Los ministros de los Tribunales Ambientales no podrán asesorar o prestar servicios profesionales a personas naturales o jurídicas en cualquier tipo de gestiones ante dichos Tribunales, por el lapso de dos años, contado desde la cesación en el cargo.





La infracción de esta prohibición será sancionada con una multa a beneficio fiscal, equivalente al 50% del último año de remuneraciones percibidas en el cargo, sanción que será aplicada por la Corte Suprema, a requerimiento de cualquier interesado.





El requerimiento a que alude el inciso precedente, señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y a él se acompañaran o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se fundaren. Si el requerimiento no cumpliere estos requisitos, el pleno, convocado al efecto, lo declarará inadmisible en cuenta, sin más trámite.





Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de la Corte Suprema dará traslado de éste al requerido, el que deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción del mismo, el cual le será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se estime más expedita.





Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el cual deberá rendirse. Efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista de la causa.





Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte Suprema hasta antes de la  vista de la causa.


".

Artículo 11.-

Que ha pasado a ser 12.

Ha sido sustituido por el siguiente:





“Artículo 12.- Causales de cesación. Los miembros de los Tribunales Ambientales cesarán en sus funciones por las siguientes causas:





a) Término del período legal de su designación.





b) Renuncia voluntaria.

c) Haber cumplido 75 años de edad.

d) Remoción acordada por la Corte Suprema en los términos que señala el N° 3 del artículo 332 del Código Orgánico de Tribunales, entendiendo para estos efectos que el ministro licenciado en ciencias tiene la calidad de letrado.





e) Incapacidad sobreviniente. Se entiende por tal, la que impide al ministro ejercer el cargo por un período de tres meses consecutivos o de seis meses en un año.





Las medidas de las letras d) y e) se harán efectivas por la Corte Suprema, a petición del Presidente del Tribunal o de dos de sus miembros, sin perjuicio de las facultades disciplinarias de dicha Corte.





Si la cesación en el cargo se produjere como consecuencia de las causales señaladas en las letras b), c), d) y e) del inciso primero y faltaren más de ciento ochenta días para el término del período de quien origina la vacante, el reemplazante será elegido conforme al procedimiento señalado en el artículo 2°, manteniéndose en el cargo por el tiempo que restare del período. Si en el mismo caso señalado, faltaren menos de ciento ochenta días para el término del período, el reemplazo corresponderá al ministro suplente de la misma área profesional del reemplazado, por el tiempo que restare del período.”.

Artículo 12.-

Ha pasado a ser artículo 13.

Inciso segundo.

Lo ha sustituido por el siguiente:

"Adicionalmente, para servicios específicos referidos a alguna de las causas o materias que esté conociendo, el Tribunal podrá contratar expertos a honorarios, para lo cual se requerirá contar con disponibilidad presupuestaria.".

Artículo 14.-

Ha pasado a ser artículo 15.

Inciso segundo

Ha intercalado, entre las palabras “normas de” y “probidad”, la primera vez que aparece, lo siguiente: “transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley N° 20.285 y de”.

Artículo 15.-

Ha pasado a ser artículo 16.

Inciso tercero.

Lo ha reemplazado por el siguiente:

“En la primera quincena del mes de enero de cada año, el Presidente y el Secretario Abogado de cada Tribunal Ambiental presentarán una cuenta anual respecto del funcionamiento del Tribunal, la que contendrá información precisa acerca del número de causas, número de audiencias y de la carga de trabajo que signifique la atención de las mismas. La referida cuenta será pública y se dará a conocer en el sitio electrónico del respectivo Tribunal. Adicionalmente, dicha cuenta considerará una rendición de gastos del Tribunal.”.

***

Ha antepuesto al epígrafe  “2.- De la competencia” la expresión “Título II”.







***

Artículo 16.-

Ha pasado a ser 17.

Numeral 8)

Párrafo segundo.

Lo ha sustituido por el siguiente:





“Para estos efectos se entenderá por acto administrativo de carácter ambiental, toda decisión formal que emita un organismo de la Administración del Estado que tenga consecuencias ambientales y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos.”.

***

Para anteponer al epígrafe “3.- Del procedimiento” la expresión “Título III”

***

Artículo 17.-

Ha pasado a ser artículo 18.

Ha reemplazado su encabezamiento por el siguiente:





“Artículo 18.- De las partes. Los organismos de la Administración del Estado y las personas naturales o jurídicas que se señalan, podrán intervenir como partes en los asuntos de competencia de los Tribunales Ambientales, que en cada caso se indican, conforme con la enumeración del artículo 17:". 

Numeral 1)

Lo ha sustituido por el siguiente:

"1) En el caso del número 1) cualquier persona que considere que los decretos que tal numeral menciona no se ajustan a la ley N° 19.300 y le causan perjuicios.”.

Numeral 2)

Para intercalar entre el vocablo "terceros" y el punto aparte (.) que le sigue, la siguiente oración:

“coadyuvantes. En el caso del inciso quinto del artículo 43 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, la acción deberá siempre ejercerla el Consejo de Defensa del Estado como parte principal”.

Artículo 18.-

Ha pasado a ser 19.

Lo ha sustituido por el siguiente:





“Artículo 19.- Amicus Curiae. Dentro de los treinta días siguientes a la publicación de la resolución que admite a tramitación la reclamación o la demanda por daño ambiental, cualquier persona, natural o jurídica, que no sea parte en el proceso, que posea reconocida idoneidad técnica y profesional en la materia objeto del asunto sometido al conocimiento del Tribunal Ambiental y que invoque la protección de un interés público, podrá presentar opinión escrita con sus comentarios, observaciones o sugerencias.





Para estos efectos, el Tribunal dispondrá se dé a conocer la circunstancia señalada mediante la publicación de un aviso en su sitio electrónico, que incluya, además, los datos necesarios para identificar la causa.





La opinión escrita deberá acompañarse de tantas copias como partes litigantes hubiere, debiéndose agregar, además, los antecedentes que acrediten la idoneidad técnica y profesional de quien la presenta.





La entrega de la opinión escrita no suspenderá ni alterará la tramitación del procedimiento. El Tribunal dejará constancia en la sentencia definitiva de haberla tenido a la vista.





La presentación de la opinión escrita no conferirá a quien la haya emitido la calidad de parte, ni le otorgará ninguna posibilidad de actuación adicional en el proceso.".

Artículo 19.-

Ha pasado a ser artículo 20.

Ha sustituido: la expresión "La Corte de Apelaciones" por "el juzgado de letras civil" y los vocablos "la Corte" por "el juzgado".

Artículo 22.-

Ha pasado a ser artículo 23.

Ha reemplazado la expresión "Si fuere indispensable" por la siguiente:"Si existieren hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos".

Artículo 23.-

Ha pasado a ser artículo 24.

Ha sustituido los incisos primero, segundo, tercero y cuarto, por los siguientes:





“Artículo 24.- De las medidas cautelares. Con el fin de resguardar un interés jurídicamente tutelado y teniendo en cuenta la verosimilitud del derecho invocado, el Tribunal podrá decretar las medidas cautelares, conservativas o innovativas, necesarias para impedir los efectos negativos de los actos o conductas sometidos a su conocimiento. Son medidas conservativas aquellas que tengan por objeto asegurar el resultado de la pretensión, a través de acciones destinadas a mantener el estado de hecho o de derecho existente con anterioridad a la solicitud de la medida. Son innovativas aquellas que, con el mismo objeto, buscan modificar el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de la solicitud de la medida.

El Tribunal podrá decretar estas medidas en cualquier estado del juicio o antes de su inicio y por el plazo que estime conveniente. Podrá decretarlas de oficio o a petición de parte, según corresponda, de acuerdo a las normas generales, debiendo en este último caso resolver de plano o con citación, mediante resolución fundada.





Cuando se soliciten estas medidas, el requirente deberá acompañar los antecedentes que constituyan, a lo menos, presunción grave del derecho que se reclama o de los hechos denunciados. El Tribunal podrá exigir caución al actor particular para responder de los perjuicios que podrían originarse.





Deducida oposición o pedido el alzamiento, deberá adjuntarse a los correspondientes escritos la prueba documental que se estime pertinente, debiendo el Tribunal poner las respectivas solicitudes en conocimiento de la parte contraria, citando a una audiencia dentro de un plazo no superior a diez días, en la que escuchará a las partes y resolverá la mantención, modificación o alzamiento de la medida.".

Inciso final.





Lo ha suprimido.

Artículo 25.-

Ha pasado a ser artículo 26.

Lo ha reemplazado por el siguiente:

“Artículo 26.- Recursos. En estos procedimientos sólo serán apelables: 1) las resoluciones que declaren la inadmisibilidad de la demanda; 2) las que reciban la causa a prueba, o 3) las que pongan término al procedimiento o hagan imposible su continuación. De este recurso conocerá la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado la resolución apelada.





El plazo para la interposición de la apelación será de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.





En contra de la sentencia definitiva dictada en los procedimientos relativos a las materias que son de la competencia de los Tribunales Ambientales, establecidas en los numerales 1), 2), 3), 5), 6), 7) y 8) del artículo 17, procederá sólo el recurso de casación en el fondo, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 767 del Código de Procedimiento Civil.





Además, en contra de la sentencia definitiva dictada en los procedimientos señalados en el inciso anterior, procederá el recurso de casación en la forma, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 768 del Código de Procedimiento Civil, sólo por las causales números 1, 4, 6 y 7 de dicho artículo. Asimismo, procederá este recurso cuando en la sentencia definitiva se hubiere omitido alguno de los requisitos establecidos en el artículo 25 de esta ley; o cuando la sentencia haya sido pronunciada con infracción manifiesta de las normas sobre apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.





El recurso de casación deberá interponerse ante el Tribunal Ambiental que dictó la resolución recurrida para ante la Corte Suprema y tendrá preferencia para su vista y fallo. Para tales efectos, los plazos y procedimientos para el conocimiento del recurso de casación se ajustarán a lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.





No será aplicable para estos efectos lo dispuesto en los artículos 769 y 775 del mismo Código.





Ante la Corte sólo podrá rendirse prueba documental salvo que ella, de oficio, disponga la práctica de otras pruebas.”.

Artículo nuevo.

Ha intercalado el siguiente artículo 27, nuevo.

“Artículo 27.- Contiendas de competencia. Las contiendas de competencia que afecten a los Tribunales Ambientales entre sí o con otros tribunales serán resueltas por la Corte Suprema.”.



Artículo 27.-

Ha pasado a ser artículo 29.

Inciso tercero.

Ha sustituido las palabras “en el” que siguen a los términos “lo previsto” por las siguientes “en los números 4°, 5° y 6° del”.

Artículo 28.-

Ha pasado a ser artículo 30.

Inciso segundo.

Ha sustituido la expresión "artículo 16” por “artículo 17”.

Artículo 29.-

Ha pasado a ser artículo 31.

Ha sustituido la expresión "artículo 16” por ”artículo 17” y ha agregado a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) lo siguiente: 



“a costa del Tribunal, lo que deberá efectuarse dentro de quinto día de ejecutoriada.”.

Artículo 31.-

Ha pasado a ser artículo 33.

Inciso primero.

Ha reemplazado la expresión  “que la demanda se complemente” por el vocablo “complementarla”.





Inciso segundo

Ha suprimido la frase final del siguiente tenor: “respecto de esa acción”.

Inciso cuarto.

Lo ha suprimido.

Inciso quinto.





Ha intercalado, entre las palabras “Este plazo, que” y la expresión “se aumentará” los términos “, en su caso,“.




Artículo 32.-

Ha pasado a ser artículo 34.

Lo ha sustituido  por el siguiente:





“Artículo 34.- Excepciones dilatorias. Las excepciones dilatorias sólo podrán oponerse como cuestiones principales, en el mismo escrito de contestación y se tramitarán conjuntamente con la demanda, sin suspender el procedimiento. No obstante, si se hubiere deducido la excepción de incompetencia, el Tribunal podrá decretar la suspensión del procedimiento y sustanciar y tramitar previamente dicha excepción. En este caso el Tribunal dará traslado al demandante por un plazo de cinco días para que haga valer sus alegaciones.”.

Artículo 33.-

Ha pasado a ser 35.

Lo ha reemplazado por el siguiente:





“Artículo 35.- De la prueba. El Tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica; al hacerlo deberá expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia, en cuya virtud le asigne valor o la desestime. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.





Serán admisibles todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos y que sean aptos para producir fe. El Tribunal podrá reducir el número de pruebas de cada parte si estima que son manifiestamente reiteradas y podrá decretar, en cualquier estado de la causa, cuando resulte indispensable para aclarar hechos que aún parezcan obscuros y dudosos, la práctica de las diligencias probatorias que estime convenientes. No habrá testigos ni peritos inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe merecer fe.





En ningún caso se podrá rendir pruebas ante un tribunal distinto que el Tribunal Ambiental.".

Artículo 34.-

Ha pasado a ser artículo 36.

Ha reemplazado, la expresión "artículo 25” por "artículo 26" y "artículo 40”  por "artículo 42”.

Artículo 37.-

Ha pasado a ser artículo 39.

Lo ha sustituido por el siguiente:





“Artículo 39.- Prueba documental. La prueba documental podrá presentarse hasta cinco días antes de la celebración de la audiencia.”.

Artículo 38.-

Ha pasado a ser artículo 40.

Inciso segundo.

Ha reemplazado, la frase final “de que ella se verifique” por la siguiente: “del inicio de la audiencia”.

Artículo 39.-

Ha pasado a ser artículo 41.

Inciso primero.

Ha sustituido, la expresión "artículo 35” por  “artículo 37".

Artículo 40.-

Ha pasado a ser artículo 42

Inciso primero.

Ha intercalado entre los vocablos “el Tribunal” y “dictará sentencia” la expresión “prescindirá de él y”.

Inciso tercero.

Lo ha reemplazado por el siguiente:

“Los honorarios y demás gastos derivados de la intervención de los peritos mencionados en este artículo corresponderán a la parte que los presente. Excepcionalmente, el Tribunal podrá eximir a la parte, total o parcialmente, del pago del honorario del perito cuando considere que ella no cuenta con medios suficientes para solventarlo. En este caso, el Tribunal regulará prudencialmente la remuneración del perito, teniendo presente los honorarios habituales de la plaza y el porcentaje de la remuneración que no fuere pagada por el solicitante. La cantidad asumida por el Tribunal será de cargo fiscal. Para lo anterior, el Tribunal requerirá contar con disponibilidad presupuestaria para dichos fines.”.

Incisos nuevos.

Ha agregado los siguientes incisos cuarto y quinto:


“Podrá el tribunal condenar al pago de las costas a la parte contra quien se dicte la sentencia como responsable del daño ambiental. 


Cada una de las partes podrá designar un perito adjunto, que podrá estar presente en todas las fases del estudio y análisis que sirvan de base a la pericia. De las observaciones del perito adjunto deberá darse cuenta en el informe definitivo. El costo que represente la labor de estos peritos deberá ser asumido por la parte que lo designe.”.

Artículo 41.-

Ha pasado a ser artículo 43.

Inciso segundo.

Ha suprimido la frase final “y el Tribunal procederá a dictar sentencia, sin más trámite”.

Artículo nuevo.

Ha incorporado el siguiente artículo 44, nuevo:


“Artículo 44.- Indemnidad de la reparación del daño ambiental. La acción de reparación ambiental no podrá ser objeto de transacción o cualquier otro tipo de acuerdo que exima al autor de implementar medidas de reparación ambiental del daño causado.”.

Artículo 43.-

Ha pasado a ser artículo 46.

Ha agregado, el siguiente inciso segundo:


“La acción de indemnización de perjuicios prescribirá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 de la ley N° 19.300. Sin perjuicio de lo anterior, la señalada prescripción se suspenderá desde la notificación de la acción de reparación por daño ambiental hasta que se encuentre firme o ejecutoriada la sentencia que ponga término al respectivo juicio o haga imposible su continuación.”.

Artículo 45.-

Ha pasado a ser artículo 48.

Ha sustituido el subtítulo "Contiendas de competencia." por  



“Contiendas de competencia entre órganos administrativos.”.

Disposiciones Transitorias

Artículo primero.-

Inciso primero

Ha suprimido la frase “con asiento en la comuna de Santiago”.

Artículo segundo.-

Inciso primero


Lo ha sustituido, por el siguiente:


“Artículo segundo.- La instalación del Primer Tribunal Ambiental y del Tercer Tribunal Ambiental se efectuará en el plazo de doce meses contado desde la publicación de esta ley.”. 

Inciso segundo


Lo ha suprimido.

Artículo tercero.-

Inciso primero.

Ha suprimido la frase “,con asiento en la comuna de Santiago”.





Inciso segundo.

Ha sustituido la expresión "artículo 16” por “artículo 17”.

Inciso tercero.

Ha sustituido la frase “Tribunal Ambiental de Santiago” por “Segundo Tribunal Ambiental”.

Artículo transitorio, nuevo.

Ha intercalado el siguiente artículo quinto transitorio, pasando los actuales artículos quinto y sexto, a ser sexto y séptimo, respectivamente:

“Artículo quinto.- La incompatibilidad establecida en el inciso primero del artículo 3° de esta ley regirá respecto de quienes se hayan desempeñado como director Ejecutivo o directores regionales de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.”.

Artículo quinto.-

Ha pasado a ser artículo sexto.

Ha eliminado la frase  “, con asiento en la comuna de Santiago”.

*********

Hago presente a Vuestra Excelencia que, los artículos 1°; 3°;4°;5°;6°;7°;8°;9°; 10, nuevo; 10, que ha pasado a ser 11; 11, que ha pasado a ser 12; 14, que ha pasado a ser 15; 16, que ha pasado a ser 17; 25, que ha pasado a ser 26; 27, nuevo; 43, que ha pasado a ser 46; 45, que ha pasado a ser 48;  transitorios primero; segundo; tercero; cuarto, y quinto, nuevo, fueron aprobados en general por el voto favorable de 111 Diputados, en tanto que en particular fueron aprobados por la misma votación, con excepción del artículo 5° que fue aprobado por el voto favorable de 84 Diputados;  en todos los casos de 120 Diputados en ejercicio.


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 795/SEC/10 de 5 de octubre de 2010.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL

(7196-06)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado, que crea el Ministerio de Desarrollo Social (boletín N° 7196-06), con las siguientes enmiendas: 

Artículo 1°

Inciso primero

Ha reemplazado la conjunción disyuntiva "o" entre las expresiones "equidad" y "desarrollo social", por "y,o".

Inciso segundo

Ha reemplazado la conjunción disyuntiva "o" entre las expresiones "equidad" y "desarrollo social", por "y,o".

Inciso cuarto

Ha sustituido la expresión "los proyectos" por "las iniciativas".

Artículo 2°

Numeral 3)

Ha reemplazado la oración "de la ley N° 20.285", por la siguiente "de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado".  

Numeral 4)

i) Ha sustituido la frase "los proyectos de inversión" por "las iniciativas de inversión".

ii) Ha reemplazado la palabra "evaluados" por "evaluadas".

iii) Ha sustituido la expresión "de la ley N° 20.285", por "de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado".

Numeral 5)

Lo ha sustituido por el siguiente:


"5) Iniciativas de Inversión: corresponde a los gastos por concepto de estudios preinversionales, de prefactibilidad, factibilidad y diseño, destinados a generar información que sirva para decidir y llevar a cabo la ejecución futura de proyectos de inversión pública. Asimismo, considera los gastos en  proyectos de inversión que realizan los organismos del sector público, para inicio de ejecución de obras y,o la continuación de las obras iniciadas en años anteriores, con el fin de incrementar, mantener o mejorar la producción de bienes o prestación de servicios, incluyendo, aquello que forme parte integral de un proyecto de inversión. Además, comprende los programas de inversión. Dichos estudios, proyectos y programas de inversión serán aquellos a que hace referencia el inciso cuarto del artículo 19 bis del decreto ley Nº 1.263, de 1975. Se incluirán también las iniciativas de inversión pública a que se refiere el inciso final del artículo 2° del decreto N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas,  que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del referido Ministerio.".

Numeral 6)

Para reemplazar, la conjunción disyuntiva "o" entre las expresiones "desarrollo social" y "equidad", por la expresión "y,o".

Artículo 3°

Letra a)

Ha agregado, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente frase: "que el Ministerio de Desarrollo Social ejecute por sí o a través de sus servicios públicos dependientes o relacionados.".

Letra b)

i) 
Ha intercalado entre la expresión “Establecer, previa” y la palabra “aprobación” la siguiente frase: “consulta al consejo de la sociedad civil de la ley N° 20.500 en la forma que establece dicha ley y”.

ii) Ha agregado, a continuación de la expresión "atingencia de los programas sociales", las palabras "nuevos o".

iii) Ha eliminado la expresión "implementarse, ampliarse o".

iv) Ha agregado, a continuación de la expresión "reformularse", la palabra "significativamente".

Letra c)

Párrafo primero

Lo ha reemplazado por el siguiente:


"Evaluar y pronunciarse, a través de un informe de recomendación, sobre los programas sociales nuevos o que planteen reformularse significativamente, que sean propuestos por los ministerios o servicios públicos, de manera de lograr una coordinación en el diseño de las políticas sociales. El informe deberá contener una evaluación, entre otros, de la consistencia, coherencia y atingencia de tales programas sociales, y este análisis será un factor a  considerar en la asignación de recursos en el proceso de formulación del proyecto de Ley de Presupuestos.".

Párrafo tercero

Ha introducido las siguientes modificaciones:


i) Ha sustituido la palabra "determinará" por la frase "regulará estas evaluaciones, determinando".


ii) Ha reemplazado la expresión "posibilidad y forma de solucionar" por "mecanismos de solución de".


iii) Ha sustituido la conjunción copulativa "y" posterior a la palabra "observaciones" por una coma (,) y agregado a continuación de ésta la siguiente frase: "las circunstancias excepcionales que podrían justificar prescindir de ellas por el plazo que determine este reglamento, las características que definirán como significativa la reformulación de un programa social,". 


iv) Ha agregado a continuación de la expresión "la presentación de las propuestas de nuevos programas sociales", la frase siguiente: "o que se reformulen significativamente".


v) Ha eliminado, a continuación de la expresión "asegurar la", la siguiente: "eficiencia y".


vi) Ha agregado a continuación de la oración "Las demás normas e instructivos necesarios para regular", la expresión "la evaluación de".


vii) Ha reemplazado la expresión "dichos ministerios" por "los Ministros de dichas secretarías de Estado".

Párrafo nuevo

Ha agregado un párrafo cuarto nuevo, pasando el actual párrafo cuarto a ser quinto, del siguiente tenor: 

"El reglamento señalado en el inciso anterior contendrá también las normas a que se encontrarán afectos los programas sociales cuando incluyan iniciativas de inversión, de tal forma de determinar si estas últimas serán evaluadas conforme a la regulación establecida en esta letra o aquella a que se refiere la letra g) de este mismo artículo. Dichas normas podrán hacer distinciones según tipo de programa social o iniciativas de inversión.".

Letra e)

Ha reemplazado la expresión "de la ley N° 20.285", por la siguiente "de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado".  

Letra g)

Párrafo primero

Ha reemplazado las palabras "los proyectos" por "las iniciativas", las dos veces que aparecen.

Párrafo segundo:

i) Ha sustituido: las palabras "toda inversión que utilice" por: "las iniciativas de inversión que utilicen" y la expresión "sea socialmente rentable" por "sean socialmente rentables".

ii) Ha reemplazado la frase: "nacionales y regionales de desarrollo", por: "de crecimiento y desarrollo económico y social que se determinen para el país y sus regiones". 

iii) Ha sustituido las palabras "los proyectos" por "las iniciativas".

iv) Ha suprimido la frase: "y de aquellos financiados mediante transferencias de capital".

v) Ha agregado, a continuación de la palabra "Presupuestos" la frase ",a más tardar, el 30 de noviembre de cada año".

Párrafo nuevo

Ha agregado un párrafo tercero nuevo, pasando el actual párrafo tercero a ser cuarto: 

"Además, evaluará los proyectos de inversión de las municipalidades que se financien en más de un 50% mediante aportes específicos del Gobierno Central contemplados en la Ley de Presupuestos del Sector Público y que no se encuentren exceptuados de conformidad a lo dispuesto en el párrafo precedente. No obstante lo anterior, la evaluación de los proyectos de inversión de las municipalidades que se financien con recursos provenientes del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, se regirán por las normas aplicables a los proyectos que se financian con dicho Fondo.".

Párrafo tercero

Ha intercalado en el párrafo tercero, que ha pasado a ser cuarto, entre las expresiones "comprendidas en" y "esta ley.", la frase "el numeral 5) del artículo 2° de".

Letra i)

Ha sustituido la frase "los estudios de preinversión de los proyectos de inversión evaluados" por "las iniciativas de inversión evaluadas".

Letra o)

Ha reemplazado, la expresión "velar por" por el vocablo "promover".

Letra s)

Párrafo primero

Ha agregado, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: "El Ministerio de Desarrollo Social deberá colaborar con dichas unidades evaluadoras para efectos que puedan acceder, de conformidad a la normativa vigente, a la información que requieren.".

Inciso nuevo:

Ha agregado un inciso final, nuevo, del siguiente tenor: 

"Lo dispuesto en las letras a), o), p), q) y r) precedentes no será aplicable al Servicio Nacional de la Mujer.".

Artículo 6°

Inciso primero

Ha agregado a continuación del punto aparte (.)  que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Le corresponderá, además, la coordinación de los servicios públicos dependientes y de los sometidos a la supervigilancia del Presidente de la República a través  del Ministerio de Desarrollo Social.”.

Inciso segundo

Ha agregado, a continuación de la expresión "Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social" la siguiente: "y la administración y servicio interno del Ministerio".

Artículo 8°

Inciso primero

i) Ha sustituido  la frase "los estudios de preinversión de los proyectos" por "las iniciativas".

ii) Ha eliminado la frase: "incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital,".

Inciso segundo

Letra e)

Ha sustituido la expresión "Velar por" por el vocablo "Promover".

Letra f)

i) Ha reemplazado la frase "los estudios de preinversión de los proyectos de inversión" por "las iniciativas de inversión".

ii) Ha eliminado la frase: "incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital,".

Letra i)

Ha sustituido la frase "los estudios de preinversión de los proyectos" por "las iniciativas", y ha reemplazado el vocablo "financiados" por "financiadas".

Artículo 12

Inciso primero

Letra h)

Ha reemplazado la frase "El Ministro Director", por "La Ministra Directora".

Inciso nuevo

Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:

"Al Comité Interministerial sólo podrán asistir quienes estén ejerciendo el cargo de Ministro del respectivo Ministerio.".

Artículo 14

Letra a)

Ha reemplazado la conjunción disyuntiva "o" entre las expresiones "equidad" y "desarrollo social", por "y,o".

Letra c)

i) Ha agregado, luego de la palabra "Ministerio", la frase "por cuyo intermedio se ejecuten programas sociales".

ii) ha reemplazado la conjunción disyuntiva "o" entre las expresiones "equidad" y "desarrollo social", por "y,o".

Letra e)

i) Ha agregado, a continuación de la expresión "los programas sociales" la siguiente: "nuevos o".

ii) Ha eliminado, la expresión "implementarse, ampliarse o". 

iii) Ha agregado, a  continuación  de la palabra "reformularse", la siguiente: "significativamente".

iv) Ha intercalado, entre las frases "los ministerios o servicios públicos," y "propuestos por el Ministerio.", la oración "así como su coordinación y complementación con otros programas sociales en ejecución o que planteen implementarse".

Artículo 15

Ha intercalado, a continuación de la palabra "acuerdos" la siguiente expresión: ", que serán vinculantes,".

Artículo 16

Inciso primero

Ha sustituido la palabra "funcionario" por "profesional".

Artículo 21

Lo ha suprimido.

Artículo 22

Lo ha suprimido.

Artículos transitorios

Artículo primero

Número 4)

Párrafos nuevos

Ha agregado los siguientes Párrafos segundo y tercero:

“Todos los funcionarios titulares de planta del Ministerio de Planificación serán encasillados en cualquiera de las plantas que se fijen de conformidad a los numerales 2 y 3 del presente artículo. 

Todo el personal a contrata de la Subsecretaría de Planificación será traspasado a cualquiera de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social.”.

*********


Hago presente a Vuestra Excelencia que los artículos 1°; 3°, letras b), g), l) y u); 4°; 5°; 6°; 8°; 11; 12; 13; 14; 20 y 25, fueron aprobados, en general, con el voto favorable de  99 Diputados, en tanto que en particular, lo fueron por el voto a favor que se indica en cada caso: artículo 1°, por 106 votos; artículo 3°, letras b), g), l) y u) por 109 votos; artículo 4°, por 75 votos; artículo 5°, por 100 votos; artículo 6°, por 112 votos; artículo 8°, por 110 votos; artículos 11 y 12, por 109 votos; artículo 13, por 110 votos; artículo 14, por 113 votos; artículo 20, por 107 votos, y artículo 25, por 110 votos; en todos los casos de un total 119 Diputados en ejercicio, dándose cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. 


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 662/SEC/11 de 10 de mayo de 2011.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE INFORMACIÓN AL CONGRESO NACIONAL EN MATERIA PRESUPUESTARIA

(7414-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez, Camilo Escalona Medina, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Alejandro Navarro Brain. 


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, de la Dirección de Presupuestos, la Directora, señora Rosanna Costa; el Subdirector, señor Guillermo Pattillo, el abogado, señor Fuad Rumié; el Jefe de Gabinete de la Directora, señor Francisco López; y el asesor, señor Lucas Palacios.


Del Ministerio de Hacienda, el asesor, señor Pablo Santiago.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Egle Zavala


De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Coordinadora Legislativa, señorita Macarena Lobos.


El asesor del Honorable Senador señor Escalona, don Jaime Romero.

     
De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas.

- - -


Cabe hacer presente que el proyecto fue discutido por la Comisión de Hacienda, en primer informe, en general y en particular a la vez, en virtud de lo acordado por la Sala del Senado en sesión de 6 de abril de 2011. Posteriormente, fue aprobado en general por la Sala de la Corporación en sesión de 12 de julio del corriente, abriéndose plazo de indicaciones hasta el día 1 de agosto de 2011.


Se hace presente, asimismo, que en virtud de los acuerdos adoptados por la Comisión, la ley en que se introduce un nuevo título y los artículos que lo componen, es la ley N° 20.128, sobre responsabilidad fiscal, y no el decreto ley 1.263, sobre administración financiera del Estado, como originalmente planteaba la moción que dio origen al proyecto de ley.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Posibilitar el acceso, por parte del Congreso Nacional, a la información relativa a los decretos que dispongan modificaciones o reasignaciones presupuestarias, al conocimiento desagregado de los antecedentes para el estudio del proyecto de ley de presupuestos, y al estado de la ejecución presupuestaria. Asimismo, establecer facultades para solicitar, vía oficio, información relacionada con el presupuesto de la Nación a los distintos organismos de la Administración Central del Estado y a las Empresas del Estado consideradas en el presupuesto de la Nación. 

- - -

Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:





I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.





II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna.





III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 1.





IV.- Indicaciones rechazadas: ninguna. 





V.- Indicaciones retiradas: ninguna.





VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único

El artículo único del proyecto de ley agrega el siguiente Título VI bis, nuevo, que contiene los artículos 69A, 69B, 69C y 69D, al decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado:

“Título VI bis

De la información al Congreso Nacional.

Artículo 69 A.- El Ejecutivo deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional todos los decretos que dispongan modificaciones o reasignaciones al presupuesto aprobado, a más tardar 15 días después de su total tramitación.

Artículo 69 B.- Todas las Partidas contenidas en el Proyecto de Ley de Presupuestos que se envíe anualmente para su aprobación al Congreso Nacional, deben contemplar información desagregada a nivel nacional y regional de los subtítulos 21 “Gastos en Personal”, 22 “Bienes y Servicios de Consumo”, 24 “Transferencias Corrientes”, 26 “Otros Gastos Corrientes”, 27 “Aporte Fiscal Libre”, 28 “Aporte Fiscal para Servicio de la Deuda”, 29 “Adquisición de Activos No Financieros”, 30 “Adquisición de Activos Financieros”, 31 “Iniciativas de Inversión”, 33 “Transferencias de Capital”, 34 “Servicio de la Deuda” y 35 “Saldo Final de Caja”, y de todos los ítem y asignaciones relacionados con los subtítulos antes mencionados. Del mismo modo, cada Ministerio informará detalladamente los programas, proyectos, iniciativas o actividades a realizar con dichos recursos.

Artículo 69 C.- Los Ministerios entregarán a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional informes trimestrales de ejecución presupuestaria, que contengan el nivel de avance en la ejecución, tanto física como financiera, de los subtítulos mencionados en el artículo precedente.

Artículo 69 D.- La Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, a través de la Secretaría de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, estará facultada para solicitar, vía oficio, información relacionada con el presupuesto de la Nación, a los distintos organismos de la Administración Central del Estado como a las Empresas del Estado consideradas en el presupuesto de la Nación. Tanto los organismos del Estado como sus empresas deberán obligatoriamente enviar dicha información a más tardar dentro de los 10 días hábiles siguientes que reciban la solicitud de información, so pena de incurrir, el responsable, en incumplimiento grave de sus obligaciones.”.


En el plazo abierto al efecto, fue formulada la indicación número 1, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir el artículo único por el siguiente:

“Artículo Único.- Agrégase a la ley N° 20.128, sobre responsabilidad fiscal, el siguiente Título III, con sus respectivos artículos 19 a 23, nuevos, pasando el actual Título III a ser Título IV y los artículos 19 y siguientes actuales a tomar la numeración correlativa correspondiente:

“TÍTULO III

NORMAS SOBRE INFORMACIÓN PRESUPUESTARIA

Artículo 19.- La Dirección de Presupuestos deberá remitir, por medios electrónicos, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los primeros 15 días de cada mes, copia de los decretos totalmente tramitados en el mes anterior que dispongan:

1) modificaciones o reasignaciones presupuestarias.

2) identificaciones de iniciativas de inversión.

Dichos decretos deberán ser publicados en igual fecha en la página web de la Dirección de Presupuestos.

Complementariamente, dentro de los 30 días siguientes al vencimiento del trimestre respectivo la Dirección de Presupuestos deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe consolidado de las modificaciones presupuestarias efectuadas en el trimestre anterior, especificando los montos incrementados o disminuidos por subtítulo y partida.

Artículo 20.- La Dirección de Presupuestos deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, en forma complementaria y como parte de los antecedentes para la discusión de la Ley de Presupuestos, información desagregada a nivel de ítems y asignaciones de los subtítulos de gastos de todas las partidas presupuestarias, incluyendo datos desagregados a nivel regional, cuando corresponda. La precitada información se remitirá por medios electrónicos que permitan su análisis y procesamiento.

Asimismo, en la misma oportunidad, deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos la nómina de las iniciativas de inversión que se proyecta ejecutar el año siguiente, desglosada por Ministerio, y detallada a nivel regional y comunal, cuando ello sea factible, para las partidas correspondientes a lo menos, de los Ministerios de Interior, Educación, Obras Públicas, Justicia, Defensa, Salud, Vivienda  y Transportes y Telecomunicaciones. Esta misma información deberá ser remitida respecto al presupuesto del Instituto Nacional del Deporte.

En el caso del Ministerio de Defensa, las obligaciones se entienden concordantes con el inciso final del artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263.

Artículo 21.- Los Ministerios informarán trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional acerca del nivel de avance en la ejecución física en materia de inversiones, la cantidad de beneficiarios o volumen de servicios entregados, según sea el caso y cuando ello sea posible, asociado a la ejecución financiera de los subtítulos de gasto de sus respectivas partidas presupuestarias, incluyendo información desagregada a nivel regional que se encuentre disponible En todo caso, podrán especificar aquellos programas, proyectos o gastos que, por sus características, no se registran regionalmente.

Artículo 22.- La Dirección de Presupuestos enviará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional la siguiente información:

1) Informes trimestrales de ejecución, que contengan el nivel de avance en la ejecución financiera de los subtítulos de gastos de todas las Partidas, con la desagregación señalada en el inciso primero del artículo 20, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.

En el caso de la ejecución de las iniciativas de inversión, el informe deberá incluir además los montos identificados y devengados por proyecto.

2) Informe de la ejecución mensual del presupuesto de ingresos y gastos de las partidas, capítulos y programas aprobados, respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, dentro de los 30 días siguientes al término del respectivo mes.

Artículo 23.- Las comisiones o los parlamentarios debidamente individualizados en sesión de Sala, o de Comisión, podrán solicitar a través de la Oficina de Informaciones de la respectiva Corporación o de la Oficina de Asesoría Presupuestaria del Senado, vía oficio, información relacionada con el presupuesto de la Nación, a los distintos organismos de la Administración Central del Estado como a las Empresas del Estado consideradas en el presupuesto vigente. A estas solicitudes les serán aplicables las normas establecidas en los artículos 9º y 10 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.”.”.


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Lagos y Novoa, con las enmiendas que seguidamente se reseñan:

- Corregir la referencia a los artículos que se incorporan a la ley N° 20.128, y las subsiguientes enmiendas de numeración que en dicho cuerpo legal se introducen.


- Realizar modificaciones formales en el artículo 19 propuesto, que pasó a ser artículo 16.


- En el inciso segundo del artículo 20 propuesto, que pasó a ser  artículo 17, agregar una coma (“,”) a continuación de “correspondientes”, y reemplazar la preposición “de” que antecede a “los Ministerios”, por “a”.


- En el artículo 21 propuesto, que pasó a ser artículo 18, sustituir la coma (“,”) que sigue a la voz “inversiones” por la conjunción “y”, antecedida de un espacio, suprimir la frase “y cuando ello sea posible” y agregar una letra “s” a la palabra “asociado”.


- En el artículo 23 propuesto, que pasó a ser artículo 20, sustituir, a continuación del punto seguido (“.”), la frase “los artículos 9° y” por “el artículo”.

- - -

MODIFICACIONES





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley despachado en general por la Sala del Senado, con una enmienda consistente en sustituir el artículo único de la moción por el que seguidamente se indica:

PROYECTO DE LEY

“Artículo Único.- Agrégase a la ley N° 20.128, sobre responsabilidad fiscal, el siguiente Título III, con sus respectivos artículos 16, 17, 18, 19 y 20, nuevos, pasando los actuales Título III y Título IV a ser Título IV y Título V, respectivamente, y los actuales artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23 y 24 a ser artículos 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28 y 29, respectivamente:

“TÍTULO III

NORMAS SOBRE INFORMACIÓN PRESUPUESTARIA

Artículo 16.- La Dirección de Presupuestos deberá remitir, por medios electrónicos, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los primeros 15 días de cada mes, copia de los decretos totalmente tramitados en el mes anterior que dispongan:

1) Modificaciones o reasignaciones presupuestarias.

2) Identificaciones de iniciativas de inversión.

Dichos decretos deberán ser publicados en igual fecha en la página web de la Dirección de Presupuestos.

Complementariamente, dentro de los 30 días siguientes al vencimiento del trimestre respectivo la Dirección de Presupuestos deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe consolidado de las modificaciones presupuestarias efectuadas en el trimestre anterior, especificando los montos incrementados o disminuidos por subtítulo y partida.

Artículo 17.- La Dirección de Presupuestos deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, en forma complementaria y como parte de los antecedentes para la discusión de la Ley de Presupuestos, información desagregada a nivel de ítems y asignaciones de los subtítulos de gastos de todas las partidas presupuestarias, incluyendo datos desagregados a nivel regional, cuando corresponda. La precitada información se remitirá por medios electrónicos que permitan su análisis y procesamiento.

Asimismo, en la misma oportunidad, deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos la nómina de las iniciativas de inversión que se proyecta ejecutar el año siguiente, desglosada por Ministerio, y detallada a nivel regional y comunal, cuando ello sea factible, para las partidas correspondientes, a lo menos, a los Ministerios de Interior, Educación, Obras Públicas, Justicia, Defensa, Salud, Vivienda  y Transportes y Telecomunicaciones. Esta misma información deberá ser remitida respecto al presupuesto del Instituto Nacional del Deporte.

En el caso del Ministerio de Defensa, las obligaciones se entienden concordantes con el inciso final del artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263.

Artículo 18.- Los Ministerios informarán trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional acerca del nivel de avance en la ejecución física en materia de inversiones y la cantidad de beneficiarios o volumen de servicios entregados, según sea el caso, asociados a la ejecución financiera de los subtítulos de gasto de sus respectivas partidas presupuestarias, incluyendo información desagregada a nivel regional que se encuentre disponible. En todo caso, podrán especificar aquellos programas, proyectos o gastos que, por sus características, no se registran regionalmente.

Artículo 19.- La Dirección de Presupuestos enviará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional la siguiente información:

1) Informes trimestrales de ejecución, que contengan el nivel de avance en la ejecución financiera de los subtítulos de gastos de todas las Partidas, con la desagregación señalada en el inciso primero del artículo 20, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.

En el caso de la ejecución de las iniciativas de inversión, el informe deberá incluir además los montos identificados y devengados por proyecto.

2) Informe de la ejecución mensual del presupuesto de ingresos y gastos de las partidas, capítulos y programas aprobados, respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, dentro de los 30 días siguientes al término del respectivo mes.

Artículo 20.- Las comisiones o los parlamentarios debidamente individualizados en sesión de Sala, o de Comisión, podrán solicitar a través de la Oficina de Informaciones de la respectiva Corporación o de la Oficina de Asesoría Presupuestaria del Senado, vía oficio, información relacionada con el presupuesto de la Nación, a los distintos organismos de la Administración Central del Estado como a las Empresas del Estado consideradas en el presupuesto vigente. A estas solicitudes les serán aplicables las normas establecidas en el artículo 10 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.”.”. (Indicación número 1. Unanimidad 3x0).

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 2 de agosto de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 8 de agosto de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONCEDE PERMISO A LAS MADRES DE HIJOS DISCAPACITADOS PARA AUSENTARSE DEL TRABAJO

(6725-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora María Angélica Cristi Marfil, y señores Ramón Barros Montero, Sergio Correa De la Cerda, Julio Dittborn Cordúa, Javier Hernández Hernández, Juan Masferrer Pellizzari, Patricio Melero Abaroa, Jorge Sabag Villalobos, Felipe Salaberry Soto y Gastón Von Mülehnbrock Zamora.


Os hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.


A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistió, además de los miembros de la Comisión, la Honorable Diputada señora María Angélica Cristi Marfil. Asimismo, concurrió la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei Fornet, acompañada por el asesor legislativo de dicha Secretaría de Estado, señor Francisco Del Río.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Establecer el derecho a un permiso para ausentarse del trabajo, en los términos del artículo 199 bis del Código del Trabajo, para los padres, o la persona que tenga el cuidado personal, o que sea el cuidador -de conformidad a la ley N° 20.422-, de un menor con discapacidad, debidamente inscrito en el Registro Nacional de la Discapacidad, o siendo menor de 6 años de edad, con la determinación diagnóstica del médico tratante. Igual derecho se contempla en el caso de personas mayores de 18 años, con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual y multidéficit.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- El Código del Trabajo. 


2.- La ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

II. ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que origina el proyecto de ley en informe, entre sus fundamentos, señala los siguientes:


En primer lugar, recuerda que la ley N° 19.284 regula los derechos de las personas con discapacidad. Dicho texto legal, agrega, tiene por objetivo promover la plena integración de las personas con discapacidad, orientándose en torno al principio de equiparación de oportunidades, estableciendo acciones estatales de prevención y de rehabilitación. Entre las primeras, acota, están aquellas cuyo propósito es evitar las causas de las deficiencias que puedan ocasionar la discapacidad. Las segundas, en tanto, tienen por objeto permitir que las personas que tienen una discapacidad, accedan a las prestaciones y servicios necesarios para su recuperación funcional y su mantenimiento.


Sin embargo, advierte la Moción, a pesar de los grandes avances que se han logrado en esta materia, resulta necesario revisar esta normativa para actualizarla a nuevos desafíos. Explica que diversos factores influyen en esta apreciación, entre ellos, principalmente, el porcentaje importante de personas que presentan algún nivel de discapacidad en nuestro país, el cual alcanza una cifra cercana al 15% de la población total. De ellos, puntualiza, la mitad tiene una disminución severa o graves dificultades para realizar actividades esenciales de la vida diaria, como, por ejemplo, vestirse, comer y desplazarse.


Por lo anterior, destaca, resulta muy importante que, en un marco universal de cultura y respeto de los derechos humanos, se coloque el acento ahora sobre el entorno social y no sobre las deficiencias de las personas, construyendo una mirada que reconozca y valore la diversidad, al mismo tiempo que enfatice la efectiva igualdad de oportunidades para todos. En este sentido, agrega, Chile requiere eliminar paulatinamente las dificultades que aún existen para la plena integración de los discapacitados, consecuente con lo establecido en la ley N° 19.284. 


Uno de estos obstáculos, acota, lo constituye la propia regulación laboral, la cual no siempre toma en consideración las situaciones que viven a diario los trabajadores que tienen hijos con deficiencias de este tipo y que requieren de cuidados especiales.


Además, la tendencia natural en la protección de los menores por parte de sus padres, es cada vez más amplia en nuestra legislación. Así, nuestro Código del Trabajo ha sido complementado en diversas ocasiones para ir perfeccionando algunos mecanismos que permitan la protección y cuidado de los menores por parte de sus padres. En ese contexto, concluye, resulta pertinente considerar dentro del concepto de cuidado, además de las enfermedades o accidentes, la discapacidad permanente. Ello, además, estaría en plena armonía con la citada ley N° 19.284, en cuanto al apoyo que debe brindarse a las personas con discapacidad.

- - -


Cabe hacer presente que, con posterioridad al despacho de este proyecto de ley por la Honorable Cámara de Diputados, la ley N° 20.422 -que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, publicada en el Diario Oficial con fecha 10 de febrero de 2010-, mediante su artículo 82, derogó la ley N° 19.284, que establecía normas para la plena integración social de las personas con discapacidad, y a la cual hace referencia la Moción en sus fundamentos, con excepción de sus artículos 21, 25-A a 25-F, ambos inclusive, y 65, los que, por disposición del nuevo texto normativo sobre la materia, se entienden vigentes para todos los efectos legales.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue:


“Artículo único.- Incorpóranse, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, en el artículo 199 bis del Código del Trabajo: 


“Iguales derechos y mecanismos de restitución serán aplicables a los padres, a la persona que tenga su cuidado personal o sea cuidador en los términos establecidos en la letra d) del artículo 6°, de la ley N° 20.422, de un menor con discapacidad, debidamente inscrito en el Registro Nacional de la Discapacidad, o siendo menor de 6 años, con la determinación diagnóstica del médico tratante.


Lo dispuesto en el inciso precedente se aplicará, en iguales términos, tratándose de personas mayores de 18 años con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual y multidéficit. 


En todo caso, de la ausencia al trabajo se deberá dar aviso al empleador dentro de las 48 horas siguientes al ejercicio del derecho.”.”.


Por consiguiente, el proyecto de ley en estudio incide en el artículo 199 bis del Código del Trabajo, el cual regula el permiso contemplado en favor de la trabajadora -y, en determinados casos, del trabajador- para ausentarse de su lugar de trabajo, cuando la salud de un hijo, menor de 18 años de edad, requiera la atención personal de sus padres. Para una más adecuada comprensión de las modificaciones propuestas por la presente iniciativa legal, se transcribe a continuación la norma en referencia.


“Artículo 199 bis. Cuando la salud de un menor de 18 años requiera la atención personal de sus padres con motivo de un accidente grave o de una enfermedad terminal en su fase final o enfermedad grave, aguda y con probable riesgo de muerte, la madre trabajadora tendrá derecho a un permiso para ausentarse de su trabajo por el número de horas equivalentes a diez jornadas ordinarias de trabajo al año, distribuidas a elección de ella en jornadas completas, parciales o combinación de ambas, las que se considerarán como trabajadas para todos los efectos legales. Dichas circunstancias del accidente o enfermedad deberán ser acreditadas mediante certificado otorgado por el médico que tenga a su cargo la atención del menor.


Si ambos padres son trabajadores dependientes, cualquiera de ellos, a elección de la madre, podrá gozar del referido permiso. Con todo, dicho permiso se otorgará al padre que tuviere la tuición del menor por sentencia judicial o cuando la madre hubiere fallecido o estuviese imposibilitada de hacer uso de él por cualquier causa. A falta de ambos, a quien acredite su tuición o cuidado.


El tiempo no trabajado deberá ser restituido por el trabajador mediante imputación a su próximo feriado anual o laborando horas extraordinarias o a través de cualquier forma que convengan libremente las partes. Sin embargo, tratándose de trabajadores regidos por estatutos que contemplen la concesión de días administrativos, primeramente el trabajador deberá hacer uso de ellos, luego podrá imputar el tiempo que debe reponer a su próximo feriado anual o a días administrativos del año siguiente al uso del permiso a que se refiere este artículo, o a horas extraordinarias.


En el evento de no ser posible aplicar dichos mecanismos, se podrá descontar el tiempo equivalente al permiso obtenido de las remuneraciones mensuales del trabajador, en forma de un día por mes, lo que podrá fraccionarse según sea el sistema de pago, o en forma íntegra si el trabajador cesare en su trabajo por cualquier causa.”.


Asimismo, es dable señalar que el artículo 6° de la ley N° 20.422, contempla las respectivas definiciones legales para los efectos de la normativa que ella contiene. En lo que a esta iniciativa legal concierne, la letra d) del mencionado precepto, consigna la noción de “cuidador” en los siguientes términos:


“d) Cuidador: Toda persona que proporciona asistencia permanente, gratuita o remunerada, para la realización de actividades de la vida diaria, en el entorno del hogar, a personas con discapacidad, estén o no unidas por vínculos de parentesco.”.


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, la Honorable Diputada señora Cristi, en su calidad de coautora del mismo, explicó sus principales aspectos y los fundamentos en los que se sustenta.


Sobre el particular, destacó, en primer lugar, que esta propuesta legislativa reviste especial importancia para las familias donde hay un hijo afectado por una discapacidad, particularmente en razón de que se trata de personas que no son autovalentes y, por tanto, requieren los cuidados de alguien que los asista en forma permanente. Sin embargo, añadió, la vida cotidiana a veces presenta inconvenientes que dificultan o impiden esos cuidados y, en tales casos, resulta imperioso que los padres de estos menores permanezcan junto a sus hijos, a fin de socorrerlos y atenderlos debidamente. 


En ese contexto, agregó, la iniciativa en análisis hace procedente para estos casos el permiso especial contemplado en el artículo 199 bis del Código del Trabajo, el cual autoriza a la madre trabajadora -y, en determinadas circunstancias, al padre trabajador- para ausentarse del trabajo cuando la salud de un menor de 18 años requiera la atención personal de sus padres en razón de un accidente grave o de una enfermedad terminal en su fase final o de enfermedad grave, aguda y con probable riesgo de muerte. Dicho permiso, al tenor de la norma en comento, puede extenderse por el número de horas equivalentes a diez jornadas ordinarias de trabajo al año, distribuidas a elección de la madre en jornadas completas, parciales o en combinación de ambas, las que se consideran como trabajadas para todos los efectos legales. Por otra parte, las circunstancias del accidente o enfermedad deben ser acreditadas mediante certificado otorgado por el médico que tenga a su cargo la atención del menor. Ahora bien, conforme a la iniciativa en examen, el referido permiso se estaría replicando en el caso de los menores con discapacidad, asimilando su situación a la de los hijos que sufren un accidente o padecen una enfermedad grave, con riesgo vital.


Puso especial énfasis en señalar que esta iniciativa legal recibió un amplio respaldo en la Honorable Cámara de Diputados, donde la opinión unánime estimó que contemplar este permiso también para el caso de los hijos discapacitados resulta no sólo necesario, sino que, además, de toda justicia. Hizo presente que en nuestro país hay más de 2.000.000 de personas discapacitadas, de las cuales, más de 160.000 son menores.


Recordó, asimismo, que durante el primer trámite constitucional, la Directora del Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS), señora Ximena Rivas Asenjo, planteó la pertinencia de establecer este permiso no sólo respecto de los menores con discapacidad, sino que, en general, en relación a todas las personas discapacitadas, toda vez que, en realidad, los discapacitados, con independencia de su edad, no pueden valerse por sí mismos.


Finalmente, destacó que este proyecto de ley fue muy bien recibido entre las familias que enfrentan esta compleja situación, porque, según manifestaron en su oportunidad, ello refleja una preocupación que, hasta ahora, no había existido en este orden.


Atendidas las consideraciones anteriores, hizo un llamado a aprobar la iniciativa legal en examen a la brevedad posible.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social manifestó que el Ejecutivo comparte la propuesta legislativa en trámite, en cuanto ella contempla un permiso para aquellas personas que están al cuidado de un menor con discapacidad y respecto de las cuales la vida diaria y doméstica muchas veces impone dificultades que complican aún más esa ya compleja tarea. Parece razonable, entonces, que ellas puedan acceder a un permiso que los autorice para no presentarse a trabajar, incluso sin aviso previo, pero restituyendo después el tiempo de ausencia con horas extraordinarias de trabajo, con el feriado anual o con días administrativos, según las distintas alternativas que al efecto consigna la normativa vigente y que, conforme a esta iniciativa, también serían aplicables en estos casos.


Sin perjuicio de lo anterior, continuó, sería necesario revisar quiénes serán las personas a las cuales se intenta favorecer, precisando los sujetos protegidos y que harán procedente el permiso. Así, añadió, sería pertinente analizar si existen distintos tipos de discapacidades y respecto de cuáles de ellas será admisible el permiso en cuestión. Definir, por ejemplo, si esta norma se aplicará cuando se trate de un menor que padece una sordera aun cuando ella no represente un riesgo para su vida, o si, por el contrario, esta regulación apuntará sólo a las discapacidades más graves. Otra situación que podría darse y generar dudas, prosiguió, es la de un joven mayor de 18 años que sufra una depresión severa y que esté bajo el riesgo latente de atentar contra su vida, caso en el cual la permanente presencia de los padres resulta fundamental. Allí no hay una discapacidad, pero sin duda que se trataría de una circunstancia psicológica grave, de cuidado y que habría que atender con urgencia. Por consiguiente, apuntó, ante la infinidad de posibilidades que podrían registrarse en los hechos, sería preciso aclarar en la ley a qué tipo de discapacidad nos estaremos refiriendo para la procedencia de este permiso. Ello, concluyó, sería un resguardo de que la normativa propuesta se orientará hacia quienes efectivamente se intenta proteger, esclareciendo que no será aplicable a los casos que queden al margen de su verdadero sentido y alcance. 


La Honorable Diputada señora Cristi indicó que este tema fue ampliamente discutido y analizado durante el primer trámite constitucional y, justamente por ello, la norma quedó redactada en términos tales que quedaran incluidas en el universo de beneficiarios, las personas que puedan ser calificadas como “no valentes”, es decir, aquellas que no puedan valerse o sostenerse por sí mismas. Es por ello, añadió, que la disposición en análisis, en lo pertinente, señala: “Iguales derechos y mecanismos de restitución serán aplicables a los padres, a la persona que tenga su cuidado personal o sea cuidador en los términos establecidos en la letra d) del artículo 6°, de la ley N° 20.422, de un menor con discapacidad, debidamente inscrito en el Registro Nacional de la Discapacidad, o siendo menor de 6 años, con la determinación diagnóstica del médico tratante.”.


No obstante, agregó, ello no obsta a que se incorpore en el texto legal alguna mención aclaratoria, que despeje toda duda y consigne expresamente que debe tratarse de personas no valentes para los efectos de otorgar el permiso en referencia.


Graficando la trascendencia de la regulación que se propone, indicó que, de acuerdo a los datos estadísticos, en nuestro país hay 26.891 menores con discapacidad severa, 111.000 en grado de leve y 24.000 en el de moderada. Entre los mayores de edad, en tanto, con discapacidad severa hay 377.051 personas y con moderada 489.000.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, complementando lo señalado, sostuvo que la incorporación en la ley de una expresión equivalente a “personas no valentes”, estaría en sintonía con el elemento ordenador del artículo 199 bis del Código del Trabajo, que es la norma que se propone modificar para estos efectos. Ello, explicó, por cuanto la primera parte de dicho precepto se refiere a los casos de menores que requieren “la atención personal de sus padres”, en tanto que la norma que se agregaría dispone que “Iguales derechos y mecanismos de restitución serán aplicables a …”, lo cual podría conducir a un importante grado de judicialización de estos asuntos, toda vez que sólo por la vía judicial se establecería finalmente cuando se está o no en presencia de una situación que dé lugar a la aplicación de los mismos derechos y en igualdad de condiciones. En cambio, si se incorpora en la ley una distinción entre “valente” y “no valente”, o si se reproducen los términos técnicos que contemple la ley sobre discapacidad o la nomenclatura que utilice el propio SENADIS, ello ayudaría mucho a clarificar la aplicación de la norma.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social agregó que, un segundo tema de su preocupación, surge con motivo de lo dispuesto en el inciso sexto propuesto por la iniciativa, conforme al cual el permiso “se aplicará también, en iguales términos, tratándose de personas mayores de 18 años con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual y multidéficit.”. En este caso, apuntó, no se advierte con claridad si las causas de la discapacidad mental han de ser sólo las mencionadas o si, por el contrario, tendrán cabida también otras causales, como por ejemplo, reiteró, una depresión severa que afecte a un joven mayor de 18 años de edad, quien, si bien no padecería de una discapacidad mental, enfrentaría una condición psicológica compleja que, incluso, lo puede conducir al suicidio, evento en el cual, insistió, la presencia de los padres es de vital importancia y de toda necesidad. Sin embargo, añadió, esta hipótesis podría ampliar en demasía los casos en los que el permiso sería aplicable y, por tanto, resulta necesario revisar en detalle el universo de personas que se desea proteger con esta nueva normativa.


Ante este escenario, añadió, parece conveniente escuchar a algunos especialistas que puedan ilustrar el debate en esta materia, a fin de generar una regulación que sea una contribución para quienes efectivamente la necesitan.


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que la norma legal vigente ya trata los casos de “enfermedad grave, aguda y con probable riesgo de muerte”, aun cuando, advirtió, ella sólo está referida a los menores de edad. Conforme a ello, parece razonable analizar el caso de los mayores de edad que estén en situación similar. Ahora bien, subrayó, la idea matriz del presente proyecto de ley considera incorporar en el régimen de este permiso especial tanto a los padres como a las personas que tienen a su cuidado menores con discapacidad, y el cuidador, para estos efectos, está incluso definido en la ley. Es decir, apuntó, no se trata sólo de incluir en este sistema a quienes padecen una discapacidad, sino que también a quienes están cargo de su cuidado. Sin embargo, advirtió, respecto a las personas que tienen una discapacidad, surgirían ciertas dudas en cuanto a quiénes se estaría refiriendo específicamente la norma, por lo que sería necesario revisar algunas nociones como, por ejemplo, la de “autovalencia”. Señaló que la realidad suele superar todas las hipótesis y así, por ejemplo, podría darse el caso de una persona ciega que, siendo autovalente, se enferme y, en esas circunstancias, requiera la atención personal de sus padres. Es decir, las posibilidades a analizar pueden ser innumerables y, en consecuencia, parece pertinente escuchar la opinión de especialistas que esclarezcan las inquietudes manifestadas sobre el tema.


La Honorable Diputada señora Cristi aclaró que la norma propuesta, en su primera parte, aborda el caso de los menores de edad que tienen una discapacidad, en tanto que, en su segunda parte, se refiere a los mayores de edad que padezcan una discapacidad mental, ya sea en forma permanente o temporal, al disponer que el permiso también se aplicará cuando ella obedezca a “causa psíquica o intelectual y multidéficit”. Es decir, nuevamente la norma alude a la situación de quienes no pueden valerse por sí mismos.


La Honorable Senadora señora Rincón expresó que la actual redacción de la norma en examen podría no resultar tan clara y dar lugar a cierta confusión. Para evitar dudas interpretativas, entonces, sería necesario revisar la iniciativa con la colaboración de especialistas y entidades vinculadas al tema, como por ejemplo, el Servicio Nacional de la Discapacidad. Ello, apuntó, para ilustrar el debate en forma previa a emitir un pronunciamiento sobre el particular. Asimismo, sugirió encomendar al Ejecutivo el estudio de esta materia para formular una propuesta, aunando los esfuerzos que permitan perfeccionar el proyecto de ley en trámite.


Los restantes miembros presentes de la Comisión compartieron las referidas sugerencias.


Conforme a lo anterior, en la sesión siguiente, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social presentó a la Comisión una propuesta para mejorar el texto del proyecto de ley y recoger las inquietudes planteadas durante el debate. Destacó que, al tenor de la petición formulada al Ejecutivo a este respecto, el Ministerio que encabeza analizó la materia con el Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS), en su calidad de entidad técnica y especializada en el tema. Así, apuntó, la propuesta que se anuncia es fruto de un esmerado trabajo conjunto.


Previamente, reiteró que el Ejecutivo comparte el propósito de la iniciativa en estudio y los fundamentos que la justifican. Señaló que, quienes tienen un hijo con discapacidad, efectivamente enfrentan muchas dificultades para el desenvolvimiento regular de su vida diaria y, por tanto, realmente necesitan contar con ciertas prerrogativas que faciliten dicha tarea, como por ejemplo, este permiso especial que contempla el proyecto de ley en examen. Subrayó que, ante estos casos, los empleadores -y la sociedad toda-, deben comprender que los problemas, los inconvenientes o los imprevistos acontecen y que es importante otorgar cierta flexibilidad a los padres para resolverlos sin desatender indebidamente su trabajo.


Enseguida, explicó que de acuerdo al análisis efectuado, el Ejecutivo desea proponer una modificación al texto en estudio para señalar que el permiso en cuestión no sólo procederá tratándose de personas mayores de 18 años con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual y multidéficit, sino que también respecto de quienes presenten una dependencia severa de sus padres o de las personas que los cuidan y atienden. Con ello, apuntó, la ley se haría cargo de una situación real, ya que incluiría a aquellas personas que, no obstante ser mayores de edad, no pueden valerse por sí mismas atendida su discapacidad y requieren la permanente asistencia de sus padres, lo cual hace necesario que éstos cuenten con un permiso que puedan aplicar para resolver las dificultades que les impone la vida cotidiana.


Por último, advirtió, dado que la ley contempla mecanismos de devolución de estos días no trabajados -mediante su imputación al feriado anual o a días administrativos, con trabajo en jornadas extraordinarias o, incluso, con descuentos en las remuneraciones-, es dable esperar que no se produzca un uso irresponsable o un abuso de este derecho, motivo por el cual, indicó, la iniciativa no debería generar reparos o aprensiones en dicho sentido.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social explicó que el proyecto de ley en informe propone ampliar el permiso especial que actualmente contempla para la madre -y en ciertos casos, el padre-, cuyo hijo requiera su atención personal con motivo de un accidente o de una enfermedad terminal en su fase final o enfermedad grave, aguda y con probable riesgo de muerte, para ausentarse del trabajo por un número de horas equivalentes a diez jornadas laborales al año, tiempo que debe ser restituido de acuerdo a los mecanismos que al efecto también establece la ley.


Añadió que, durante el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados, entre otras modificaciones, extendió este permiso al caso de las personas mayores de 18 años con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual y multidéficit. Ahora bien, acotó, la sugerencia del Ejecutivo es agregar entre estos casos, a quienes presenten una “dependencia severa”, esto es, que se trate de una situación en la que no exista otro medio que la asistencia externa para el cuidado de las necesidades básicas del discapacitado. De esta forma, apuntó, se recogería la inquietud manifestada en este debate en cuanto al real universo de destinatarios de esta ley, aclarando que la normativa se orientaría más bien a quienes no son “autovalentes”. Lo anterior, a fin de evitar dudas interpretativas y un mal uso de la ley, por cuanto hay personas que, si bien padecen una discapacidad, son igualmente autovalentes -como, por ejemplo, un sordomudo-, y, por tanto, a ellas no estaría dirigida la hipótesis legal. El tema, informó, cuyo estudio fue encomendado por esta Comisión al Ejecutivo, fue revisado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y el Servicio Nacional de la Discapacidad, y la conclusión fue que, para esclarecer la norma en dicho aspecto, sería pertinente incorporar en la regulación a quienes enfrentan una “dependencia severa” de las personas que los cuidan y asisten. 


Por consiguiente, la ley, en el caso de los mayores de 18 años de edad, ya no se circunscribiría a la discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual y multidéficit, sino que se referiría, en forma más amplia y mediante la expresión “dependencia severa”, a la ausencia de autovalencia. Para tales efectos, precisó, sería necesario enmendar en dicho sentido el nuevo inciso sexto que la iniciativa propone agregar al artículo 199 bis del Código del Trabajo.


Finalmente, aclaró dos puntos relevantes. El primero, que la señalada dependencia severa no opera como un calificativo de las causas de discapacidad mental ya consignadas en la ley -causa psíquica o intelectual y multidéficit-, las cuales, por definición, apuntan a quienes no son autovalentes, sino que hace alusión a otras causas de discapacidad, distintas a las mencionadas y que motivan esta falta de autovalencia. El segundo asunto, es que el inciso sexto en cuestión sólo aborda la situación de los mayores de 18 años, toda vez que, en el caso de los menores de edad, el derecho no es discutido y procede en tanto los niños estén inscritos en el Registro Nacional de la Discapacidad o, siendo menores de seis años, tengan la determinación diagnóstica del médico tratante.


A continuación, el debate parlamentario se desarrolló en los siguientes términos.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó cuál es la cifra o el porcentaje de madres trabajadoras que se encontrarían en la situación a que se refiere el proyecto de ley. Asimismo, preguntó cuál es el rango de ingresos que perciben estas personas. Sería importante, subrayó, considerar estos aspectos a fin de no generar efectos no deseados que terminen perjudicando a quienes se pretende beneficiar.


Sobre el particular, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social aclaró que en esta materia los datos más bien se registran en función de los menores. Así, el Registro Nacional de la Discapacidad tiene por objetivo reunir y mantener los antecedentes de las personas con discapacidad y de los organismos que al efecto señala la ley y, por tanto, no consigna la identidad de los padres de estas personas. Por consiguiente, no se dispone de un dato exacto en cuanto a la cantidad de madres trabajadoras que se encuentran en esta situación o los ingresos que perciben. 


Por su parte, la Honorable Diputada señora Cristi señaló que, sin perjuicio de lo anterior, es posible estimar la cantidad de personas que podrían acceder a este beneficio a partir de los datos aportados -durante el primer trámite constitucional- por la Directora del Servicio Nacional de la Discapacidad, señora Ximena Rivas Asenjo. En efecto, acotó, de acuerdo a dichos antecedentes, en nuestro país hay más de 2.000.000 de personas discapacitadas, de las cuales 163.000 son menores de edad con discapacidad severa y, por tanto, son dependientes absolutos. Respecto de los mayores de 18 años, añadió, la cifra es menor, a lo que se suma el hecho de que estas personas, en muchos casos, logran ser autovalentes. Si se considera, además, que sólo el 38% de las madres trabajan remuneradamente -muchas no lo hacen, precisamente, porque tienen un hijo con discapacidad y no cuentan con una red de apoyo-, es factible sostener que el universo de beneficiarios no es numeroso, lo que disminuye también las posibilidades de abuso del derecho. 


Asimismo, apuntó, el beneficio procede tratándose de personas inscritas en el mencionado Registro Nacional de la Discapacidad, o siendo menor de 6 años, con la determinación diagnóstica del médico tratante. Es decir, se contemplan diversas exigencias que reducen el riesgo de mal uso del permiso en cuestión.


El Honorable Senador señor Bianchi señaló compartir la inquietud en cuanto a que la normativa no dé lugar a usos indebidos del beneficio que se contempla y, en ese sentido, se manifestó de acuerdo con enmendar la iniciativa en aras de su perfeccionamiento. 


Sin perjuicio de lo anterior, recordó que hace ya más de un año el Senado prestó su aprobación a un proyecto de ley, de su autoría, recaído en el mismo artículo 199 bis del Código del Trabajo que ahora se analiza, y cuyo objetivo es establecer para el trabajador cuyo cónyuge o conviviente requiera atención personal con motivo de un accidente grave o de una enfermedad terminal en su fase final o enfermedad grave, aguda y con probable riesgo de muerte, el derecho a un permiso para ausentarse del trabajo, en los mismos términos contemplados en el mencionado artículo 199 bis. 


Sin embargo, añadió, dicha iniciativa -que actualmente cumple su segundo trámite constitucional-, aún se encuentra pendiente para su estudio en la Comisión de Trabajo y Seguridad Social de la Cámara de Diputados. Recalcó que dicho proyecto se orienta en la misma línea de conceder este permiso especial al trabajador cuyo cónyuge o conviviente padece una enfermedad grave o sufrió un accidente y se encuentra al borde de la muerte. Añadió que dicha propuesta legislativa también se ocupó de la preocupación permanente de evitar el abuso del derecho y, así, el beneficio fue considerado en los mismos términos que se contempla respecto de los hijos menores de edad. Se trata, pues, de dos iniciativas inspiradas en un mismo sentido, otorgando el permiso del artículo 199 bis del Código del Trabajo, la primera, al trabajador cuyo cónyuge o conviviente requiera sus cuidados en razón de un accidente o enfermedad grave y con riesgo de muerte, y la segunda, en actual análisis, a los padres o cuidadores de un menor con discapacidad.


Reiteró que, a pesar del tiempo transcurrido, el referido proyecto todavía está pendiente en la Cámara Revisora. Atendido lo anterior, solicitó a la Honorable Diputada señora Cristi su colaboración para agilizar la tramitación de dicha iniciativa a fin de darle pronto despacho.


Por último, solicitó al Ejecutivo considerar la posibilidad de asignar urgencia para la tramitación parlamentaria de proyectos de ley como los señalados, que tienen un marcado carácter social y cuya demora en ser estudiados y despachados sólo posterga la consagración de este tipo de prerrogativas que podrían beneficiar a nuestra comunidad.


La Honorable Diputada señora Cristi subrayó que esta iniciativa de ley, desde su propuesta original, se ocupó de otorgar el permiso especial de que tratamos con motivo del cuidado personal que requieren los menores de edad que padecen una discapacidad, refiriéndose al efecto a quienes están inscritos en el Registro Nacional de la Discapacidad, o a quienes, siendo menores de seis años, cuenten con la determinación diagnóstica del médico tratante. Luego, continuó, a sugerencia de la señora Directora del Servicio Nacional de la Discapacidad, se incorporó a los mayores de 18 años con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual, y multidéficit. Ahora, a propuesta del Ejecutivo, se incluiría en este universo a quienes evidencian una dependencia severa de sus cuidadores. En este último caso, apuntó, la sugerencia responde a la inquietud manifestada durante el debate realizado en esta Comisión, en orden a esclarecer el carácter de la discapacidad que daría lugar al beneficio en cuestión.


No obstante lo anterior, recalcó, aun así no se trata de un conglomerado numeroso de personas toda vez que, de acuerdo a las estadísticas, no es cuantiosa la cifra de compatriotas que se encontraría en tales circunstancias y a quienes les sería aplicable la normativa.


Desde esa perspectiva, acotó, la propuesta del proyecto no resulta excesiva ni desmedida y, por tanto, no debería haber aprensiones en dicho sentido, así como tampoco respecto de los eventuales abusos del derecho dado que, a mayor abundamiento, la misma norma vigente contempla los mecanismos de devolución de los días no trabajados en virtud de este permiso.


Así las cosas, concluyó, sería muy importante dar pronta aprobación a la iniciativa de ley, dado el beneficio que ella significa para personas cuya vida cotidiana se desenvuelve en condiciones de suyo muy complejas.


Por último, expresó su disposición a colaborar para agilizar el trámite parlamentario en la Cámara de Diputados respecto del proyecto de ley mencionado por el Honorable Senador señor Bianchi, referido a la misma materia y que persigue contemplar este permiso al trabajador cuyo cónyuge o conviviente se encuentre en riesgo de muerte en razón de un accidente o de una enfermedad grave o terminal en su fase final. Señaló que tal propuesta se inspira en el mismo espíritu de la presente y, sin duda, amerita igual respaldo.


Finalmente, la Comisión resolvió lo que sigue.


En primer lugar, los miembros presentes de la Comisión estuvieron contestes en apoyar la idea de legislar, al coincidir con el objetivo de la iniciativa y con el fundamento que la sustenta. Las personas con discapacidad, ya sea menores de edad o mayores de 18 años pero que no puedan valerse por sí mismas, sin duda que requieren de permanentes cuidados especiales y, ante la necesidad y urgencia que imponen los imprevistos o una situación involuntaria que hay que atender, la ley laboral debe contemplar las herramientas que permitan enfrentar tales dificultades pero sin incurrir en un incumplimiento laboral. Ello, subrayaron, humaniza las relaciones de trabajo.


Sin perjuicio de lo anterior, coincidieron en la pertinencia de perfeccionar el proyecto de ley en estudio a fin de que el instrumento que contempla sea un efectivo aporte a la problemática que se intenta resolver.


Así, compartieron la propuesta del Ejecutivo en la medida que ella recoge la inquietud expresada para aclarar en el texto de la ley qué tipo de discapacidad habilitará para impetrar el beneficio laboral que se consagra, cuando se trate de personas discapacitadas mayores de edad.


Atendido lo anterior, los integrantes presentes de la Comisión acordaron incorporar en el inciso sexto que el proyecto propone incorporar al artículo 199 bis del Código del Trabajo, una mención que haga expresa referencia a las personas que, siendo mayores de edad, presenten una dependencia severa de quienes los cuidan y asisten.


Coincidieron, igualmente, en que el plazo de 48 horas contemplado por el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados, podría resultar un término demasiado extenso para los efectos de dar aviso al empleador, toda vez que ello implica aceptar la posibilidad de que el trabajador no se presente en su lugar de trabajo, de improviso y sin comunicar a su empleador el motivo de su inasistencia hasta prácticamente dos días después, lo cual no parece del todo razonable. Es lógico, apuntaron, que el empleador deba tomar conocimiento oportuno de dicha circunstancia. Lo contrario, incluso, podría ser especialmente riesgoso para el propio trabajador si se considera que, de acuerdo al Código del Trabajo, la no concurrencia del trabajador a sus labores sin causa justificada durante dos días seguidos, constituye una causal de despido sin derecho a indemnización alguna.


Recordaron asimismo que, si bien existe un plazo similar para la presentación de las licencias médicas ante el empleador, por lo general, en tales circunstancias, el trabajador da inmediato aviso de su ausencia laboral y, luego, dentro del plazo legal, acompaña el documento médico justificativo de la misma. En el caso que ahora se trata, resultaría prudente que, haciendo uso de este permiso, se informe de ello oportunamente al empleador. Para tales efectos, entonces, parece más adecuado establecer un plazo máximo de 24 horas. 


Conforme a lo anterior, la Comisión acordó reemplazar, en el inciso séptimo que la iniciativa incorpora al artículo 199 bis del Código del Trabajo, el lapso de 48 horas propuesto, por otro de 24 horas al efecto.


- Por consiguiente, puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores Bianchi, Kuschel y Muñoz Aburto.


- Enseguida, sometido a votación el artículo único de la iniciativa legal, con las modificaciones reseñadas precedentemente y otras de carácter meramente formal, fue aprobado con la misma unanimidad antes consignada.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo único


Modificarlo del modo que sigue:


En el inciso sexto que este artículo incorpora al artículo 199 bis del Código del Trabajo:


- Reemplazar, a continuación de la palabra “intelectual”, la conjunción “y” por una coma (,).


- Sustituir el punto final (.) por una coma (,), y agregar a continuación lo siguiente: “o bien presenten dependencia severa.”.

(Unanimidad, 3x0)


En el inciso séptimo que se propone para el artículo 199 bis del Código del Trabajo: reemplazar el guarismo “48” por “24”.

(Unanimidad, 3x0)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Incorpóranse, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, en el artículo 199 bis del Código del Trabajo: 


“Iguales derechos y mecanismos de restitución serán aplicables a los padres, a la persona que tenga su cuidado personal o sea cuidador en los términos establecidos en la letra d) del artículo 6°, de la ley N° 20.422, de un menor con discapacidad, debidamente inscrito en el Registro Nacional de la Discapacidad, o siendo menor de 6 años, con la determinación diagnóstica del médico tratante.


Lo dispuesto en el inciso precedente se aplicará, en iguales términos, tratándose de personas mayores de 18 años con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual, multidéficit, o bien presenten dependencia severa. 


En todo caso, de la ausencia al trabajo se deberá dar aviso al empleador dentro de las 24 horas siguientes al ejercicio del derecho.”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 8 de junio y 3 de agosto de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), y señores Carlos Bianchi Chelech, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Pedro Muñoz Aburto (Presidente Accidental).


Sala de la Comisión, a 8 de agosto de 2011.

(Fdo.):Mario Labbé Araneda,

Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES QUINTANA, GÓMEZ, LAGOS, NAVARRO Y RUIZ-ESQUIDE, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE TUTELA DEL DERECHO A LA EDUCACIÓN PÚBLICA, GRATUITA Y DE CALIDAD

(7851-04)

Honorable Senado:

Acogiendo las demandas que nos han planteado junto a los estudiantes de todo Chile, la sociedad civil, venimos en proponer una reforma a la Constitución Política de la República, que establece como un derecho constitucional, susceptible de ser tutelado a través del Recurso de Protección, el derecho a la Educación Pública, Gratuita y de Calidad.

En el documento BASES PARA UN ACUERDO SOCIAL POR LA EDUCACIÓN CHILENA que nos han entregado los estudiantes universitarios, los secundarios y los profesores, se propone como un eje fundamental de la reforma a la educación chilena, la Reforma Constitucional, donde se consagre la educación como un derecho fundamental y un bien público, donde el Estado asuma la responsabilidad de proveerla, asegurando el cumplimiento de los principios de gratuidad, universalidad y calidad en la educación pre-escolar, básica y media.

En el mismo documento, se establece que "La educación debe ser de calidad, entendida esta como la capacidad de educar en contenidos y en valores como la solidaridad, la tolerancia, la igualdad, el respeto por el medio ambiente, la identidad y las raíces culturales e históricas de nuestra sociedad y nuestros pueblos originarios. La educación debe ser capaz de formar sujetos, profesionales, técnicos e intelectuales de excelencia, con capacidad crítica y ética profesional, ciudadanos libres, preparados para el ejercicio de la democracia y la responsabilidad social. La educación pública debe ser gratuita, entendiendo que el Estado debe proveer de los recursos necesarios para garantizar de manera plena el derecho sin ningún tipo de restricción socioeconómica. En definitiva, necesitamos un Estado garante del derecho a la educación para que nuestra sociedad cuente con una masa de ciudadanos conscientes, críticos y comprometidos en el trabajo intelectual, técnico y profesional para el desarrollo democrático y justo de la cultura, la política y la economía de la sociedad. Esto implica entender la educación como una inversión social y no meramente individual, necesaria para la batalla contra la desigualdad y el alcance de la libertad y la justicia social. Para poder hacer viables dichas garantías por parte del Estado, se hace urgente plantear una discusión amplia acerca de las nuevas formas de financiamiento que contemplen desde una reforma tributaria hasta la recuperación de los recursos naturales de nuestro país."

POR TANTO,

Los Senadores patrocinantes y demás adherentes que suscriben, acogiendo plenamente lo planteado en el referido documento  BASES PARA UN ACUERDO SOCIAL POR LA EDUCACIÓN CHILENA, vienen en someter a la consideración de este H. Congreso Nacional, el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único: se introducen las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:

1.- En el numeral 10 del artículo 19, a continuación del punto y aparte, que se elimina, se agrega la frase "de calidad, y la gratuidad de la Educación Pública”.

2.- En el inciso sexto del numeral 10 del artículo 19, se intercala entre las palabras "fomentar" y "el", la siguiente frase: "y financiar".

3.- Se intercala, en el inciso sexto del numeral 10 del artículo 19, entre las palabras "educación" y "en" la palabra "pública".

4.- Se intercala, en el inciso primero del artículo 20, después del guarismo 9°, el siguiente "10°".

(Fdo.): Jaime Quintana Leal, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS ALLENDE Y RINCÓN Y SEÑORES ESCALONA, QUINTANA Y ROSSI, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA LOS CONTRATOS DE ADHESIÓN PARA FORTALECER LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES

(7852-03)

La realidad de las relaciones comerciales en el mundo de hoy ha evidenciado una serie de dificultades que enfrentan la gran mayoría de los consumidores de nuestro país, a la hora de hacer efectivos sus derechos y encontrar una real protección de los mismos. Lo anteriormente descrito, se explica por la asimetría contractual que existe entre los consumidores y las grandes cadenas de proveedores que hoy desarrollan y controlan el comercio.

Nuestra actual ley de protección de los derechos del consumidor adolece de serias deficiencias a la hora de cumplir el propósito para el cual fue dictada, esto es, normar las relaciones entre proveedores y consumidores. Esto hace necesario introducir ciertas modificaciones a este cuerpo normativo, con el objetivo de que los consumidores puedan acceder a productos y servicios idóneos y seguros; gocen, ejerzan y utilicen los derechos y los mecanismos efectivos para su protección; reduciendo la asimetría informativa; corrigiendo, previniendo o eliminando las conductas y prácticas que afecten sus legítimos intereses.

En el transcurso del año 2009 los consumidores fueron víctimas de uno de los peores delitos que pueden cometerse en una economía de libre mercado, como fue colusión de las tres cadenas más grandes de farmacias. Los consumidores quedaron desamparados, mientras las asociaciones de consumidores y el Servicio Nacional del Consumidor quedaron impedidos de iniciar acciones colectivas, por no considerarse en la ley N° 19.496 sobre protección de los derechos de los consumidores las infracciones a la libre competencia consideradas en el decreto ley número 211. Este año hemos sido testigos de un nuevo abuso por parte de grandes cadenas de proveedores, específicamente, del sector del "Retail", lo que evidencia aún más la necesidad de fortalecer la protección de los intereses tanto individuales como colectivos de los consumidores de nuestro país.

La necesidad de modificación de la ley de protección de los derechos de los consumidores debe mirarse desde un aspecto íntegro y general, que permita perfeccionar dicho cuerpo legal desde varios puntos de vista. En efecto, es necesario adecuar el texto legal en diversas materias relativas a los contratos de adhesión, información y publicidad, ofertas y promociones, normas procedimentales, etc. Solo una modificación integral y transversal permitirá entregar a los consumidores herramientas legales eficaces en la defensa real de sus derechos, apuntando a un sistema comercial y financiero con la menor cantidad de abusos posibles y donde éstos se sancionen drásticamente para efectos de desincentivar.

Ideas matrices

El presente proyecto de ley tiene por objeto introducir modificaciones a la ley de protección de los derechos de los consumidores, N°19.496, en materia de contratos de adhesión, responsabilidad por incumplimiento de obligaciones, información y publicidad, promociones y oferta, créditos y procedimiento.

Es por eso que sobre la base de estos antecedentes vengo en proponer el siguiente proyecto de ley:

Proyecto de ley

Artículo único.- Modifíquese la ley N° 19.496 en los siguientes sentidos:

1. Agréguese un nuevo inciso 2° en el artículo 12° del siguiente tenor: "Sin perjuicio de lo anterior, será obligación para los proveedores detallar todos y cada uno de los cobros de contenidos en las boletas, facturas o cuentas de servicios, como también hacer llegar al consumidor la correspondiente boleta con al menos 5 días de anticipación al vencimiento de la obligación. Si el consumidor logra acreditar el retardo en la entrega de boleta sólo pagará intereses moratorias y gastos de cobranza a partir del 5° día contado desde la recepción de la boleta. Se prohíbe al proveedor traspasar los costos de la referida información a los consumidores”.

2. En el artículo 16 agréguese las nuevas letras h) e i) del siguiente tenor:

"h) Representen o contengan mandatos abiertos a la empresa o proveedor emisor del respectivo contrato, que le faculten para suscribir en representación del consumidor, convenios de pago, repactaciones o cualquier otras modalidades de pago, distinta a la convenida originalmente, sin informar ni obtener aceptación expresa del consumidor".

"i) Contengan la obligatoriedad de contratar productos o servicios asociados al crédito ofrecido o concedido por el proveedor, sea como condición para contratar, conceder un crédito o vender un producto".

3. En el artículo 24° sustitúyase el inciso 1° por el del siguiente tenor: "Las infracciones a lo dispuesto en esta ley serán sancionadas con multa de hasta 100 unidades tributarias mensuales, sino tuvieren señalada una sanción diferente, para el caso concreto".

4. En el artículo 26° sustitúyase el inciso 1° por el del siguiente tenor: "Las acciones que persigan la responsabilidad de un proveedor y que se sancionen de acuerdo a la presente ley, prescribirán en el plazo de dos años, contados desde que se haya incurrido en la infracción respectiva".

5. En el artículo 26° agréguese un nuevo inciso 3° del siguiente tenor: "El plazo señalado en el inciso primero se suspenderá cuando, dentro de este, el consumidor o una asociación de consumidores, interponga un reclamo por los hechos motivo de la infracción, ante el Servicio Nacional del Consumidor. Este plazo seguirá corriendo una vez concluido dicho trámite ante este organismo, lo que se acreditará con la notificación que éste, deberá hacer al recurrente y al proveedor objeto de la reclamación, mediante carta certificada. En esta se deberá, además, informar al consumidor que de no quedar satisfecho con la respuesta recibida, le asiste el derecho de recurrir al tribunal respectivo en defensa de sus derechos''.

6. En el artículo 30° agréguese nuevos incisos 6° y 7° del siguiente tenor: "Para el caso de productos farmacéuticos, tales como medicamentos, dispositivos médicos y productos sanitarios, los establecimientos farmacéuticos, deberán poner a disposición del consumidor un listado de precios de estos productos, ordenados alfabéticamente, a partir de su denominación común internacional. Para el cumplimiento de lo dispuesto en este inciso, no será suficiente exhibir los respectivos precios en sistemas computacionales o digitales, que permitan su fácil manipulación.

Para los efectos de probar las infracciones al presente artículo, serán ministros de fe, sin perjuicio de los demás medios probatorios de que pueda valerse el consumidor, el Sernac o una asociación de consumidores, Carabineros de Chile y, los inspectores municipales, en uso de sus respectivas facultades".

7. Agréguese un nuevo artículo 30 bis del siguiente tenor: "Los proveedores en general, incluyendo las empresas comercializadoras al detalle "retail" y los supermercados, no podrán discriminar ni en precios, ofertas, promociones, ni en condiciones de venta más favorables, en relación al medio de pago empleado para realizar una compra".

8. En el artículo 35° agréguese un nuevo inciso 4° del siguiente tenor: "En caso que la promoción u oferta se trate del ofrecimiento de un número determinado de productos, se deberá indicar la cantidad exacta de los mismos, que se encuentran afectos a la promoción u oferta, no siendo suficiente, para el cumplimiento de lo dispuesto en este inciso, la utilización de expresiones tales como hasta agotar stock u otras similares. A su vez, el proveedor deberá informar en el mismo bloque publicitario, en que se publicita la oferta o promoción de un bien o servicio, de la duración o vigencia temporal de la correspondiente oferta o promoción".

9. En el artículo 37° agréguese una nueva letra g) del siguiente tenor:

"g) Que la contratación de seguros es absolutamente voluntaria e independiente de la contratación del crédito ofrecido o bien, de la repactación o renegociación de un crédito. La oferta de seguros asociados a contratos de crédito, contratos de adhesión, repactación o renegociación de crédito, deberá presentarse mediante una propuesta escrita que se entregue al consumidor respectivo. Esa propuesta debe cumplir con todas las instrucciones impartidas por la Superintendencia de Valores y Seguros en esta materia y formularse en un documento separado e independiente de la solicitud de afiliación del crédito respectivo.

Los emisores no podrán condicionar la celebración del contrato de crédito, contrato de adhesión, repactación o renegociación de crédito, en su caso, a la contratación por parte del titular de uno o más seguros asociados, salvo aquellos exigidos en cumplimiento de una norma legal”.

10. Agréguese un nuevo artículo 37 bis del siguiente tenor: "La cobranza extrajudicial procederá solo al vigésimo día de mora. Las empresas que desempeñan esta función no podrán realizar cobros de cualquier tipo en intervalos inferiores a 72 horas, incluyendo los cobros telefónicos, los cuales sólo se podrán realizar al número telefónicos que señale expresamente para tales efectos el consumidor".

11. En el artículo 50° c) agréguese un nuevo inciso 4° del siguiente tenor: "En la apreciación de la prueba, sin perjuicio de las reglas generales, el juez deberá tener especial consideración de que en caso de duda insalvable, en el sentido de las normas de esta ley o cuando exista duda sobre los alcances de las cláusulas de los contratos de adhesión, deberán interpretarse en el sentido más favorable al consumidor".

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR ESPINA, SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES GÓMEZ, LARRAÍN (DON HERNÁN) Y WALKER (DON PATRICIO), CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE DERECHO A DEFENSA DE LOS IMPUTADOS

(7854-07)

El presente proyecto de ley aborda dos órdenes de materias:

1.- Fijación de la oportunidad en la cual el Estado debe proporcionar un defensor al imputado por un delito si éste no nombrare a uno particular:

1.1.- La ley N° 20.516 modificó la Constitución Política de la República introduciendo un nuevo párrafo cuarto al numeral 3° del artículo 19, que es del siguiente tenor:

“Toda persona imputada de delito tiene derecho irrenunciable a ser asistida por un abogado defensor proporcionado por el Estado si no nombrare uno en la oportunidad establecida por la ley.”

1.2.- De esta manera, la norma constitucional estableció el derecho irrenunciable de todo imputado a que el Estado le proporcione un abogado defensor si no hubiese nombrado uno de su confianza, abandonando a la ley la determinación del momento a partir del cual puede ejercerse ese derecho.

1.3.- En consecuencia, la disposición contiene un verdadero mandato al legislador para que determine la oportunidad procesal en la cual se hace exigible esa obligación al Estado, por tener el derecho del imputado carácter irrenunciable.

1.4.- El artículo 102 del Código Procesal Penal, en armonía con los artículos 7°, 8° y 93 letra b) del mismo Código, establece que el derecho del imputado a ser asistido por abogado puede ejercerse a partir del primer acto del procedimiento que se dirija en su contra, ya sea que se realice ante la policía, ante el Ministerio Público o ante un tribunal. 

1.5.- Cosa distinta es, sin embargo, el momento a partir del cual ese derecho pasa a ser una obligación exigible al Estado, si el imputado no hubiese nombrado un defensor particular. Conforme al mandato constitucional, la ley debe precisar ese momento, y es a partir de él puede operar  artículo 103 del Código Procesal Penal, que sanciona con la nulidad procesal aquellas actuaciones realizadas en ausencia del defensor cuando, conforme a la ley, su participación es obligatoria. 

1.6.- En este sentido, el inciso 1° del artículo 102 del Código Procesal Penal señala que el nombramiento del defensor “deberá tener lugar antes de la realización de la primera audiencia a que fuere citado el imputado.” Por lo tanto, la ley debe establecer como oportunidad para los efectos de lo dispuesto en el párrafo cuarto del numeral 3° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, uno que esté en armonía con la disposición legal referida. 

1.7.- El presente proyecto de ley tiene por finalidad dar cumplimiento al mandato del párrafo cuarto del numeral 3° del artículo 19 de la Constitución de la República, fijando la oportunidad en la cual el Estado debe designar en forma irrenunciable para el imputado a un abogado defensor si no hubiere designado uno particular. 

1.8.- Dicha oportunidad debe ser, a lo menos, la primera audiencia judicial a la que deba comparecer el imputado y, con tal finalidad el proyecto modifica los artículos 8° y 102 inciso 1°, ambos del Código Procesal Penal, en el sentido de señalar expresamente cuál es el momento que la norma constitucional ordena a la ley determinar.

1.9.- Junto con lo anterior, se propone, en el inciso 1° del artículo 102 del citado Código, suprimir la frase: “el ministerio público solicitará que se le nombre un defensor penal público, o bien”. Existen las siguientes razones para ello. 

1.10.- La primera es que si la oportunidad en que obligatoriamente el Estado debe nombrar un defensor al imputado que carezca de abogado es, a más tardar,  la primera audiencia judicial a que debe comparecer, lo lógico es que sea el tribunal ante quien se celebra la audiencia respectiva –un juez de garantía-  quien lo nombre. La otra razón es que, en la práctica, el Ministerio Público no designa abogados de la Defensoría Penal Pública a los imputados que carecen de un defensor. 

2.- Fortalecimiento de la lectura de los derechos al imputado:

2.1.- Además de cumplir con el mandato constitucional, el proyecto de ley que someto a vuestra consideración tiene por finalidad fortalecer el respeto por los derechos que asisten al imputado desde el primer acto de procedimiento en su contra y, en forma muy especial, el derecho a guardar silencio.

2.2.- Para ello se propone modificar el artículo 93 letra g) del Código Procesal Penal en el sentido de que en la primera declaración que preste el imputado ante el fiscal o  la policía, la advertencia del derecho a no declarar debe hacerse en términos expresos y mediante una fórmula preestablecida referente a los efectos que pueda ocasionar la renuncia a ese derecho. La expresión utilizada, que encuentra su origen en la Ley Miranda de los Estados Unidos de América, goza de un amplio conocimiento en la población y es de muy fácil comprensión.

2.3.- Este fortalecimiento del respeto por los derechos del imputado es particularmente importante en los casos en que el imputado ha renunciado a su derecho a contar con un abogado defensor respecto de actuaciones  realizadas antes de la primera audiencia judicial a que fuere citado(declaración ante el fiscal o ante la policía por delegación del fiscal). La mayor debilidad en que hipotéticamente podría encontrarse un imputado que renunció a su derecho a ser asistido por un abogado defensor se compensa adecuadamente mediante una lectura del derecho a guardar silencio mediante una fórmula simple y fácilmente entendible por todas las personas.

2.4.- Adicionalmente se consagra la obligación de dejar constancia, en el registro respectivo, de haberse realizado  la lectura de derechos en la forma que se propone en el proyecto de ley.

2.5.- Distinta es la situación de una audiencia judicial a la que deba comparecer el imputado pues en ese caso opera el derecho irrenunciable a ser asistido por un abogado defensor nombrado por el Estado si el imputado no hubiere designado a uno particular.

2.6.- En esa audiencia, en presencia de un juez de garantía y con la necesaria asistencia de un abogado defensor, no parece indispensable el empleo de fórmulas que den garantía de eficacia al ejercicio del derecho a guardar silencio.

PROYECTO DE LEY: 

“Artículo único- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:

1) En el inciso primero del artículo 8° y a continuación del punto final que sigue a la palabra “contra”, el que pasa a ser punto seguido, agréguese la frase siguiente: 

“De conformidad al párrafo cuarto del numeral 3° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, el imputado que no nombrare un defensor  tiene el derecho irrenunciable a ser asistido por uno proporcionado por el Estado a más tardar desde la primera audiencia judicial a la que comparezca.”

2) Agréganse las siguientes oraciones a la letra g) del inciso segundo del artículo 93 del Código Procesal Penal, reemplazando el punto y coma final (;) por un punto seguido (.):

“Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 91 y 102, el imputado, al ser informado de su derecho a guardar silencio en la primera declaración que preste ante el fiscal o  la policía, en su caso, se le expresará lo siguiente: “Tiene derecho a guardar silencio. Si renuncia a él, todo lo que manifieste podrá ser usado en su contra.”. De ello se dejará constancia en el registro respectivo;”.

3) Modifícase el inciso 1° del artículo 102 en los siguientes términos:

a) Suprímase la frase “el ministerio público solicitará que se le nombre un defensor penal público, o bien”.

b) En la oración final, intercálese, entre la coma (,) que sigue a la palabra “caso” y la expresión “la designación”, la frase: “y para los efectos de la oportunidad a la que alude el artículo 19, numeral 3°,  párrafo cuarto de la Constitución Política de la República,”.
(Fdo.): Alberto Espina Otero, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE DERECHO A DEFENSA DE LOS IMPUTADOS

(7854-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Espina, señora Alvear y señores Gómez, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

- - -


A la sesión en que se analizó esta iniciativa asistieron el Ministro de Justicia, señor Teodoro Ribera; la Subsecretaria de Justicia, señora Patricia Pérez; los Jefes de la División Jurídica y de la División de Defensa Social de esa Secretaría de Estado, señora Paulina González y señor Sebastián Valenzuela, respectivamente.


Concurrió, asimismo, el profesor de Derecho Penal, señor Juan Domingo Acosta.


Participaron, también, los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash y Héctor Ruiz, y el asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola.


Estuvieron presentes, además, el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada, y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Juan Pablo Rodríguez.

- - -


Cabe hacer presente que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Comisión resolvió tratarlo, en este trámite de primer informe, en general y en particular a la vez, y recomendar a la Sala proceder de la misma forma.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


La Moción en informe busca fortalecer los derechos de la persona imputada de delito. En concreto, precisa la oportunidad en la cual el Estado debe proporcionarle un defensor si éste no nombrare a uno particular y fija un momento determinado y una fórmula preestablecida para informarle de los derechos que le asisten en esa calidad.

- - -

ANTECEDENTES

1.- JURÍDICOS


Están relacionadas directamente con el proyecto las siguientes normas:


A.- Constitución Política de la República. Su artículo 19, número 3°, asegura a todas las personas la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos. El párrafo cuarto de este numeral establece que toda persona imputada de delito tiene derecho irrenunciable a ser asistida por un abogado defensor proporcionado por el Estado si no nombrare uno en la oportunidad establecida por la ley;


B.- Código Procesal Penal. Sus artículos 8°, 91, 93, 102 y 103 se refieren a esta materia.

2.- DE HECHO





La Moción recuerda que la ley N° 20.516 modificó la Constitución Política de la República introduciendo un nuevo párrafo cuarto al numeral 3° del artículo 19, que es del siguiente tenor:





“Toda persona imputada de delito tiene derecho irrenunciable a ser asistida por un abogado defensor proporcionado por el Estado si no nombrare uno en la oportunidad establecida por la ley.”.





Asevera que, de esta manera, la norma constitucional establece el derecho irrenunciable de todo imputado a que el Estado le proporcione un abogado defensor si no hubiese nombrado uno de su confianza, entregando a la ley la determinación del momento a partir del cual puede ejercerse ese derecho.





Afirma que, en consecuencia, la disposición contiene un verdadero mandato a la ley para que determine la oportunidad procesal en la cual se hace exigible esa obligación al Estado, por tener el derecho del imputado carácter irrenunciable.





Sobre el particular, informa que el artículo 102 del Código Procesal Penal, en armonía con los artículos 7°, 8° y 93 letra b), establecen que el derecho del imputado a ser asistido por abogado puede ejercerse a partir del primer acto del procedimiento que se dirija en su contra, sea que se realice ante la policía, ante el Ministerio Público o ante un tribunal.





Destaca que cosa distinta es el momento a partir del cual ese derecho pasa a ser una obligación exigible al Estado, si el imputado no hubiese nombrado un defensor particular. Consecuencialmente, ese derecho pasa a tener como contrapartida una verdadera obligación para el Estado a contar del momento que -según el mandato constitucional- debe fijar la ley. Adicionalmente, sólo a partir de ese momento puede operar la norma del artículo 103 del Código Procesal Penal, que sanciona con la nulidad procesal aquellas actuaciones realizadas en ausencia del defensor cuando, conforme a la ley, su participación es obligatoria. 





Agrega que, en este sentido, el inciso primero del artículo 102 del Código Procesal Penal señala que el nombramiento del defensor “deberá tener lugar antes de la realización de la primera audiencia a que fuere citado el imputado.” Consiguientemente, la ley debe establecer como oportunidad para los efectos de lo dispuesto en el párrafo cuarto del numeral 3° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, una que esté en armonía con dicha disposición.





Enseguida, explica que el presente proyecto de ley tiene por finalidad dar cumplimiento al mandato del párrafo cuarto del numeral 3° del artículo 19 de la Constitución de la República, fijando la oportunidad en la cual el Estado debe designar en forma irrenunciable para el imputado un abogado defensor si éste no ha designado uno particular.





Precisa que dicha oportunidad es la primera audiencia judicial a la que deba comparecer el imputado y, con tal finalidad, propone modificar los artículo 8° y 102, inciso primero, ambos del Código Procesal Penal.





Junto con lo anterior, en el mismo inciso primero del artículo 102 del citado Código, sugiere suprimir la frase: “el ministerio público solicitará que se le nombre un defensor penal público, o bien”. Dice la Moción que, para esto, hay dos razones.





La primera, es que como el Estado debe nombrar un defensor al imputado que carezca de abogado en la primera audiencia judicial a que debe comparecer, lo lógico es que sea el tribunal ante quien se celebra la audiencia respectiva -un juez de garantía- quien lo designe.





La otra, es que, en la práctica, el Ministerio Público no designa abogados de la Defensoría Penal Pública a los imputados que carecen de un defensor.





A continuación, la Moción se refiere a su segundo objetivo específico, referido al derecho del imputado a guardar silencio.





Para mejor garantizar este derecho, se propone modificar el artículo 93, letra g), del Código Procesal Penal, de manera que en la primera declaración ante el fiscal o la policía, la advertencia al imputado de su derecho a guardar silencio debe hacerse en términos expresos y mediante una fórmula preestablecida para precisar los efectos que puede ocasionar la renuncia al mismo. Acota que la expresión propuesta, que encuentra su origen en la Ley Miranda de los Estados Unidos de Norteamérica, goza de un amplio conocimiento por parte la población y es de muy fácil comprensión.





Resalta que este fortalecimiento del respeto por los derechos del imputado es particularmente importante en los casos en que éste ha renunciado a su derecho a contar con un abogado defensor respecto de actuaciones realizadas antes de la primera audiencia judicial a que fuere citado (declaración ante el fiscal o ante la policía por delegación del fiscal). Advierte que la mayor debilidad en que hipotéticamente podría encontrarse un imputado que renunció a su derecho a ser asistido por un abogado defensor, se compensa adecuadamente con la lectura de su derecho a guardar silencio mediante una fórmula simple y fácilmente entendible por todas las personas.





Hace presente que, adicionalmente, se consagra la obligación de dejar constancia, en el registro respectivo, de haberse realizado la lectura de derechos.





Aclara que distinta es la situación de una audiencia judicial a la que deba comparecer el imputado, pues en ese caso opera el derecho irrenunciable a ser asistido por un abogado defensor nombrado por el Estado si el imputado no hubiere designado a uno particular.





Concluye señalando que en esa audiencia, en presencia de un juez de garantía y con la necesaria asistencia de un abogado defensor, no parece indispensable el empleo de fórmulas que den garantía de eficacia al ejercicio del derecho a guardar silencio.





Por las consideraciones expuestas, propone, en un artículo único, introducir las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:





“1) Agrégase la siguiente oración en el inciso primero del artículo 8°, a continuación del punto final (.) que sigue a la palabra “contra”, que pasa a ser punto seguido:





“De conformidad al párrafo cuarto del numeral 3° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, el imputado que no nombrare un defensor tiene el derecho irrenunciable a ser asistido por uno proporcionado por el Estado a más tardar desde la primera audiencia judicial a la que comparezca.”.





2) Agréganse las siguientes oraciones a la letra g) del inciso segundo del artículo 93, reemplazándose el punto y coma final (;) por un punto seguido (.):





“Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 91 y 102, el imputado, al ser informado de su derecho a guardar silencio en la primera declaración que preste ante el fiscal o la policía, en su caso, se le expresará lo siguiente: “Tiene derecho a guardar silencio. Si renuncia a él, todo lo que manifieste podrá ser usado en su contra.”. De ello se dejará constancia en el registro respectivo;”.





3) Modifícase el inciso primero del artículo 102 en los siguientes términos:





a) Suprímese la frase “el ministerio público solicitará que se le nombre un defensor penal público, o bien”.





b) En la oración final, intercálase, entre la coma (,) que sigue a la palabra “caso” y la expresión “la designación”, la frase: “y para los efectos de la oportunidad a la que alude el artículo 19, numeral 3°, párrafo cuarto, de la Constitución Política de la República,”.”.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Al inicio del estudio de esta iniciativa, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, ofreció el uso de la palabra al profesor señor Acosta.


El mencionado profesional señaló que esta iniciativa obedece a la conveniencia de desarrollar adecuadamente la garantía constitucional contenida en el párrafo cuarto del numeral 3° del artículo 19 de la Carta Fundamental.


Al respecto recordó que ella consagra el derecho irrenunciable de toda persona imputada de delito tiene a ser asistida por un abogado defensor proporcionado por el Estado si no nombrare uno en la oportunidad establecida por la ley. En consecuencia, hizo presente que corresponde que la ley precise esa oportunidad.





Expresó que la citada disposición encarga al legislador determinar la oportunidad procesal en la cual se hace exigible esa obligación al Estado.





Agregó que la iniciativa en debate atiende a esta necesidad y recoge también las opiniones de profesionales del Ministerio de Justicia y del Defensor Penal Público, señor Leonardo Moreno.


Explicó que las propuestas contenidas en esta Moción desarrollan el propósito central más arriba indicado y regulan, de manera más precisa, la garantía de todo imputado a guardar silencio.


En cuanto a lo primero, se estimó conveniente modificar el artículo 8° del Código Procesal Penal para consignar en él lo establecido en el párrafo cuarto del número 3° del artículo 19 de la Constitución Política, precisando que el imputado que no nombre un defensor

Tiene el derecho irrenunciable a ser asistido por uno proporcionado por el Estado a más tardar desde la primera audiencia a que comparezca.


Agregó que, en concordancia con lo anterior, se sugiere modificar el inciso primero del artículo 102 para suprimir una obligación del Ministerio Público que, en la práctica, no se cumple y que mantener esa norma podría inducir al error de pensar que la obligación del Estado de proporcionar al imputado un abogado defensor podría surgir antes de la celebración de la primera audiencia. Como se trata de una audiencia judicial, acotó, lo propio es que sea el juez quien nombre al defensor si el imputado no lo ha hecho.


Finalmente, se refirió a la enmienda que se propone a la letra g) del artículo 93. Sobre ésta, consideró conveniente reforzar el mecanismo de lectura de derechos al imputado, fortaleciendo el ejercicio de los mismos, así como la eficacia de las investigaciones.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puso de manifiesto la conveniencia de aclarar que esta modificación no impedirá que al imputado de un delito se le pueda proporcionar un defensor antes de la aludida primera audiencia. Lo que nunca podría ocurrir, enfatizó, es que la designación se produzca con posterioridad a ella. Hizo notar que la expresión “a más tardar” contenida en la oración que se agrega al inciso primero del artículo 8°, refleja este criterio y armoniza con el texto del inciso primero del artículo 102.


El Ministro de Justicia, señor Teodoro Ribera, hizo presente que la Moción en análisis recoge los planteamientos formulados por esa Secretaría de Estado, el asesor señor Acosta y el Defensor Penal Público, señor Leonardo Moreno. En consecuencia, agregó, hubo que conciliar diversos pareceres para dar cumplimiento al mandato constitucional.


Coincidió con la precisión expresada por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, en el sentido de que, para cumplir la norma constitucional, el artículo 8° preceptúa que el abogado defensor deberá necesariamente nombrarse no más allá de la realización de la primera audiencia, sin perjuicio de que, como lo dispone el artículo 102, si es posible, esto podría hacerse antes. En consecuencia, jamás podría una persona imputada carecer de asistencia jurídica a partir de la primera audiencia, pero bien podría la Defensoría Penal Pública asumir esa defensa con anterioridad.


En relación con lo anterior, el señor Acosta distinguió el derecho del imputado a contar con un abogado, por una parte, de la obligación del Estado de proporcionarlo, por otra. Aseveró que a partir del momento en que se hace exigible esta obligación, el derecho del imputado se torna irrenunciable.


Finalizado el análisis en general del proyecto, los miembros presentes de la Comisión manifestaron que compartían la motivación y los objetivos que persigue este proyecto de ley.

VOTACIÓN EN GENERAL


Puesta en votación la idea de legislar, ella fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.
- - -


Como se ha dejado constancia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Comisión resolvió tratar esta Moción, en este trámite de primer informe, en general y en particular, a la vez.


En virtud de lo anterior, la señora Presidenta de la Comisión puso en votación el articulado de este proyecto, el que fue aprobado en sus mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión tiene el honor de proponer aprobar en general y en particular el proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes enmiendas al Código Procesal Penal:




1) Agrégase, en el inciso primero del artículo 8°, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:





“De conformidad al párrafo cuarto del numeral 3° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, el imputado que no nombrare un defensor tiene el derecho irrenunciable a ser asistido por uno proporcionado por el Estado a más tardar desde la primera audiencia judicial a la que comparezca.”.





2) Agréganse las siguientes oraciones a la letra g) del inciso segundo del artículo 93, reemplazándose el punto y coma final (;) por un punto seguido (.):





“Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 91 y 102, el imputado, al ser informado de su derecho a guardar silencio en la primera declaración que preste ante el fiscal o la policía, en su caso, se le expresará lo siguiente: “Tiene derecho a guardar silencio. Si renuncia a él, todo lo que manifieste podrá ser usado en su contra.”. De ello se dejará constancia en el registro respectivo;”.





3) Modifícase el inciso primero del artículo 102 en los siguientes términos:





a) Suprímese la frase “el ministerio público solicitará que se le nombre un defensor penal público, o bien”, y





b) En la oración final, intercálase, entre la coma (,) que sigue a la palabra “caso,” y la expresión “la designación”, la frase: “y para los efectos de la oportunidad a la que alude el artículo 19, numeral 3°, párrafo cuarto, de la Constitución Política de la República,”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 9 de agosto de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.

Valparaíso, 9 de agosto de 2011.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Secretario

